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Prólogo a la 4.ª Edición 



El texto de esta nueva edición de la obra Honores y Protocolo ofrece características bien distintas a las que acompañaban a ediciones anteriores. El nuevo texto nace condicionado por el propósito de ponerlo al alcance de mayor número de lectores, y de lectores que probablemente no precisan de un libro plagado de referencias jurídicas. Se trata de presentar a los interesados en la materia un texto compendiado a la vez que actualizado, en la medida en que esto último ha resultado necesario.

Para la consecución de lo dicho, el nuevo texto aparece desprovisto, casi en su totalidad, de las numerosas notas de pie de página que contienen los textos anteriores, aunque respetando aquellas que, lejos de ser simples citas bibliográficas, son capaces de aportar algún dato útil para la comprensión del texto o algún aditamento práctico o simplemente determinado dato que merezca la pena ser conocido. Igualmente, desaparecen del texto todas las referencias al articulado de las disposiciones legales cuyo contenido se incorpora al texto, con la excepción de las alusivas a preceptos de nuestro texto constitucional. Y de la misma forma, están ausentes las menciones explícitas de leyes y disposiciones cuya materia se expone, salvo las concernientes a la Constitución, a leyes y a reales decretos de interés fundamental.

He suprimido especialmente el contenido de disposiciones de rango inferior a ley, con frecuencia de naturaleza cambiante y que revisten escasa relación directa con las cuestiones del protocolo. Poda legislativa que se pone de manifiesto con mayor intensidad en la exposición de las estructuras política y administrativa del Estado y de las diversas entidades infraestatales que configuran España.

También se ha prescindido de diversos gráficos y cuadros sinópticos incluidos en anteriores ediciones, unas veces por haber quedado algo obsoletos y otras, por estimarse innecesario en una edición de naturaleza de la presente, fundamentalmente guiada del propósito al principio señalado. Así mismo, desaparecen en esta edición los textos legislativos reguladores del protocolo promulgados en España y en otros países de nuestro entorno cultural, toda vez que el contenido esencial de los mismos se inserta en el texto de la obra, sin contar que tales textos, así como la totalidad de las supresiones hasta aquí aludidas, pueden ser consultados en las páginas de la tercera edición de la presente obra, que prácticamente sigue conservando toda su vigencia.

Una vez más quiero mostrar mi agradecimiento a los lectores de las tres anteriores ediciones, que han hecho posible este nuevo texto que, como he señalado al principio, no es sino el compendio de la materia de protocolo contenida en las anteriores.

Francisco López-Nieto 

Madrid, octubre 2012. 






Introducción 



1.  EL CONCEPTO DE PROTOCOLO

1.1.  Precisiones terminológicas

Observaba el pensador estoico EPICTETO que el principio de toda doctrina debía ser la consideración o el estudio de su nombre, respecto a lo cual añadía MENDIZÁBAL que, a la verdad, examinar la significación de los términos suele ayudar no poco a descubrir la naturaleza de las cosas por ellos representadas.

Y esta conveniencia, o necesidad, se hace más sensible cuando de cuestiones de protocolo se habla. Primero, porque es ésta materia hasta ahora poco tratada, tanto doctrinal como legalmente, y casi siempre desde un punto de vista práctico, sin una elaboración teórica y sistemática. Y segundo, porque ese modesto tratamiento se ha producido, por lo general, utilizando una terminología confusa y poco definida. Ésta es la razón de que nuestras palabras iniciales vayan enderezadas a establecer unos conceptos previos que estimo necesarios para acometer la tarea.

Cuando la legislación, tanto la antigua como la vigente, se ha enfrentado con la conveniencia de ordenar esta materia, ha utilizado terminología muy varia y no siempre sobrada de nitidez, cuando no de carácter ambivalente. Y así, en la Constitución, al señalar las funciones del Rey, se habla de conferir los empleos civiles y militares y de conceder honores y distinciones (art. 62). En los dos textos legales más significativos vigentes sobre nuestra materia se habla, respectivamente, de ordenamiento de precedencias y de reglamentación de honores militares. Otras leyes y disposiciones de carácter general albergan en el cuerpo de sus textos palabras como dignidades, ceremonial, protocolo, tratamientos honoríficos, etc. Si, ante la ausencia de definiciones legales, nos atenemos a las descripciones semánticas que el Diccionario de la Academia de la Lengua nos ofrece, observamos que unas mismas voces pueden ser utilizadas a través de acepciones diversas y que con frecuencia el contenido de los conceptos se reitera. Tal ocurre, sobre todo, con los vocablos distinción, dignidad, título, tratamiento, honor, ceremonial, etiqueta y protocolo.

Por todo ello, para fijar algunas ideas que van a servirnos en la exposición de la materia, deberíamos prescindir de la terminología utilizada en el derecho positivo, como he dicho, con tanta imprecisión, y concentrar nuestro interés en los conceptos a que aquélla, en cada caso, quiere servir de soporte. Y en este sentido, me parece que una disección del bloque legal regulador, a que me vengo refiriendo, arrojaría obviamente los distingos que, a continuación, paso a formular.

En primer lugar, base o fundamento de cuanto se va a exponer en líneas sucesivas son las distinciones sociales, concepto muy claro, que responde a una realidad que se ofrece al observador, y que hace alusión muy precisa a las diferentes posiciones en que se encuentran instalados los miembros del cuerpo social, en función del reparto de papeles que en aquél deben representar.

Al fruto de esta primera observación no suelen hacer referencia de manera expresa los textos legales, ni ello resulta posible en una sociedad moderna en la que todos los hombres, por el hecho de serlo, son iguales ante la ley. Sin embargo, no cabe duda de que las normas que estructuran el Estado, y todas las instituciones y grupos inferiores a él, nos deparan un engranaje social, en el que gran parte de los individuos figuran sujetos a una ordenación, que determina una serie de funciones sociales, en las que pueden descubrirse claras prioridades de unos respecto a otros, y que no siempre obedecen a simples razones laborales.

En segundo lugar, y ya entrando en materia, las distintas posiciones sociales de los individuos implican una serie de preeminencias, que el derecho, interpretando el sentir de la sociedad, les confiere y que les permite en ciertos momentos sobresalir sobre los demás. A esto vamos a denominar honores, cualquiera que sea la terminología utilizada por el legislador, el cual a veces los llama distinciones, pero que, como puede advertirse, nada tiene que ver, como concepto, con las distinciones sociales a que acabamos de referirnos.

En tercer lugar, y ahora no sólo entramos en materia, sino que ello va a constituir el núcleo de nuestro estudio, el Estado regula, no exento de interés y hasta con cierta minuciosidad, la celebración de los actos, en su sentido más amplio, en que intervienen personas a las que afectan aquellas distinciones sociales antes aludidas y que, por la propia mecánica de la aplicación de las leyes, son acreedoras a unos determinados honores. Las reglas a que debe atenerse la organización de tales actos constituyen lo que podríamos llamar el protocolo, ceremonial o etiqueta, que en esto la terminología resulta más coincidente.

Distinciones sociales, que acomodan a los miembros de un grupo social determinado en el lugar que les corresponde; honores, que, en virtud de ese acomodo, les ofrece el cuerpo social a través de sus instituciones representativas; y ceremonial o reglas de protocolo, que deben presidir los actos en los que aquellos miembros participen, son, a nuestro juicio, los tres conceptos fundamentales a que pueden ser reconducidas todas las referencias que la normativa vigente contiene y que pueden resultar de aplicación a la materia que estudiamos.

En el punto nuclear de esta exposición, hemos hablado de protocolo, de ceremonial y de etiqueta. Tres conceptos que aparecen definidos en el Diccionario de la Real Academia y que, como vamos a ver, se entrelazan.

1.º El uso de la palabra ceremonial es anterior al de protocolo, que se utiliza a partir de la segunda mitad del siglo XX. Según el Diccionario, el ceremonial es la «serie o conjunto de formalidades para cualquier acto público o solemne». Parecen excluirse aquí los actos privados y los no solemnes.

2.º El protocolo (del latín protocollum y éste del griego protokolon), en la única acepción que aquí puede tener sentido, se define como «regla ceremonial diplomática o palatina establecida por decreto o costumbre». Definición que incorpora a las formalidades, que hemos visto que implica el ceremonial, un elemento de obligatoriedad. Según esto, el protocolo sería el conjunto de normas -decreto o costumbre- establecidas para que se cumpla el ceremonial de los actos públicos organizados por el Estado o una entidad pública.

3.º La etiqueta es el «ceremonial de los estilos, usos y costumbres que se deben observar y guardar en las casas reales y en actos públicos solemnes». Por extensión, añade el Diccionario, es la «ceremonia en la manera de tratarse las personas particulares o en actos de la vida privada, a diferencia de los usos de confianza o familiaridad». Nos quedamos con esta segunda acepción, ya que la primera se confunde, en cierto modo, con el concepto de ceremonial expuesto (en ambos casos se habla de actos públicos solemnes).

Disponemos, pues, de tres conceptos cuyas notas esenciales se manifiestan de la siguiente manera: el ceremonial es una formalidad, el protocolo es una regla obligatoria y la etiqueta, el ceremonial en la vida privada. En suma, hablamos de formalidades, por una parte, y de reglas, por otra.

La idea de ceremonial como conjunto de formalidades y la de protocolo como conjunto de reglas o, simplemente, como fórmulas reglamentadas, se encuentra presente en buen número de obras. Así, por ejemplo, PUMAR VÁZQUEZ define el ceremonial como «un conjunto de formalidades que, determinadas por el protocolo, se aplican en el desarrollo de todo acto público». Con mayor claridad se expresa MARÍA ROSA MARCHESI, ya que entiende por ceremonial «el ambiente, el aparato, la pompa, que deberán rodear a los actos oficiales y solemnes», y por protocolo, «el conjunto de reglas precisas que rigen el ceremonial». Parecidas definiciones se han dado, fuera de nuestras fronteras, por GUERRERO, quien define el ceremonial como «el ambiente, la forma, la pompa que deben rodear los actos oficiales y solemnes»; y el protocolo, como «el conjunto de reglas precisas que rigen el ceremonial.»

Otros autores identifican prácticamente la idea de protocolo con la de norma o regla expresa. Así, para VILARRUBIAS, el protocolo es «la transcripción escrita de los usos, costumbres y tradiciones de un determinado país o territorio en fórmulas reglamentadas». Y para TRISTANY, el protocolo es «el conjunto de reglas atinentes al ceremonial diplomático o palatino establecido por ley o por la costumbre.»

A mi entender, la diferencia que quiere descubrirse entre ceremonial y protocolo resulta algo artificiosa, ya que con ambas palabras nos acercamos a un único concepto. Si se habla de reglas en el caso del protocolo, es porque esta palabra se reserva para el ceremonial oficial, que es el único que cuenta con reglas o normas legales. No en vano URQUIZA identifica protocolo con el ceremonial de Cancillería, como parte integrante del ceremonial diplomático. Pero, tanto el ceremonial como el protocolo, tienen acomodo en el concepto amplio de protocolo a que me he referido al principio, si queremos que la noción que encierra pueda aplicarse hoy día al sector público y al sector privado. Identificación por la que también aboga un sector de la doctrina, que no admite distingos entre el protocolo oficial y el no oficial (BLANCO Y DE URBINA). Por eso me parece acertada la definición de CAMILO LÓPEZ, cuando, prescindiendo del sector que lo aplique, dice que «el concepto de protocolo hace referencia siempre al arte de la forma en la celebración de actos públicos, esto es, a la disposición y ordenación de todos los medios necesarios para que un acto se desarrolle según lo previsto y del modo más correcto posible.»

Y así es, en efecto, porque el protocolo oficial, que dispone de normas, o el no oficial, que no las tiene, son simplemente un arte, un disponer de medios, un quehacer, en último término, una actividad y no una regla o norma, como se ha dicho tantas veces. Cuando se habla de guardar el protocolo, todo el mundo entiende que nos estamos refiriendo a la necesidad de realizar una serie de actos practicando unas determinadas formalidades. La colocación de personas en el lugar que les corresponde, la organización y celebración de un acto público, la rendición de honores militares, etc. no son reglas ni normas, sino actos y actividades que se someten a unas normas, si las hay. Y prueba de ello es que en el sector privado se producen actos de esa naturaleza sin normas preestablecidas, y se sigue hablando de protocolo. Por eso entiendo que habrá que distinguir entre el protocolo y las normas que lo rigen. El protocolo es una actividad, un quehacer, un acto o sucesión de actos, y estos actos pueden estar sujetos a las normas de protocolo que dicte el poder público o que se dé a sí misma la entidad organizadora. Creo que no debería confundirse, como nadie confunde los actos comerciales de una empresa con las normas por que se rigen, que constituyen el Derecho mercantil.

El protocolo ha sido emparentado también, a veces hasta confundirlo, con las relaciones públicas, pero de lo dicho ya puede inferirse que son cosas distintas. Ante todo, se diferencian por su origen, ya que el primero nace en el mundo oficial y las relaciones públicas surgen por necesidades empresariales, aunque hoy se utilicen tanto en el sector privado como en el público.

Las relaciones públicas son un sistema de comunicación, ya que ésta puede llevarse a cabo por los medios tradicionales de la propaganda o la publicidad, que tienen siempre carácter unilateral y a veces resultan insuficientes, o a través del sistema de relaciones públicas. Sistema éste que, a partir de los años sesenta del pasado siglo y de una manera acelerada, se implanta en las empresas y luego en los organismos públicos.

Son las relaciones públicas, pues, un conjunto de actividades dirigidas a conseguir la adhesión y el diálogo entre la Administración y el administrado, o entre una entidad o empresa y las personas con las que mantenga o pueda mantener relaciones. Se ha hablado de «crear una atmósfera de mutua atracción», de entendimiento que «facilite y haga posible una colaboración total», de «comprensión y simpatía hacia los fines propuestos», etc. (JIMÉNEZ ARRIBAS).

Ahora bien, según los expertos, el proceso de aplicación de las relaciones públicas abarca cuatro fases o funciones, una de ellas la de ejecución, en la que tienen una importancia decisiva los medios o instrumentos a utilizar. Y algunos de estos medios o instrumentos necesitarán del protocolo: las relaciones con la prensa y otros medios de información (conferencias y recepciones de prensa), la organización de actos y exhibiciones (organización de congresos y reuniones de trabajo, círculos de conferencias, visitas de grupos de accionistas o clientes, etc.).

El protocolo podrá ser, por tanto, una actividad al servicio de las relaciones públicas, o mejor, al servicio de algunos medios utilizados por las relaciones públicas. Y así será siempre cuando tales relaciones sean protagonizadas por una empresa o una entidad privada, o cuando el Estado o una entidad pública actúen con fines empresariales o, simplemente, utilicen las técnicas comunes a cualquier organización, pues hoy ya no es nada nuevo que, como se dijera hace años, la Administración es, entre otras cosas, «una realidad empresarial» (LÓPEZ RODÓ). Pero, en el caso del sector público, debe señalarse que, en muchas ocasiones, para el Estado y las demás Entidades públicas territoriales, el protocolo sólo será una manifestación externa de su poder y de sus funciones, sin que vaya dirigido a comunicar nada a nadie, ni a convencer a nadie de nada.

1.2.  El protocolo como disciplina

Manifestaba el sociólogo alemán HANS FREYER que «desde que son capaces de pensar, los hombres han meditado probablemente sobre los problemas de su convivencia social». Añadiendo, a continuación, que «los problemas de la convivencia social y estatal revisten demasiada importancia vital para que pudieran sustraerse a la atención de la ciencia». Y, de lo que hemos dicho hasta aquí, parece vislumbrarse que el protocolo es algo que atañe a la convivencia social y estatal.

Sin embargo, el protocolo, en cuanto tal, no ha sido objeto de meditación hasta épocas muy cercanas. Me refiero a meditación teórica, pues, como veremos después, las normas sobre protocolo aparecen bien temprano. El protocolo, que nació simplemente para cubrir formalidades reales y palatinas, y pronto para resolver problemas de prelación entre dignatarios y autoridades, se enfrenta hoy con una sociedad nueva y pluralista, en la que debe resolver esos mismos problemas pero que hoy ofrecen características bien distintas. A ellos debe darse respuesta de manera racional, mediante el estudio de las circunstancias y la aplicación de soluciones. Y esto exige unos conocimientos previos, que deben adquirirse mediante el estudio de la disciplina que corresponda. Lo problemático es quizá establecer dónde comienzan esos estudios y dónde terminan, para evitar caer en confusión. Pensaba ZUBIRI, ya hace más de cuarenta años, que «cada una de las muchas ciencias hoy existentes carece casi por completo de un perfil marcado que circunscriba el ámbito de su existencia». Y continuaba con una aseveración optimista: «cualquier conjunto de conocimientos homogéneos constituye una ciencia». O, como opina SALVADOR GINER, en un sentido más moderno, se habla de ciencia cuando se da la «tendencia consistente hacia la posesión de un tal tipo de saber.»

Hoy la materia de protocolo puede estar considerada como un tipo de saber y puede también exhibir una serie de conocimientos homogéneos, aptos para justificar que se hable de una disciplina independiente y con sustantividad propia, siquiera sea naciente. Lo que importa es determinar su objeto, su ámbito material. Y para ello, habremos de acudir a la distinción formulada al principio, entre los actos de protocolo y las normas de protocolo. El estudio de los primeros puede tener un contenido sociológico, que sin duda ha de aportar datos de interés al profesional. Pero a éste interesarán fundamentalmente las normas a que debe atenerse en la organización de aquellos actos. Por eso parece que ése ha de ser el ámbito a que quede reducida nuestra disciplina: las normas de protocolo.

Ya es sabido que, para delimitar el concepto de una ciencia, hay que descubrir su objeto, que puede ser material o formal. El objeto material es aquello sobre lo cual trata, y el objeto formal, el aspecto determinado bajo el cual se trata el anterior. En nuestro caso, el objeto material estará constituido por determinados actos sociales, y el objeto formal, por los requisitos (formalidades) que se han de observar para llevarlos a cabo. Según lo cual, el protocolo, como disciplina, sería el conjunto de normas que regulan los requisitos o formalidades a que han de someterse determinados actos sociales públicos. Hablamos, pues, siempre de normas, que, como veremos más adelante, podrán ser de distinta naturaleza.

Las normas a que me estoy refiriendo albergan conocimientos homogéneos, por pertenecer todas a un mismo género, aunque exhiban diferencias materiales específicas. Existe, sin embargo, un punto importante en común, a saber, que se trata de una disciplina en buena parte jurídica, ya que esta naturaleza tiene la mayoría de aquellas normas. Y digo la mayoría, pues ya examinaremos luego cómo se completan con la costumbre y los usos sociales. Queda ahora por determinar de qué manera se encuadran las normas de protocolo dentro de las ciencias jurídicas.

Parece claro que tales normas se encuentran entre las del Derecho público, porque se trata de normas de Derecho administrativo, ya emanen del poder legislativo, ya de la Administración, que será lo más frecuente. En cualquier caso, serán normas de las denominadas de acción o de relación. Por las primeras (llamadas también de organización) el legislador configura los órganos del Estado y de las Administraciones públicas, establece sus símbolos, confiere a los órganos una determinada jerarquía, ordena a sus titulares y dispone, cuando se estima conveniente, la exigencia de determinadas conductas a los servidores públicos o la forma de celebrar los actos de carácter oficial. Por las segundas (llamadas también de comportamiento) realiza la Administración, entre otras, la acción de fomento, a que luego vamos a referirnos, a través de la cual otorga premios y recompensas a los ciudadanos. El conjunto de todas estas normas será el objeto de nuestra disciplina y los temas nucleares que, en consecuencia, se van a exponer en este libro. Estas normas son susceptibles de agruparse en los siguientes bloques:

1.º Normas por las que se regulan la creación y concesión por el Estado o las Entidades públicas de recompensas de carácter honorífico. De ellas se ha dicho que constituyen el Derecho premial, en el que pueden distinguirse el llamado Derecho nobiliario (régimen de los títulos de nobleza) y el que podríamos denominar Derecho de recompensas honoríficas (régimen de condecoraciones y otros honores).

2.º Normas por las que se regulan los tratamientos, los símbolos de identificación de las entidades y las personas, las precedencias y la celebración de actos públicos en general. Constituyen el Derecho de protocolo en sentido estricto.

1.3.  Disciplinas auxiliares

Si admitimos que los conocimientos sobre protocolo tienen la suficiente entidad para constituir una disciplina autónoma, con el alcance material a que acabamos de referirnos, habrá de convenirse que de tal disciplina podrá predicarse lo que de cualquier otra. Y lo primero que acude a la mente es que, como no podía ser menos, no estamos en presencia de estudios aislados e independientes, que no se relacionen con otros conocimientos. Fue también FREYER quien dijo que «las diversas ciencias se apoyan unas en otras y se presuponen las unas a las otras». Por eso podemos hablar, en relación con la nuestra, de disciplinas auxiliares. Su número no es pequeño, porque probablemente el protocolo tiene mucho de interdisciplinar, pero aquí voy a mencionar sólo las que guardan con él relación más estrecha.

1.º El protocolo se sirve, en primer lugar, del Derecho constitucional, pues éste le facilita las estructuras básicas del Estado y de las Entidades territoriales inferiores, para conocer las instituciones de uno y otras.

2.º En segundo lugar debe mencionarse el Derecho administrativo en una de sus vertientes, esto es, en cuanto regula la estructura de la Administración y proporciona los datos necesarios para establecer las distinciones en el sector público como complemento del Derecho constitucional.

3.º El Derecho privado, especialmente, el mercantil y el laboral, reguladores de la empresa y de su personal, facilitan nociones imprescindibles para el establecimiento de las distinciones sociales en el sector privado.

4.º La Nobiliaria o estudio de la nobleza y genealogía de las familias, importante disciplina auxiliar para el estudio de una de las parcelas de más tradición en las distinciones sociales.

5.º La Vexilología, que estudia las banderas, pendones y estandartes, la Heráldica o ciencia del blasón, en cuanto explica y describe los escudos de armas de personas, linajes o territorios, y la Indumentaria, que tanta relevancia tiene en lo que concierne a uniformes, sirven para determinar la simbología que suele ser aneja a ciertas distinciones.

Y, aunque en menor medida, podríamos mencionar aquí otras dos disciplinas aptas para aportar conocimientos útiles a la hora de acometer estudios de protocolo. En primer lugar, la Sociología, en la medida en que «investiga la estructura, los procesos y la naturaleza de la sociedad humana en general» (SALVADOR GINER), y en la medida en que facilita el estudio de las funciones y posiciones sociales, de tanto interés en protocolo, y del estudio de los grupos sociales, pues, aparte de que el grupo «es la estructura inicial observable para la sociología» (TIERNO GALVÁN), es también lo primero que se advierte en cualquier manifestación de los actos públicos. Y en segundo lugar, la Historia, que proporciona experiencias siempre aprovechables en cualquier actividad social.

2.  LOS ESTUDIOS SOBRE PROTOCOLO

2.1.  Estudios en España

Así como las normas sobre protocolo son muy antiguas en nuestra patria, como tendremos ocasión de comprobar a continuación, la preocupación por las mismas y los estudios sobre ellas, con algunas excepciones, son relativamente recientes, lo que no quiere decir que no haya habido autores que han dedicado buenas páginas a tratar las cuestiones de protocolo, aunque generalmente confundidas con las de etiqueta social. Fueron realmente los precursores de nuestra disciplina, como así los denomina MARÍA TERESA OTERO ALVARADO.

Prescindiendo, pues, de estos autores y de aquellos que, más que al protocolo en su amplio sentido, han consagrado sus estudios al derecho diplomático, en el que evidentemente tienen presencia normas protocolarias, hacemos mención sucinta de la bibliografía española que, a mi juicio, ha marcado historia en el examen de nuestra materia.

Según la autora citada, el primer texto compilatorio de etiqueta que aparece en España, en época moderna, se debe a ANTONIO RODRÍGUEZ VILA, Etiquetas de la Casa de Austria (1875). Le sigue una obra importante, publicada en lengua francesa en Bruselas y París simultáneamente, pero de autor español, el barón de GARCÍA DE LA VEGA, con una denominación extensa: Guía práctica de los agentes políticos del Ministerio de Asuntos Extranjeros. Ceremonial nacional y ceremonial de la corte (1879).

Obra también relevante es el Monitorio áulico de etiqueta, tratamiento y dignidades (1908), del barón del PUJOL DE PLANÉS, que trata de las etiquetas social, oficial y palaciega. En cambio, el interés que suscita el Protocolo y régimen de pasaportes (1929), de Jesús CASADO Y PÉREZ DE ALBA, reside en que por primera vez plantea la representación de la soberanía popular y la atención de sus autoridades y corporaciones como elementos a tener en cuenta en cuestiones de ceremonial y protocolo (OTERO ALVARADO).

Un primer texto dedicado a la materia, con altura y dotado de sistemática, está representado por la obra de ADOLFO J. DE URQUIZA, Ceremonial público (1932), que ha servido de orientación a muchos de los textos que le han sucedido. A partir de entonces, se produce un vacío, que no se interrumpe hasta muchos años después.

La interrupción se debe al libro del magistrado FRANCISCO MONTERDE PASTOR, que, con el título de Protocolo oficial español (1943), recoge la práctica totalidad de la normativa vigente entonces sobre protocolo, añadiendo algunas ideas interesantes relacionadas con el mismo. Es la obra más temprana de una nueva etapa, aparecida en un período de confusión protocolaria. En lo sucesivo, y años más tarde, los libros de protocolo que se publican en España dejarán otra impronta.

Es el caso de las obras de cuatro autores, que se hacen esperar. El primero es JACINTO CANO DE LA VEGA, que publica en Valencia la primera edición de su Tratado de protocolo (1961), el segundo es MANUEL SEGURA, que publica Blasón (1964), cuyo autor es uno de los primeros en usar la expresión «relaciones públicas»; el tercero es J. FERNANDO LIZCANO DE LA ROSA, que saca a la luz su libro Soluciones al protocolo (1965); y el cuarto es JESÚS VALDÉS Y MELÉNDEZ-VALDÉS, que publica un libro de gran repercusión, La acción honorífica de un Estado de Derecho (1967), con un magnífico prólogo de LUIS JORDANA DE POZAS, textos ambos que analizan las relaciones entre el Derecho penal y el Derecho premial. La primera y la tercera de las obras citadas tienen un carácter práctico, y la primera contiene, además, una buena cantidad de datos legislativos que exceden del protocolo en su sentido estricto.

Pasados algunos años, surgen nuevos textos, en los que los autores dan fe de las experiencias que han acumulado a través de su trabajo, en los distintos campos del protocolo, y que, por esa razón, les confieren un valor de carácter empírico indudable. Son estos autores PERFECTO SULLEIRO GONZÁLEZ, que publica su Protocolo, honores y distinciones en las Corporaciones locales (1971), primera obra con vocación doctrinal; FELIO A. VILARRUBIAS, con obras como Introducción al protocolo y ceremonial (1976), Honores, distinciones y heráldica (1980), El protocolo en los actos de la Administración, de las Corporaciones y de las empresas (1992) y Tratado de protocolo del Estado e internacional (1994), Tratado de Protocolo (2004); JOSÉ PUMAR VÁZQUEZ, que ha escrito una Guía de ceremonial y protocolo (1985) y Prácticas de ceremonial y protocolo (1987), convertidas, en su segunda edición ampliada, en Ceremonial y protocolo (1990); JOSÉ ANTONIO DE URBINA, diplomático que ha simultaneado el protocolo oficial con el privado en sus obras El arte de invitar (1990), Manual de protocolo diplomático (1991), El protocolo en los negocios (1994) y El protocolo en casa (1995) y El gran libro del protocolo (2001), en cierto modo suma de los anteriores; el también diplomático TOMÁS CHAVARRI DE RIVERO, que ha escrito un Protocolo internacional (2004), que ha venido a llenar un vacío existente sobre el ceremonial diplomático y en países extranjeros  (1) .

Mención aparte merecen tres autores actuales que han tratado las cuestiones de protocolo en relación con los conocimientos de la comunicación. Pueden citarse en orden cronológico a JUAN JOSÉ LAFORET, en cuyo Protocolo y medios de comunicación social (1997) sostiene que el ceremonial ha constituido a lo largo de la historia un hecho comunicacional; FRANCISCO MARÍN CALAHORRO, que ha publicado Fundamentos del protocolo en la comunicación institucional (1997), Protocolo y comunicación (2000) y El protocolo de los actos de empresa (2004), cuyos títulos dan idea de su contenido, presentando en muchos casos planteamientos teóricos similares a los de LAFORET. Pero quizá la labor académica más acabada en este nuevo aspecto de tratar el protocolo ha sido la realizada por MARÍA TERESA OTERO ALVARADO, que, después de publicar diversos estudios cortos sobre este tema, ha realizado un documentado estudio sobre la vinculación existente entre comunicación, relaciones públicas, ceremonial y protocolo, en Teoría y estructura del ceremonial y el protocolo (2000). A mi juicio, la obra más rigurosa publicada sobre la materia de protocolo.

Podría destacarse en este lugar, por sus interesantes estudios publicados sobre temas concretos de protocolo y de sus disciplinas auxiliares, el también diplomático JOAQUÍN MARTÍNEZ-CORRECHER, cuyas opiniones merecen especial atención en la medida en que fue el coordinador de la comisión que redactó el actual Ordenamiento General de Precedencias.

Aunque apartadas, en cierto modo, del protocolo oficial, pero relacionadas con sus normas, no pueden ignorarse algunas obras que se han ocupado de la etiqueta o protocolo social, con importantes aportaciones al protocolo, en general. Me estoy refiriendo, por una parte, a dos libros que tienen mucho de análisis sociológico, uno debido a la pluma de AMANDO DE MIGUEL, Cien años de urbanidad (1991), y otro, a la de FERNANDO DÍAZ-PLAJA, Manual de cortesía y convivencia (1996). Y por otra, a las obras de CAMILO LÓPEZ PÉREZ, El libro del saber estar (1990) y El libro del saber estar, 2 (1992), y de MARÍA ROSA MARCHESI, El protocolo de hoy (1992), que mereció varias ediciones  (2) .

Admitiendo de antemano el valor práctico de los trabajos mencionados, en algunos de los cuales se insertan guiones de actos concretos organizados por el autor, sin otro aditamento, parece conveniente acometer otras tareas que se consagren al estudio de la legislación en vigor y su aplicación a los actos públicos, con dedicación especial a los problemas que esa aplicación pueda plantear. Igualmente, que contemplen si las normas existentes sobre protocolo se adecuan a la realidad social a la que van dirigidas, si reflejan fielmente la estructura política y administrativa a las que deben servir, así como qué normas deberían regir el protocolo no oficial, atendidas las estructuras y funciones de las entidades privadas y sus relaciones con el sector público.

A este propósito, se hace necesario destacar aquí el nacimiento de algunas publicaciones relacionadas con nuestra disciplina. Unas son publicaciones con vocación periódica, y otras son consecuencia de la celebración de congresos, jornadas o simposios, que recogen las ponencias o conferencias desarrolladas durante la celebración de los mismos. Entre las primeras, pueden mencionarse, por orden cronológico, la Revista Internacional de Protocolo, nacida en Madrid en el año 1995; la revista aragonesa de protocolo Formas, que salió a la luz en Zaragoza en 1997; la revista que edita la Federación Española de Genealogía, Heráldica y Ciencias Históricas, Cuadernos de Ayala, aparecida en el año 2000; Laurea, revista internacional de investigación en relaciones públicas, que sale en Sevilla desde 2001; y la revista de comunicación, protocolo y relaciones públicas denominada Imagen XXI, que se edita en Valencia a partir del año 2004. En todas ellas se tratan temas de protocolo, ceremonial, heráldica, vexilología, condecoraciones, etc., y su aparición ha de ser considerada como una importante aportación al protocolo y a sus ciencias auxiliares, en las que indudablemente tendrán una significativa y favorable repercusión. Pero no todas estas publicaciones sobreviven en la actualidad.

Recientemente, en el cuarto trimestre del año 2011, ha aparecido la revista de la Real Asociación de Hidalgos de España, con la denominación de Hidalgos y en la que se tratan temas de nobiliaria, de heráldica y de otra naturaleza, relacionados más o menos directamente con el protocolo y sus disciplinas auxiliares.

2.2.  El método jurídico

Es sabido que toda ciencia o disciplina demanda un método para su estudio. Como explica la sociología, «el método es el proceso de investigación que debe seguir la mente para acrecentar su conocimiento» (SALVADOR GINER). Y si hemos dicho que el objeto de nuestro estudio está constituido fundamentalmente por normas que forman parte del Derecho administrativo, habremos de adoptar un método jurídico.

A tal fin, la doctrina ha distinguido entre el método de investigación y elaboración del Derecho administrativo, en cuanto sistema científico, y el método de interpretación del mismo, en cuanto ordenamiento positivo (GARRIDO FALLA). Como se deducirá de las páginas que siguen, en este libro he adoptado el primer método, tratando de elaborar, en cuanto esté a mi alcance, todo un sistema que albergue las normas de Derecho premial y de Derecho protocolario, estableciendo sus relaciones entre sí y con otras disciplinas que les son afines, ya mencionadas. Pero en nuestra materia no deja de tener importancia también el método de interpretación de las normas positivas que están promulgadas, labor en la que, a su vez, caben dos actitudes metodológicas: la exegética y la finalista.

El método exegético reduce al jurista a un simple exégeta, esto es, a un simple intérprete de la norma positiva. Es un método que inmoviliza el derecho, por dos razones. Primero, porque la misma interpretación debe darse a una ley en el momento en que es dictada que años después, cuando surjan situaciones que el legislador no pudo tener en cuenta. Segundo, porque se presta a un desordenado subjetivismo, ya que, siendo imposible que el legislador lo prevea todo, el intérprete pondrá sus propias intenciones para interpretar la voluntad de aquél.

La labor del jurista, pensaba WALINE, es de intérprete, de exégeta, de comentador, aclarar las disposiciones oscuras, y sería un abuso de su cualidad si se atreviese a declarar una ley contraria a Derecho, pero admite su entera libertad de crítica sobre el valor jurídico de un texto cuando no es legislativo, sino reglamentario o jurisprudencial, porque entonces dispone de un punto de comparación para establecer su valor: la ley.

Excelentes juristas, como ORLANDO, han venido manifestando de antiguo su desprecio por el método exegético. Frente al mismo, propone GÉNY el método finalista, que debe tender a aplicar a las relaciones del comercio social las reglas adecuadas a la satisfacción de nuestros sentimientos internos de justicia, para lograr lo cual, junto al estudio de los textos legales, hace falta el de las leyes sociales, a fin de conocer las necesidades sociales que se quieren satisfacer con las leyes jurídicas.

Este último es el método que se me antoja más idóneo para el estudio de las normas sobre protocolo. Éstas deben constituir una disciplina abierta, o lo que es lo mismo, una disciplina que no debe ser dogmática. Porque no es nuevo que «las teorías dogmáticas, o cerradas, admiten solamente la exégesis y conducen al escolasticismo» (SALVADOR GINER). Quiere esto decir que las normas que se promulguen o la jurisprudencia que se dicte, en relación con el protocolo y su aplicación, han de ser objeto de reflexión para poder calibrar hasta qué punto se ajustan a la realidad social a la que van dirigidas o a los cambios de situación o de ideas producidos. Esto es, y como he dicho antes, hasta qué extremo reflejan fielmente la estructura del poder o la importancia de los cometidos que tienen atribuidos las distintas instituciones públicas. Éste es el motivo por el que, cuando se ha considerado necesario o conveniente, se inserta, al final de la materia tratada, una breve reflexión que llamamos Comentario crítico.

2.3.  Perspectivas actuales

La ordenación del protocolo, así como el análisis de sus normas legales y de los usos sociales aplicables, han despertado en nuestra patria un interés cada vez más creciente. Interés que se pone en evidencia a través de la aparición de textos dedicados a aquellas materias, de la constitución de entidades que persiguen fines análogos y de la eclosión de cursos y reuniones dedicados al estudio y debate de estas cuestiones.

De los estudios sobre protocolo ya hemos hablado, al tratar de los que se realizan en España. Por lo que se refiere a las entidades nacidas para el estudio del protocolo y de sus materias afines, son ya varias las asociaciones de diverso carácter y de distinta naturaleza, que han sido constituidas, hace ya algunos años, con el fin de difundir entre sus miembros aquellos conocimientos, así como de organizar reuniones o jornadas, más o menos periódicas y de ámbito nacional o menor, destinadas a personas interesadas en conocer las mismas materias.

La entidad más antigua de todas es el Consejo Superior de Relaciones Públicas de España, constituido en 1982, con sede en Barcelona y ámbito nacional, que es una confederación de asociaciones profesionales de relaciones públicas. De carácter profesional es también la Asociación de Comunicación y Relaciones Públicas de Madrid, creada en Madrid en el mismo año, con ámbito nacional, dedicada en buena parte a la difusión de materias de protocolo y que otorga anualmente una distinción a personalidades del mundo de la comunicación, las relaciones públicas, el ceremonial y el protocolo. Y, acogiéndose al derecho de asociación que asiste a todos los españoles, hay constituidas diversas entidades con el fin de promover y defender las materias de relaciones públicas y del protocolo, algunas de ellas desde el ámbito de la Universidad.

En cuanto a la labor docente del protocolo, escasos han sido hasta nuestros días los intentos por impartir estas enseñanzas. Uno de ellos fue la inclusión de la asignatura de protocolo en el programa de estudios de la Escuela Nacional, del antiguo Instituto de Estudios de Administración Local (años 1962-1977). Continuadora de estos cursos fue la Escuela de Administración Pública de Cataluña (años 1974-1977) y determinados seminarios organizados por el citado Instituto para funcionarios de algunas Comunidades Autónomas.

Por lo que se refiere a la actualidad, diversas son las instituciones públicas que han articulado medios, programando y celebrando cursos que pretenden ofrecer la enseñanza del protocolo y de sus asignaturas afines, con vistas a la formación de sus propios funcionarios. De la misma forma, otras entidades privadas españolas se dedican a impartir cursos y organizar jornadas sobre protocolo y ceremonial, unas veces de corta duración e intensivos y otras mucho más extensos, con muy diferentes niveles de calidad y dirigidos a personas que desean prepararse para ocupar determinados puestos de trabajo. En ocasiones, tales cursos cuentan con el respaldo de alguna Universidad pública o privada.

3.  LAS NORMAS SOBRE PROTOCOLO

3.1.  Las normas y sus clases

Cuando se habla de normas de protocolo, el espectro normativo se amplía. STAMMLER ha distinguido dos clases de reglas sociales: las reglas que se presentan como prescripciones de la voluntad jurídica, y aquellas otras normas que rigen la convivencia humana, como los miramientos de cortesía y de corrección, los modales del trato de gentes, las reglas del lenguaje hablado, los preceptos de la etiqueta, etc.
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Son dos clases de vinculación obligatoria, pues mientras en el primer caso aparece el Derecho como voluntad independiente que obliga, en el segundo se trata de reglas convencionales o simples invitaciones a los individuos a cumplir, dependiendo de ellos mismos que quieran vincularse o no. Estas reglas son los usos sociales, que han variado según los tiempos y las latitudes y aun según los estratos sociales, y que son distintos todavía para cada uno de los sectores de la sociedad en que aparecen.

Para SANCHO IZQUIERDO, las reglas convencionales o usos sociales no son ley en su sentido estricto, como regla de los actos humanos que produce, como efecto, una obligación moral, pues falta la imposición del superior. Cierto, añade, que a veces revisten un aspecto preceptivo de mandato, como el de la ley, pero no todo lo que reviste una forma imperativa es ley (por ejemplo, «no fumar» es ley; pero «aféitese con X» no es ley). De todas formas también es verdad que muchas reglas convencionales cuajan en normas jurídicas positivas. Por eso, termina diciendo el autor citado que a tales usos no se les niega toda función social, pues realmente actúan con eficacia dentro de la sociedad.

A pesar de la diferencia señalada entre las dos clases de normas, «las normas jurídicas no se distinguen de las convencionales por su nacimiento», ya que en ambas existe «la posibilidad de una regulación instituida por órganos especiales, y la de un ejercicio de hecho, mediante la práctica reiterada». En efecto, las normas de urbanidad y de la etiqueta y demás reglas convencionales pueden nacer de la costumbre (ejercicio práctico) o de una decisión de un órgano (una junta o asamblea) (STAMMLER).

Algunos juristas han establecido diferencias entre norma moral, norma de uso (costumbre) y norma jurídica. Su diferencia se encuentra en el sujeto que la establece, en el sujeto a quien se dirige, en la materia regulada y en el mecanismo de sanción (BOBBIO). Pero, como veremos a continuación, el uso no se identifica siempre con la costumbre, y ésta puede también tener valor jurídico.

En realidad, cuando nos referimos en este lugar a normas de protocolo, no queremos aludir a su grado de obligatoriedad, distinguiendo, como hemos visto que hacen los juristas, entre usos sociales (las reglas convencionales de STAMMLER) y normas jurídicas, sino que para mí las normas de protocolo se identifican por el fin a que se dirige su mandato. En otras palabras, por el contenido de éste. Y en este sentido, toda norma que tienda a ordenar una conducta protocolaria será norma de esa naturaleza.

Y ordenar el protocolo, según ya hemos visto en páginas anteriores, será establecer las reglas que deben presidir la celebración de determinados actos sociales en los que intervienen personas de distinta posición, así como cualesquiera otras que sean necesarias previamente o que se estimen complementarias. Se incluyen, por tanto, todas, y no sólo las que hayan sido declaradas, como tales normas, de manera explícita por el legislador.

Aparte de ese denominador común, alusivo al contenido, las normas de protocolo obedecen todas, directa o indirectamente, a un mismo fundamento, esto es, a la desigualdad de los hombres. A diferencia de lo que suele acontecer con la generalidad de las normas jurídicas, las de protocolo se fundamentan esencialmente en las desigualdades. Si todos los hombres fueran iguales, no podrían existir muchas de las normas de protocolo, que cobran todo su valor ante el principio de desigualdad.

Recogiendo y resumiendo lo expuesto, las normas que nos ocupan pueden clasificarse así:

a) Normas de carácter ético o moral, exigidas por un deber moral o inspiradas en la solidaridad, y cuyo cumplimiento atañe a la propia conciencia (la obligación de usar buenos modales).

b) Normas de carácter social, o reglas convencionales, variables en el tiempo y lugar, no vinculantes y cuyo incumplimiento sólo tiene una consecuencia: hacerse acreedor a una sanción social (vestir chaqué durante el día y esmoquin de noche).

c) Normas de carácter jurídico, dictadas por el Estado o la Comunidad internacional, que constituyen el derecho positivo, o admitidas por el legislador como derecho consuetudinario (disposición oficial o costumbre que regula la precedencia de autoridades).

Como puede suponerse, las normas de carácter ético o moral no son normas de protocolo, por lo que éstas quedarán reducidas a las de carácter jurídico y a las de carácter social o usos sociales. Pero no siempre en la misma medida, sino que esta afirmación vendrá condicionada por la naturaleza de los actos públicos, según sean oficiales o no, reservándose en exclusiva los usos sociales para los actos privados. De ahí que una distribución correcta de las normas sería de este tenor:

1.º En actos del sector público se dispondrá de: normas jurídicas de aplicación insoslayable; costumbres tradicionalmente admitidas; usos sociales (sin el alcance jurídico de costumbre) para cubrir el vacío que el legislador deliberadamente produce en esta materia (no se regula cómo se sirve un banquete).

2.º En actos del sector privado se utilizarán: normas jurídicas que, sin contenido protocolario, proporcionan pautas para establecer normas de ese carácter; costumbres tradicionales; usos sociales, con el mismo alcance que en el sector público.

3.º En los actos privados también tendrán prioridad los usos sociales, que reciben aquí la denominación de normas de etiqueta o protocolo social.

3.2.  Antecedentes históricos

No es nueva, entre los juristas, la idea de que «donde quiera que aparecen seres humanos, encontramos siempre una ordenación jurídica» (STAMMLER). Es cierto que la materia que estudiamos no fue de las primeras que inquietaron a los hombres, pero es cierto también que las normas que iban a regular aquélla no se hicieron esperar mucho tiempo, en cuanto quedó configurada la estructura de las primeras comunidades políticas.

Por lo que respecta a España, el origen de las normas de protocolo ha sido examinado con algún detalle por MARTÍNEZ-CORRECHER. En su opinión, el ceremonial de nuestra Monarquía visigoda tuvo una impronta fundamentalmente religiosa, en los Reinos de Castilla no estaba reglamentado, y en los Reinos de la Corona de Aragón sí lo estaba, especialmente a partir de PEDRO IV el Ceremonioso, con el que quedó todo perfectamente determinado, empezando por la coronación de los monarcas.

Aparte de este ceremonial, muchas de las reglas que hoy consideramos como normas de protocolo fueron recogidas ya en Las Partidas, obra maestra del Rey Sabio, que resumió todo el saber del siglo XIII, dando a conocer de una manera completa el modo de ser de la sociedad española en aquellos tiempos. De ahí el interés que tiene para nuestra disciplina.

Pero fue CARLOS I quien en 1548 introdujo en España el llamado «uso de Borgoña», que no era otro que el protocolo que estaba vigente en el Ducado de Borgoña desde mediados del siglo XIV. Protocolo éste que estuvo rigiendo durante todo el tiempo de nuestros reyes de la Dinastía de Habsburgo, y que se convertiría con el tiempo en el denominado protocolo español.

El protocolo que se introdujo en España era un protocolo complicado, que convirtió al Emperador «en el más grande maestro de ceremonial de occidente», y tenía unas características o finalidades que fija en cuatro el autor mencionado:

1.ª Fastuosidad al máximo, para imponer sus efectos ante las restantes potencias europeas, ya que Borgoña era un simple Ducado.

2.ª Crear una atmósfera casi divina en torno al soberano, obligando a los súbditos a creer en el mito del monarca.

3.ª Establecer un orden riguroso en los numerosos palacios existentes, ante los continuos cambios de sede de los duques, cuyos dominios territoriales eran extensos pero no continuos.

4.ª Homologar estos territorios para que todos tuvieran las mismas costumbres en los temas de ceremonial (MARTÍNEZ-CORRECHER).

Con el reinado de FELIPE II nace, pues, lo que se ha denominado «protocolo español», a través de una serie de disposiciones dictadas en 1568, sobre lo que debía hacerse en las distintas capillas reales, para que se organizaran aunando los elementos de las antiguas capillas reales castellanas con los de las capillas borgoñonas. Este protocolo se implantó, a través de los enlaces matrimoniales, en Praga y después en Viena, y vuelve a la Corte de Madrid en el siglo XVII como protocolo austríaco, aunque, como observa el autor citado, «no era ni una cosa ni otra, sino el antiguo protocolo de la Casa de Borgoña, modificado y completado con el tiempo». Este protocolo marcó indeleblemente a todos nuestros monarcas de la rama de Habsburgo: a FELIPE II, que lo transformó en un ser casi invisible para sus súbditos; a FELIPE IV, en cuyo reinado se alcanzaron las cotas más altas de etiqueta; y a CARLOS II, a quien lo aplastó literalmente, de forma que el Rey no es sino lo que el protocolo le permite ser.

La Novísima Recopilación de las Leyes de España, publicada en 1805, incorpora pragmáticas, cédulas, decretos, órdenes y resoluciones reales, así como otras providencias no recopiladas y expedidas hasta el año anterior. En ella se encuentra buen número de normas que guardan relación directa con el protocolo, como tendremos ocasión de comprobar a lo largo de esta obra. A partir de entonces, se dan numerosas disposiciones regulando cuestiones muy concretas, casi siempre atinentes a los problemas de precedencias, con la excepción de tres de ellas, que consagran sus preceptos al establecimiento de normas generales: las dos primeras, publicadas en 1856 y 1908, y la tercera, en 1968, que deroga de manera expresa las anteriores.

a) La primera disposición que se ocupa de la precedencia y del lugar de las respectivas autoridades en los actos públicos es la Real Orden de 16 de febrero de 1836. Pero más importancia tuvo el Real Decreto de 17 de mayo de 1856, en el reinado de ISABEL II, aclarando y determinando el lugar que correspondía a las autoridades y corporaciones en los actos públicos y en el acto de recibir Corte. Se habla en él de la presidencia, de los demás sitios preferentes y de quién recibe y cómo se recibe a Corte.

b) Años más tarde, la Real Orden de 27 de noviembre de 1861 estableció el orden de prelación en las recepciones oficiales que se celebraban en el salón del trono. De acuerdo con ella, las personas y corporaciones pasarán a besar la Real mano por orden de categorías, a excepción de los ministros de la Corona, los jefes de Palacio, gentiles hombres de Cámara con ejercicio y servidumbre, y los ayudantes de Su Majestad, que lo harán en la Real Cámara. Aclaró esta Real Orden otra, dictada el 11 de abril del año siguiente, mandando que los cardenales pasen directamente a la Real Cámara, conforme lo verificaban antes de la referida Orden de 1861.

c) La siguiente disposición, que sustituyó a la anterior, es una Orden del Rey comunicada a la Presidencia del Consejo de Ministros por el Jefe superior de Palacio, el 15 de enero de 1908, fijando el orden que ha de guardarse para la entrada en el Salón del Trono y el desfile ante Su Majestad en las recepciones generales. Para ello, establece la norma siete categorías, de las que queremos destacar dos: la primera, que comprende los altos órganos del Estado, y la segunda, que recoge a los grandes de España y a sus primogénitos, ex-ministros, arzobispos, caballeros grandes cruces, obispos, títulos de Castilla, las cuatro órdenes militares, reales maestranzas y caballeros hijosdalgo de Madrid.

d) Bajo el Directorio Militar de MIGUEL PRIMO DE RIVERA, y siguiendo el criterio que presidió y rigió la anterior soberana disposición, se dictó la Real Orden Circular de 19 de enero de 1926, señalando los puestos o el orden de desfile que a las autoridades y corporaciones corresponden, en los tradicionalmente llamados besamanos, que se celebren donde no residan los Reyes, esto es, en las Capitanías Generales, y, donde no las haya, en los Gobiernos civiles. Y resulta curioso advertir que en el preámbulo de la Real Orden se decía textualmente que, «dada la diversidad de facultades y atribuciones así como la multitud de casos con características especiales en los diversos puntos y poblaciones en que los actos se celebran en España, no es posible dictar normas de carácter general que concreten y aquilaten debidamente las precedencias en nuestro país».

e) Durante el régimen del general FRANCO aparecen dos disposiciones relevantes para el protocolo. La primera de ellas fue el Reglamento de Actos y Honores Militares de 24 de julio de 1943, que sufrió modificaciones en el año 1945, para ser derogado años más tarde por un nuevo reglamento, que fue aprobado por el Decreto 895/1963, de 25 de abril. Comprendía éste 213 artículos, agrupados en un Título preliminar (disposiciones generales) y cuatro Títulos más. Entre los llamados honores especiales se incluían los que era posible rendir a las imágenes sagradas, hoy suprimidos, que provocaron la publicación de diversos decretos otorgando honores militares máximos a algunas de aquéllas.

f) La segunda disposición publicada en el mismo período marcó un hito excepcional en la legislación de protocolo. Por el Decreto 1483/1968, de 27 de junio, se aprobó el Reglamento de Precedencias y Ordenación de Autoridades y Corporaciones, que fue modificado por el Decreto 2622/1970, de 12 de septiembre. Fue la primera norma que sistematizó, con un criterio general y uniforme, la ordenación y prelación de las distintas autoridades, tal como aconsejaba la multiplicidad de disposiciones a la sazón existentes en materia de precedencias en actos públicos, con su inevitable secuela de contradicciones.

El Reglamento pretendía resolver con carácter general el triple problema que, en orden a precedencias, se puede plantear, es decir, clasificación de los actos, presidencia de los mismos y ordenación de los asistentes. En cuanto a la clasificación de aquéllos, se establece que sólo los que tengan la consideración de oficiales deben ser regulados, entendiéndose como tales los que se produzcan con motivo de la celebración de festividades, conmemoraciones o acontecimientos nacionales, provinciales o locales y se organicen por las autoridades competentes. En los actos oficiales que, por su naturaleza, tienen un carácter especial, se confiere a la autoridad que los organice la facultad de establecer la prelación, entre otras razones, por no ser obligatoria la asistencia de determinadas autoridades, que, por el contrario, vienen obligadas a concurrir a los actos oficiales de carácter general. Por último, todos los demás actos que tienen un carácter particular o privado quedan excluidos del Reglamento, sin que puedan invocarse precedencias por las autoridades asistentes, las cuales, por la propia condición del acto, se estima que concurren con carácter particular.

Los principios contenidos en el texto del Reglamento, y que se subrayan en el preámbulo del Decreto, son los siguientes:

1.º La presidencia de los actos será unipersonal. Aunque se faculta a la autoridad que preside para que designe a otras autoridades que le acompañen, entre las que deben estar representadas, como norma, la civil, la eclesiástica, la militar y la judicial.

2.º La precedencia estará determinada por el cargo y no constituye honor, jerarquía ni preeminencia, sino mera ordenación.

3.º En consecuencia, el cargo prima sobre la categoría personal, aunque se faculta a la autoridad que organice el acto para clasificar a quienes estime que, por su especial categoría, les corresponde ser ordenados y no se cuenten comprendidos en la clasificación.

4.º La persona que legalmente sustituye en su cargo a una autoridad goza de la precedencia reconocida al titular, pero la representación sólo la confiere en el ámbito de la competencia de la autoridad representada.

5.º En la propia residencia se precede a la autoridad de igual rango, y, entre iguales, decide el orden de Ministerios.

6.º Entre autoridades militares de igual cargo y rango, se ratifica el principio de que prevalecerá siempre la antigüedad.

Dispone, además, el Decreto que la Jefatura Superior de Protocolo del Ministerio de Asuntos Exteriores, creado en 1938 y heredero del antiguo Ministerio de Estado (1837) y de la Primera Secretaría del Despacho de FELIPE V (1714), sería la encargada de resolver las dudas que pudieran plantearse de acuerdo con las antiguas costumbres y tradiciones.

El Decreto ha estado vigente, hasta la promulgación del Ordenamiento actual, desde la época que se inicia en 1975 con la jura como Rey de España de Don Juan Carlos I de Borbón a pesar de los cambios experimentados en la estructura del Estado, sobre todo, a partir de la promulgación del nuevo texto constitucional. La aplicación del protocolo durante ese período no fue fácil. De ahí que se haya hablado del «caos protocolario» de esos años, «al seguir vigentes unas reglas del pasado inaplicables y haber surgido un cúmulo de nuevas autoridades, especialmente en las Comunidades autónomas con motivo de la promulgación de la Constitución española de 1978» (MARTÍNEZ-CORRECHER).

g) Otra disposición importante fue el Real Decreto 834/1984, de 11 de abril, por el que se aprobaba un nuevo Reglamento de Honores Militares, que constaba de 107 artículos, agrupados en un Título Preliminar y 10 Títulos más. A sus disposiciones generales se añadía la regulación de los Honores a la Bandera, al Rey, a la Reina, al Príncipe de Asturias y a los Infantes de España, a las autoridades civiles, militares y extranjeras, a los jefes de representación diplomática y cónsules españoles, en el extranjero, así como de los honores especiales, rendición de los mismos y honras fúnebres.

3.3.  Normativa estatal

Las disposiciones más numerosas e importantes sobre el protocolo emanan del Estado. Sus órganos tienen competencia sobre todo el territorio nacional, y pueden dictar normas sobre cualquier materia, unas de rango de ley, a través de las Cortes generales, y otras, de rango reglamentario, a través del Gobierno y de sus ministros. En ciertos supuestos, la ley será el instrumento normal, pero, aun en este caso y según ha aclarado el Tribunal Constitucional, «puede haber algunos supuestos en los que el Gobierno podrá hacer uso de su potestad reglamentaria para regular por Real Decreto y de modo complementario algunos de los aspectos básicos de una materia determinada.»

Probablemente, cualquier materia concerniente al protocolo no será básica, pero, como advierte la doctrina, el legislador estatal tiene que garantizar un conjunto normativo que, en lo que afecta a toda la nación y a todos los ciudadanos, encuentre un entramado uniforme a escala de relaciones implicadas, a diferencia de lo que ocurre con las Comunidades autónomas, que podrán regular lo que afecte a los intereses privativos de su propio cuerpo social (MARTÍNEZ-CORRECHER). Por otra parte, preciso es señalar, como lo hace GARCÍA DE ENTERRÍA, que «Cortes y Gobierno, como los demás órganos constitucionales, son, pues, no simples órganos de un poder central contrapuesto y enfrentado a poderes territoriales, sino órganos del pueblo entero y, por tanto, del sistema político conjunto que engloba ambas instancias.»

Y dicho esto, que me parece oportuno tener presente al analizar el alcance que puede y debe tener la legislación estatal, y partiendo del contenido que hemos atribuido a nuestra disciplina, las normas promulgadas por el Estado pueden agruparse así:

1.º Normas sobre concesión, rehabilitación y transmisión de títulos nobiliarios.

2.º Normas sobre recompensas, que incluyen las reguladoras de las Órdenes civiles y militares, y las Medallas.

3.º Normas reguladoras de los símbolos del Estado, como son la bandera, el escudo, los himnos y otros.

4.º Normas donde se encuentran incluidos preceptos que afectan a los tratamientos honoríficos.

5.º Normas sobre precedencias en actos públicos.

6.º Normas sobre la celebración de actos públicos oficiales, incluyendo las de rendición de honores.

De todas estas leyes y disposiciones se dará cumplida cuenta en el capítulo correspondiente, limitándonos en este lugar a exponer las fundamentales a fin de proporcionar una visión de conjunto. El contenido de las mismas, en su parte más sustanciosa, obedece a promulgaciones legales relativamente recientes, lo que tiene su explicación, ya que la nueva estructura de poderes e instituciones implantada por la Constitución ha determinado el envejecimiento de las normas vigentes hasta hace poco tiempo.

a) La primera disposición importante es el Real Decreto 2099/1983, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Ordenamiento General de Precedencias en el Estado, que sigue, en sus líneas generales, a su antecedente de 1968, aunque adaptado a la nueva situación política española. De él ha dicho MARTÍNEZ-CORRECHER que es «un ordenamiento revolucionario en la materia, que no sólo se limita a ordenar las autoridades y corporaciones en el Estado, sino que por primera vez establece una nueva filosofía política del protocolo y del ceremonial, con un nuevo enfoque, distinto a las reglamentaciones anteriores y con evidentes características de modernidad». Destaca en él, según el mismo autor, haciéndose eco de lo que señala el preámbulo, una mayor prevalencia que se da a las autoridades elegidas sobre las autoridades nombradas, con una mención muy señalada a las autoridades del mundo de la cultura.

El Ordenamiento General consta de 21 artículos, agrupados en un Título preliminar y cuatro más. El Título preliminar se ocupa del ámbito de aplicación y de los órganos encargados del protocolo, mencionando, entre ellos, la Jefatura de Protocolo del Estado, que se crea por otro Decreto de la misma fecha. El Título I comprende la clasificación y presidencia de los actos y de las normas de precedencia. El Título II regula la precedencia de autoridades en los actos oficiales de carácter general organizados por la Corona, el Gobierno o la Administración del Estado. El Título III habla de la ordenación de instituciones y corporaciones en los mismos actos oficiales. Y el Título IV contiene unas normas adicionales, y va seguido de una disposición final derogatoria.

b) Una disposición novedosa en nuestra materia está constituida por el Reglamento 2/2005 de Honores, Tratamientos y Protocolo en los actos judiciales solemnes, aprobado por Acuerdo de 23 de noviembre de 2005, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial. Consta de 38 artículos y cuatro Anexos, agrupados los primeros en seis Títulos: Título preliminar, Honores y tratamientos, Protocolo en los actos solemnes, Actos de toma de posesión, Uso de toga, insignias y condecoraciones, Nombramiento de jueces y magistrados, Unidad de relaciones institucionales y protocolo.

c) Otra disposición fundamental es el Real Decreto 684/2010, de 20 de mayo, por el que se aprueba el actual Reglamento de Honores Militares. Consta de 44 artículos, que se agrupan en un Título Preliminar y cuatro Títulos más. El Título Preliminar contiene unas disposiciones generales y los demás se ocupan, respectivamente de los Honores militares, de la Rendición de honores, de los Honores rendidos por la Guardia civil y de los Honores fúnebres.

d) Por su extensión, resulta forzoso mencionar también el Real Decreto 1511/1977, de 21 de enero, que aprobó el Reglamento de Banderas y Estandartes, Guiones, Insignias y Distintivos, en parte modificado por disposiciones posteriores, reguladoras de materias análogas, y en parte necesitado de actualización.

e) Un compendio de normas atinentes al protocolo militar en general se encuentran contenidas en las Reales Ordenanzas de los tres ejércitos, que son: el Real Decreto 2945/1983, de 9 de noviembre, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas del Ejército de Tierra; el Real Decreto 1024/1984, de 23 de mayo, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas de la Armada; y el Real Decreto 494/1984, de 22 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas del Ejército del Aire. Aunque teniendo en cuenta que el Real Decreto 96/2009, de 6 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, ha derogado algunos de los preceptos de aquellas y dejado vigentes otros, unos con rangos de real decreto y otros con el de orden ministerial.

3.4.  Otras normas de protocolo

Aunque, como acabamos de ver, el Estado es el mayor productor de normas de protocolo, existen otras Entidades públicas territoriales de las que también emanan normas de esa naturaleza. Son las Comunidades autónomas y las Corporaciones locales.

1. Comunidades autónomas. Como depositarias de poder legislativo y, en general, normativo, pueden dictar leyes y disposiciones en todas las materias que hemos visto que comprende el protocolo, siempre dentro de su competencia. Esta competencia vendrá delimitada, en primer lugar, por su territorio, en el sentido de que cuanto las Comunidades legislen sólo será de aplicación en aquél. Y en segundo término, por razón de la materia, lo que puede no resultar tan claro, dada la amplitud de la misma, que, tal como se dijo antes, comprende normas sobre Derecho premial y normas sobre Derecho protocolario stricto sensu.

A excepción de la parte del Derecho premial que corresponde a los títulos nobiliarios, la competencia autonómica se extiende a todo lo demás, es decir, a las condecoraciones, a los tratamientos, a las precedencias y al ceremonial de los actos públicos oficiales organizados por la propia Comunidad. Al estudiar cada una de estas materias, trataremos de concretar y establecer los límites de la competencia sobre las mismas. Ahora sólo nos toca dar una visión de conjunto.

Todas las Comunidades autónomas han promulgado normas estableciendo sus símbolos de identidad, como son las banderas, los himnos y símbolos heráldicos. También buen número de ellas han regulado la concesión de recompensas, que reciben, por lo general, el nombre de medallas. La forma de hacerlo no ha sido regular, sino que cada Gobierno regional ha elegido el rango de disposición que ha estimado más adecuado y a veces ha adoptado, con las modificaciones precisas, normas que habían aprobado anteriormente las Diputaciones provinciales a las que algunas Comunidades han sustituido. Insisto en que estas cuestiones serán examinadas en los correspondientes capítulos dedicados a cada una de ellas.

Por lo que se refiere al protocolo en su sentido estricto, hasta ahora sólo nueve Comunidades autónomas, que son Andalucía, Baleares, Canarias, Cataluña, Extremadura, La Rioja, Murcia, Navarra y Valencia, han promulgado normas dedicadas a su regulación, alusivas básicamente a la prelación de las autoridades, e incluyendo entre ellas, a excepción de Murcia y Extremadura, las de las Corporaciones locales. Unas y otras contienen algunos preceptos discutibles, a los que se hará alusión en los capítulos correspondientes. Tales normas son:

1.ª Cataluña: Decreto 189/1981, de 2 de julio, en algunos artículos declarado inconstitucional.

2.ª Navarra: Decreto foral 81/1986, de 14 de marzo, modificado por Decreto Foral 333/2001, de 26 de noviembre.

3.ª Murcia: Decreto 37/1992, de 23 de abril.

4.ª Canarias: Decreto 202/1997, de 7 de agosto.

5.ª Islas Baleares: Decreto 256/1999 de 24 de noviembre, y Orden de 2 de julio de 2001.

6.ª Comunidad Valenciana: Decreto 235/1999, de 23 de diciembre, modificado por Decreto 9/2003 y 77/2003, de 27 de junio.

7.ª La Rioja: Ley 1/2001, de 16 de marzo, y Decreto 43/2001, de 11 de octubre.

8.ª Andalucía: Decreto 77/2002, de 26 de febrero.

9.ª Extremadura: Decreto 79/2008, de 9 de mayo.

2. Corporaciones locales. Las Diputaciones provinciales, los Cabildos y Consejos insulares, así como los Ayuntamientos, pueden aprobar normas donde se regule el sistema de crear y otorgar distinciones y recompensas, según prevé el Reglamento de Organización de las Entidades Locales, que exige, a estos fines, que tales Entidades determinen los requisitos y trámites de las concesiones en un reglamento especial. La misma clase de reglamento permite regular las precedencias de las autoridades provinciales, insulares o municipales y de sus funcionarios, el ceremonial de los actos públicos y de la imposición de las recompensas que otorguen organizados por las Corporaciones locales. Precisamente el citado Reglamento de Organización, al hablar de las atribuciones del Presidente de la Diputación y del Alcalde, menciona «el Reglamento de Protocolo». En cualquier caso, el contenido de estos reglamentos locales no puede contradecir nunca la legislación del Estado ni la que haya podido promulgar la Comunidad autónoma respectiva.

No todas las Corporaciones locales, especialmente las municipales, cuentan con los reglamentos a que me estoy refiriendo, y no pocas disponen de algún reglamento anticuado, que deberían adaptar a las nuevas circunstancias. Preocupación esta que no es nueva. Ya en 1971, SULLEIRO denunciaba «la necesidad de que las Corporaciones pongan en vigor los Reglamentos de honores y distinciones, cuidando de darles efectividad.»

Resulta de especial interés conocer el contenido de los reglamentos anteriores, que pueden ser muy distintos entre sí. Pero, por ser materia tan especializada, nos ocuparemos de ella en el capítulo que estudia el protocolo de las Entidades locales.

3.5.  Vigencia de las normas

Ya ab initio está claro que no todo lo legislado logra incorporarse a la sociedad, pues, como dijera STAMMLER, «la vigencia absoluta y completa de un derecho determinado es una quimera», pero está claro, asimismo, que el estudioso no debe dejar de analizar hasta qué punto se ha cumplido el derecho escrito, así como las razones que, en su caso, puedan explicar la inaplicación de aquél.

Porque «el verdadero derecho no es el que el Estado formula, sino el que la sociedad practica, vive y actúa» (Clemente DE DIEGO). Y para conseguir esto y que su vigencia sea real, es menester contar con esa sociedad, o mejor, con el sector de la sociedad a que la norma se dirige. Fue también STAMMLER quien hizo la afirmación de que «para que rija un derecho es preciso... que las voluntades a que se dirige lo acaten como tal ordenación jurídica», pues, como se ha expresado gráficamente, «importa más la adhesión de voluntades a una idea normativa que el hecho de que esta idea se halle exclusivamente impresa en el Boletín Oficial del Estado» (CARRO MARTÍNEZ).

Sin embargo, el incumplimiento o carencia de vigencia de las normas es un hecho que alcanza no sólo a nuestra patria. El ministro francés BONNEFOUS pensaba, ya en los años sesenta, que «la práctica de estos últimos años ha creado una nueva categoría jurídica, los textos inaplicados» y añadía que «hay leyes que son puro papel mojado». Fenómeno éste que no ha pasado desapercibido por nuestra doctrina, que, en más de una ocasión, ha puesto de manifiesto este hecho, que adquiere caracteres de gravedad cuando se produce reiteradamente en la sociedad. En el campo de la humana convivencia, se ha dicho, la inobservancia de la norma adquiere, por vía de su reiteración, una dimensión social de trascendental importancia (CASANA PAVÓN).

La inobservancia de las normas no reconoce rango legal alguno. Se infringen preceptos de nuestro texto constitucional y se infringen normas contenidas en una ordenanza municipal  (3) . Pero, para acercarnos a la materia que aquí nos interesa, debemos parar mientes en la inobservancia de las normas del Derecho administrativo, dentro del cual se encuadra aquélla. Sobre ellas la doctrina ha sido bien explícita y desde hace tiempo. CASANA PAVÓN ha calificado como «un hecho notorio» la falta de vigencia social de las normas administrativas en nuestro ordenamiento jurídico, y ha observado y expuesto con todo detalle las causas a que, a su juicio, obedece aquel hecho.

En lo que afecta directamente a nuestra materia, y sin perjuicio de cuanto se dirá en los correspondientes capítulos, una visión de conjunto sobre la vigencia real de las normas sobre protocolo arroja el siguiente resultado. En materia de Derecho premial, las normas suelen cumplirse, con los matices que se consignan en su momento. En materia de simbología, la infracción de ciertas leyes y normas de nivel inferior en algunos casos son patentes. La cuestión de los tratamientos requerirá un examen detallado en su momento, advirtiendo ya ahora que el incumplimiento de la norma no sólo consiste en no dar tratamiento a quien ha de darse, sino también en darlo cuando no se debe, o darlo superior al establecido. En materia de precedencias existen razones para creer que, cuando conviene, se soslaya su cumplimiento y que sigue siendo esta materia fuente de conflictos. Y las menores cuotas de inaplicación se dan en la legislación sobre honores militares y en la celebración de actos públicos, debido en este último caso a la escasísima normativa existente, con excepción de la de carácter militar. También es rigurosa la aplicación de las normas protocolarias de carácter internacional.

Como he adelantado, el incumplimiento de las normas reconoce unas causas que ha estudiado CASANA PAVÓN, algunas de las cuales es probable que sean el motivo del incumplimiento que se observa en las normas de protocolo. Estas causas son las siguientes:

1.ª Una infravaloración del elemento jurídico, ya que, como dice el mismo autor, el Derecho «ha perdido relevancia como factor de convivencia», pues la posibilidad de solución de los problemas sociales por la fuerza que le acompaña es cada vez menos efectiva. Esta desvalorización de la norma puede obedecer, a su vez, a una remoción histórica de la jerarquía de valores, a una alteración de los valores humanos. Esto se acentúa en nuestra patria con la coexistencia de tantos órganos productores de leyes. Cada «fracción» de España opina que su ley tiene más sentido y más valor «sentimental.»

2.ª Una defectuosa elaboración de la norma, consecuencia a veces de la falta de reflexión con que se dicta, sin contar con los factores positivos y negativos que van a condicionar la viabilidad del precepto.

3.ª Defecto de los órganos encargados de aplicación de las normas. Se personifica la competencia, esto es, el titular de la misma cree que puede usar o no según su criterio, cree que le «están atribuidas (las competencias) como resortes de jefatura, motivos de preeminencia, prestigio o autoridad del órgano que encarnan». Esto le puede ocurrir a la autoridad que organiza un acto y a quien le asalte la tentación de no aplicar la norma vigente por entender que puede decidir según su personal criterio.

4.ª Defecto del medio social en el que las «actitudes individuales son debidas a razones complejas», como, por ejemplo, la falta de adhesión a los preceptos. Ésta es quizá la causa más importante de la ausencia de vigencia de ciertas normas de protocolo en algunas regiones de España. Piénsese, por ejemplo, en la legislación sobre las banderas, a que haremos alusión en el capítulo correspondiente.

La inaplicación de las normas de protocolo obedece, en suma, al desconocimiento, deliberado o no, de la unidad de nuestro ordenamiento jurídico, a la que me referiré al final de este epígrafe.

3.6.  La costumbre

Las normas de protocolo no se agotan con las aludidas en los apartados anteriores, porque ya se sabe que «la ley no es todo el derecho» (GONZÁLEZ NAVARRO). Como advertía SANTI ROMANO, «las normas de un determinado derecho positivo no son sino elementos de un ordenamiento más amplio y complejo en que se apoyan, y que constituye su base necesaria e imprescindible.»

Así es, en efecto, porque las normas jurídicas son a veces el resultado de la costumbre, y éstas, de las creencias. Estas últimas lo explican casi todo en la antigüedad, especialmente la santidad de la ley. Y para valorar las costumbres, basta recordar, con MONTESQUIEU, que «un pueblo conoce, ama y defiende siempre más sus costumbres que sus leyes», porque «las costumbres de un pueblo libre son una parte de su libertad.»

De ello se infiere la importancia que en nuestra disciplina tiene la costumbre, porque ha acompañado siempre a la vida del hombre de tal forma que ésta no se concibe sin ella, y porque nace espontáneamente sin que nadie la imponga. Como iremos viendo en las páginas que siguen, algunas de nuestras disposiciones vigentes nos remiten a la costumbre. De ahí que le dediquemos estas líneas de reflexión.

La costumbre es uno de los dos típicos modos de producción del derecho, el otro es la ley. La costumbre representa el modo espontáneo, natural, inconsciente, informal, contrapuesto al reflejo, artificial, consciente, formal. Representa el derecho que nace directamente de los conflictos sociales existentes en una determinada sociedad, mientras la ley representa el que nace de la sociedad mediante la intervención de un poder organizado. La fuerza de la que brota la primera es la de la tradición; la fuerza de la que nace la segunda es la de una voluntad dominante: la una es impersonal, la otra, personal o personificada (BOBBIO).

Para que nazca la costumbre se requiere un requisito externo: el transcurso del tiempo, es decir, que los comportamientos objeto de la regla han de estar repetidos por un cierto período temporal. Pero es preciso matizar. Porque «la repetición de los mismos comportamientos por un cierto período de tiempo da lugar a una regla consuetudinaria, pero no por sí misma a una regla jurídica, esto es, a aquella especie de reglas de conducta que constituyen el derecho consuetudinario» (BOBBIO). Se necesita la creencia, convicción o sentimiento de que el comportamiento de que se trate es jurídicamente obligatorio.

Por eso se ha hablado también de uso normativo y de uso no normativo. El primero es la costumbre propiamente dicha (derecho consuetudinario). El segundo carece de eficacia vinculante. Lo que ocurre es que no siempre es fácil conocer si nos hallamos ante uno de ellos. A mi entender, cualquier tipo de uso puede resultar válido para que se tenga en cuenta en materia de protocolo. Porque el uso normativo sólo se admite, como veremos después, cuando esté reconocido por una norma legal. Y sólo entonces será vinculante. Pero no siempre esta condición es necesaria en protocolo. Lo importante para éste es la existencia de la repetición de actos y que la repetición cumpla los requisitos necesarios. Ya que, si la repetición se interrumpiese, aparecería el desuso, que haría perder a la norma su vigencia y su eficacia.

La costumbre aparece prevista en el Código Civil, en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada. Se ha dicho, al respecto, que la costumbre no podrá ser aplicada al Derecho administrativo, por tratarse éste de un derecho esencialmente estatal. Pero, como ha señalado la doctrina, «hay que tener presente sobre todo la existencia de ámbitos importantes del derecho administrativo en que son los particulares, en cuanto integrados en colectividades concretas, los que tienen potestad de autonormación, la cual, si bien muchas veces está expresamente reconocida en normas escritas, tiene un origen anterior y exterior a éstas que no habilitan sino constatan una realidad social con siglos de antigüedad en ocasiones» (GONZÁLEZ NAVARRO). Esto puede ser cierto y de aplicación en materia de protocolo, cuando consideramos la costumbre en general y, especialmente, en algunos sectores sociales determinados.

Nuestro derecho positivo habla de tradición y costumbre, atribuyéndole el mismo significado. Tradición, según el Diccionario de la Academia, es la doctrina o costumbre conservada en un pueblo por transmisión de padres a hijos. El Ordenamiento General habla de tradición o costumbre inveterada del lugar. Esto es, costumbre antigua, arraigada. El Reglamento de Organización de las Entidades Locales, al hablar de los tratamientos, se refiere a «los que respondan a tradiciones reconocidas por disposiciones legales». Precepto de escaso valor, pues, si una disposición legal reconoce la existencia de una tradición, el contenido de ésta tendrá valor jurídico en virtud de esa disposición legal y no de la tradición sin más. Las tres Reales Ordenanzas confían al Ejército, a la Armada y al Ejército del Aire conservar con respeto todas aquellas tradiciones, usos y costumbres que mantengan vivo su espíritu y perpetúen el recuerdo de su historia.

Ya veremos más adelante que las tradiciones y costumbres más arraigadas en el protocolo hay que buscarlas hoy día en la vida local y en algunos sectores de la sociedad, como el universitario y el militar, sin contar, por supuesto, el mundo diplomático.

3.7.  La etiqueta social

Los usos sociales o reglas convencionales, a que hemos aludido anteriormente, van adquiriendo una aceptación cada vez mayor. Se habla ya de protocolo social, como equivalente a las normas que han de presidir los actos de sociedad y familiares que no trascienden al exterior y que, por esa razón, no pueden ser considerados como actos públicos en el sentido con el que hasta aquí lo hemos utilizado. Las normas que los rigen quedan limitadas a determinados usos, admitidos en cada época y que, según ésta y a veces el territorio en que se celebran aquellos actos, pueden variar, y de hecho varían. Estos usos se imponen a los individuos, poniéndoles de manifiesto lo que se hace y lo que no se hace, ejerciendo, como la moda, una auténtica presión sobre los mismos, aun sin que ellos se den cuenta. Estos usos se extinguen por sí mismos, cuando dejan de cumplirse de manera reiterada.

Muchas veces estos usos producen en el individuo, como observa JULIÁN MARÍAS, «pautas de comportamiento que nos permiten prever la conducta de los individuos que no conocemos», y obligan al individuo a vivir a la altura de los tiempos. Pero, en ocasiones, y en determinadas esferas sociales, suponen auténticas normas de conducta de las que hoy no se puede prescindir, pues este protocolo privado o etiqueta social ya no es cosa que pertenezca al mundo diplomático o de la aristocracia, sino que, a un determinado nivel social, parece necesario para no fracasar en las relaciones con los demás. El sociólogo AMANDO DE MIGUEL, para el que estamos, sin duda, «ante un reverdecimiento de la ética de las formas», señala que los preceptos de la buena educación no tienen la formalidad de las normas jurídicas, pero llevan también aparejadas su sanción: el ridículo. Y el periodista JOSÉ MARÍA CARRASCAL ha subrayado cómo hoy nos damos cuenta de que seguimos necesitando maneras para seguir siendo humanos.

Como es fácil imaginar, la preocupación por las formas en los actos sociales o familiares no es cosa de nuestro tiempo. Nuestra literatura está llena de ejemplos en los que late esta inquietud. El Tratado del arte de cortar del cuchillo, escrito en el siglo XV por don ENRIQUE DE VILLENA, ha sido calificado por el académico DÍAZ-PLAJA de auténtico libro de etiqueta. El mismo académico recuerda que, «cuando llega el cuatrocientos, el estímulo de refinamiento que representa la vida colectiva de los salones palatinos ha obtenido ya su fruto: la riqueza en el atuendo rima con el rigor de la etiqueta y con la agudeza de la expresión». Las comedias de JUAN RUIZ DE ALARCÓN, en el siglo XVII, ensalzan el ser cortés y humano con todos, antes que ir elegantemente vestido, y la obra de BALTASAR GRACIÁN preconiza para el verdadero cortesano de ese siglo el porte elegante, las buenas maneras, la galantería, el señorío, la moderación armónica, la mesura. Al anhelo de perfección y de la creencia en un mundo mejor del siglo XVIII, se acompañan normas estrictas que imponen el corsé de las buenas maneras a la convivencia social, Y, sobre todo, el gran crítico de las costumbres de nuestro siglo XIX, MARIANO JOSÉ DE LARRA, no deja de preocuparse, entre otras muchas cosas, por mejorar los modales del español y usos de sociedad, por los cumplimientos y la buena crianza, por desterrar la falta de finura.

En nuestro tiempo los usos sociales no sólo han cambiado, sino que plantean la necesidad de introducir nuevas maneras, que vienen impuestas por unos nuevos modos de vida, por las relaciones en los negocios, por la aparición de otras escalas de valores, por el cambio experimentado en la familia y en el papel de la mujer en la sociedad (MARÍAS), pues no cabe olvidar que el sexo ha sido, y sigue siendo, condición determinante de ciertas normas de etiqueta.

Por todo eso, estas normas contemplan ahora supuestos distintos, que se añaden a los tradicionales. La norteamericana LETITIA BALDRIGE viene enseñando etiqueta a sus compatriotas desde hace décadas, y es famoso su libro Las nuevas maneras para los noventa. Pero su obra más reciente es una guía sobre las maneras de los ejecutivos, que aborda problemas de etiqueta nuevos, tangenciales a la sociología y de una actualidad innegable: comportamiento entre hombres y mujeres que viajan juntos por razones de negocios, cómo tratar a los hijos del primer matrimonio de nuestra segunda esposa, cómo a la ex esposa o al ex marido, cómo informar a las amistades de situaciones embarazosas.

Para concluir, conviene recordar que el hecho de que las reglas de etiqueta estén llamadas a presidir inexcusablemente la celebración de los actos privados no debe inducirnos a subestimarlas, ni mucho menos llevarnos a pensar que de su cumplimiento han de quedar exentos quienes intervienen o asisten a los actos públicos, sean oficiales o no. Muy al contrario, quienes protagonizan o hacen acto de presencia en cualquiera de esos actos han de ser los primeros en guardar aquellas reglas que, por estimarse sabidas, no se incluyen en las de protocolo, pero que, sin duda, constituyen su necesario complemento.

3.8.  Comentario crítico

De lo expuesto hasta aquí, ya puede inferirse que una de las características de nuestra legislación vigente en materia de protocolo es la de que no alcanza a todos sus aspectos, dando lugar a la existencia de importantes lagunas. Sin perjuicio de lo que digamos en el capítulo correspondiente para cada materia que así lo demande, interesa introducir en este lugar una valoración crítica de la normativa existente, concebida en sus líneas generales, valoración que, como pasamos a ver, es muy desigual.

La regulación de los tratamientos es, ante todo, confusa. Además, se encuentra diseminada en disposiciones dispersas y en los últimos tiempos se han difundido e incrementado en forma exagerada, lo que les resta valor. Y algunas Comunidades autónomas han legislado modificando la normativa estatal, y cada una de ellas de manera distinta.

En la ordenación de las precedencias se reconocen algunas lagunas, aunque no tantas como se ha dicho, unas referidas a autoridades que existían al tiempo de su publicación, y otras, como es natural, a autoridades entonces inexistentes. Contiene, además, omisiones deliberadas de personalidades que en normas anteriores nuestras y en ordenamientos de otros países europeos son mencionadas, y a las que sólo es posible dar por aludidas cuando en el nuestro se habla de «tradición o costumbre inveterada del lugar». Igualmente, algunos de sus preceptos relativos a las presidencias, como se verá en su momento, crean problemas de interpretación.

A excepción de la colocación de las banderas oficiales, las normas sobre protocolo no se ocupan de la celebración de los actos oficiales de carácter civil, más que en el aspecto parcial, ya mencionado, de las precedencias y presidencias. Tampoco se habían detenido en tema de tanto interés como el de la interpretación del himno nacional, aunque es cierto que los órganos encargados de dirigir el protocolo del Estado iban evacuando consultas que suplían de alguna manera el vacío legal a que estoy aludiendo. También cooperaba, y sigue cooperando, a resolver parcialmente la cuestión la normativa muy completa sobre honores militares.

Por lo que atañe a la legislación sobre condecoraciones en general (órdenes y medallas), nuestra postura es ambivalente. La inexistencia de lagunas aquí es clara, pero la creación de nuevas Órdenes en los últimos tiempos y el mantenimiento del número de medallas existente, muchas de ellas sin vigencia real, invitan a reflexionar sobre la posibilidad de reducir el número de nuestras condecoraciones, así como de homologar su regulación, hoy totalmente anárquica.

Para terminar, es fuerza señalar que las normas que regulan el régimen de los títulos nobiliarios, y las que se refieren a la celebración de actos oficiales de carácter militar, merecen una valoración positiva, en la medida en que son escasas las lagunas y han conseguido un grado de vigencia muy aceptable, pese a lo que en su momento señalaremos.

Por lo que se refiere a las normas dimanantes de las Comunidades autónomas y de las Entidades locales, el problema es que existen en escasa medida. Sería deseable que ese vacío se cubriera cuanto antes, estableciendo las primeras los oportunos decretos, y aprobando las segundas los correspondientes reglamentos. En otros capítulos me ocuparé del posible contenido de unos y otros.

Cubrir tales lagunas y respetar el cumplimiento de las leyes y de las costumbres ha de ser siempre la meta del Estado, secundado por las demás Entidades públicas territoriales. Pero el hecho de que las normas a las que me estoy refiriendo puedan emanar del Estado, de las Comunidades autónomas y de las Corporaciones locales nos obliga a recordar la necesidad de tener en cuenta la unidad que debe presidir cualquier ordenamiento jurídico, que supone siempre una estructura escalonada, tal como la concibiera KELSEN. Recuérdese que este insigne jurista decía que «un orden jurídico no es un sistema de normas yuxtapuestas y coordinadas. Hay una estructura jerárquica y sus normas se distribuyen en diversos estratos superpuestos», y que la unidad de ese orden «reside en el hecho de que la creación -y, por consecuencia, la validez- de una norma está determinada por otra norma, cuya creación, a su vez ha sido determinada por una tercera norma», remontándonos así «hasta la norma fundamental de la cual depende la validez del orden jurídico en su conjunto.»

Abundando en lo dicho, no debe olvidarse tampoco que, como se viene sosteniendo ya en la doctrina patria, «un ordenamiento jurídico es por definición una estructura solidaria, y ello comporta una serie de exigencias, cuyo cumplimiento condiciona el funcionamiento de todo el sistema». En otras palabras, el ordenamiento jurídico es un conjunto coherente o, como también se dice, un sistema» (GONZÁLEZ NAVARRO). Por eso el Tribunal Constitucional en varias ocasiones ha recurrido a la idea de la «unidad de la Nación española», plasmada en el artículo segundo de la Constitución, para afirmar la necesaria inserción de los subsistemas que son las Comunidades autónomas en ese otro sistema superior que es España.

Creo que lo dicho puede tener una importante aplicación a la hora de legislar en materia de protocolo, teniendo en cuenta la jerarquía de normas, que el Estado de las autonomías ha complicado sobremanera, lo que exige, obviamente, una mayor reflexión y una buena dosis de sentido jurídico común. El conjunto coherente a que ha aludido la doctrina ha de ser la idea rectora de la actividad normativa de las distintas Entidades territoriales españolas en una materia como la nuestra, en la que se dan con frecuencia competencias compartidas o concurrentes. Considerando también, cuando proceda, que, según nuestro texto constitucional, las normas estatales prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva competencia de éstas (art. 149.3). Se trata de evitar que nazca el conflicto y que la colaboración bien entendida integre la diversidad de las partes en el conjunto, evitando igualmente contradicciones y reduciendo disfunciones, que impedirían o dificultarían la realidad del mismo conjunto.

4.  LA ADMINISTRACIÓN DEL PROTOCOLO

4.1.  La administración del protocolo oficial

Cada una de las Administraciones Públicas existentes en España suele contar con órganos adecuados, que tienen a su cargo la programación, dirección, ejecución y, en su caso, resolución de consultas sobre el protocolo oficial. Por supuesto, la Administración del Estado es la primera de ellas.

1. Administración del Estado. Su importancia es extraordinaria, no solamente porque es la llamada a dirigir la programación y celebración de los actos públicos oficiales preeminentes de carácter nacional o internacional, sino porque, además, de ella dimanan instrucciones y reglas de interpretación de las normas de protocolo, en virtud de la función normativa originaria que, como hemos visto, corresponde al Estado en esta materia.

Sin contar las atribuciones de la misma naturaleza privativas del Consejo de Ministros, el primero de los órganos de la Administración que se ocupa de estas cuestiones es la Presidencia del Gobierno, que tradicionalmente se había reservado la función normativa en la materia, mientras que el Ministerio de Asuntos Exteriores ejercía la de aplicación de normas y dirección del ceremonial oficial. La Presidencia ha dictado siempre disposiciones relacionadas con honores y precedencias, y ha venido resolviendo conflictos sobre estas últimas y sobre el régimen protocolario en general, cuando se planteaban cuestiones entre autoridades o titulares de órganos dependientes de distintos Departamentos ministeriales.

En los últimos años, la Presidencia ha registrado un enriquecimiento de estas funciones, enderezado a controlar o coordinar de manera más abierta el protocolo. Con ese fin, el Real Decreto 2101/1983, de 4 de agosto, creó la Jefatura de Protocolo del Estado, dependiente de la Presidencia, y por Real Decreto 138/1987, de 30 de enero, la Jefatura de Protocolo de la Presidencia del Gobierno. Hoy, en virtud de lo dispuesto en las normas reguladoras de la estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno, ambas jefaturas han sido refundidas en un solo órgano, conservando la misma dependencia jerárquica.

En consecuencia, la administración del protocolo oficial se encuentra ahora a cargo de los siguientes organismos:

1.º El Departamento de Protocolo de la Presidencia del Gobierno, con nivel de Dirección general, que, al asumir las funciones atribuidas a las dos jefaturas anteriores, hoy suprimidas, es el primer órgano con competencia en la materia. Corresponde al Departamento la coordinación y dirección del protocolo de los viajes, visitas y otras actividades oficiales del Presidente del Gobierno y Vicepresidentes, la organización de actos y reuniones internacionales en que participe el Presidente, así como la interpretación y ejecución de las normas de protocolo y ceremonial del Estado. Igualmente, ejercerá la coordinación y dirección, en su caso, del protocolo de los actos de carácter general en los que concurran autoridades de distinto orden, nacionales, autonómicas y locales. Del Departamento de Protocolo dependen dos Subdirecciones generales: la de Protocolo de la Presidencia del Gobierno y la de Protocolo y Ceremonial del Estado. A los efectos de aplicación de este régimen, los restantes órganos y servicios competentes en materia de protocolo y ceremonial colaborarán con el mencionado Departamento. Como se ve, estas funciones son amplísimas y revisten un doble carácter: uno que se refiere a las normas de protocolo, y otro, a la celebración de los actos públicos.

De esta amplia competencia se deriva que, como hemos visto que señala la legislación vigente, los restantes órganos y servicios competentes en materia de protocolo y ceremonial, que existan o puedan establecerse en las diversas instituciones y poderes del Estado, actuarán en colaboración y bajo la dependencia funcional del Departamento de Protocolo.

Respecto a las precedencias, el Real Decreto que aprobó su ordenamiento general añade a las anteriores funciones (entonces atribuidas al Jefe de Protocolo del Estado) la de aplicar las normas contenidas en él y, en determinados casos, cuando puedan tener los actos públicos algún tipo de repercusión internacional, será el Servicio de Protocolo del Ministerio de Asuntos Exteriores quien se coordinará con la nueva Dirección general.

Aunque nada dice la nueva normativa, creemos que, por lo que se refiere a los órganos de protocolo de las Administraciones Públicas distintas a las del Estado, el Departamento mantendrá con ellos las necesarias relaciones de colaboración en esta materia.

2.º El Servicio de Protocolo del Ministerio de Asuntos Exteriores fue, hasta la creación de la Jefatura de Protocolo del Estado, el órgano más importante sobre la materia. Hoy, según establece el Real Decreto sobre estructura orgánica del Ministerio, corresponden las funciones de protocolo del Departamento al Introductor de Embajadores, que depende directamente del Ministro y tendrá la consideración y tratamiento de Director general, con rango de Embajador. La Dirección cuenta con dos Subdirecciones generales, la de Viajes y Visitas oficiales, Ceremonial y Órdenes, cuyo titular recibe la denominación de Segundo Introductor de Embajadores, y la de Cancillería. Sólo la primera tiene competencias protocolarias en sentido estricto.

Las funciones de este servicio quedaron ya reducidas con la creación, en su día, de la Jefatura de Protocolo del Estado, antes aludida, pues incluso en los actos públicos que tienen relieve diplomático interviene el que hoy es Departamento de Protocolo de la Presidencia del Gobierno en un plano de coordinación, siempre y cuando haya que determinar precedencias, como ya hemos dicho antes.

La competencia de esta nueva Dirección general, en lo que al protocolo concierne, es la siguiente: preparación, coordinación y ejecución de los actos oficiales y ceremonias relacionadas con la política exterior del Estado, que tengan lugar en el territorio nacional y en el exterior, especialmente los viajes oficiales de SS. MM. los Reyes y las visitas de los Jefes de Estado extranjeros; la tramitación de los expedientes de concesión de las Órdenes de Isabel la Católica y Mérito Civil, cuya Cancillería radica en el Ministerio de Asuntos Exteriores.

El real decreto que aprobó el Ordenamiento General de Precedencias estableció que el Servicio de Protocolo del Ministerio de Asuntos Exteriores se coordinará con la Jefatura de Protocolo del Estado (hoy el Departamento antes citado) cuando haya que determinar:

- La precedencia entre los representantes diplomáticos, autoridades, personalidades, corporaciones o colegios de instituciones, españoles o extranjeros, que asistan a actos públicos de carácter internacional, a celebrar en España o en el extranjero.

- La precedencia entre la precitada concurrencia, cuando asista a cualquier acto público que, no estando directamente organizado por el Estado, tenga especial relevancia y significación para las relaciones exteriores de España. En estos casos, el Ministerio de Asuntos Exteriores actuará en coordinación con la entidad organizadora.

3.º La Jefatura de Protocolo de cada Ministerio, pues todos ellos cuentan con un órgano u oficina, de mayor o menor nivel, que suele encuadrarse en la Subsecretaría y que aparece dedicado a estos menesteres, aunque con funciones reducidas a la organización de sus propios actos. También se ocupan estas oficinas de la asistencia y del apoyo a las autoridades del Ministerio, cuando deban asistir a actos oficiales organizados por otras instituciones u organismos.

4.º En cuanto a la Administración periférica del Estado, nada dicen las disposiciones legales. Tradicionalmente, han venido existiendo unidades de protocolo en las dependencias estatales en las provincias de mayor importancia. Hoy son los Delegados del Gobierno en las Comunidades autónomas los únicos órganos con la suficiente entidad como para contar con esta clase de servicios, que, por supuesto, pueden existir en aquellas unidades militares cuyos titulares tengan la representación de las Fuerzas Armadas, tal como veremos en el capítulo correspondiente.

No es preciso añadir, por evidente, que la intervención de estos órganos de la periferia debe quedar reducida a las organizaciones y cuestiones de ceremonial y precedencia en actos oficiales a los que concurran autoridades del Estado, siempre y cuando los titulares de los órganos centrales no hagan presencia en el territorio y aporten su propia organización.

2. Administración autonómica. Resulta evidente que esta nueva Administración cuenta con responsables del protocolo para programar y ejecutar los actos públicos que organice. De las normas que, como ya sabemos, regulan el protocolo en las Comunidades autónomas, algunas hacen mención concreta de un órgano encargado de aquél, y otras no. Pero lo cierto es que todos los gobiernos regionales disponen ya, con una u otra denominación, de una jefatura de protocolo, y que incluso cada una de sus Consejerías suele contar, igualmente, con una oficina dedicada a él.

No obstante, la variedad es notoria. En unas Comunidades se habla de Departamento de Protocolo, en otras el protocolo aparece unido a las relaciones públicas o a las relaciones externas, o se incluye en las relaciones institucionales, sociales y externas. En otras, en fin, no aparece ningún órgano específico, confiándose las funciones de protocolo al Asesor del Presidente o al Director de su Gabinete. Igualmente, varía en gran manera la dependencia orgánica de tales Departamentos, y sus titulares no suelen ser funcionarios de carrera, sino titulares de cargos políticos o personal de confianza con nombramiento.

Éstos son parte de los datos que ha expuesto MARÍA TERESA OTERO, que ha hecho un análisis prácticamente exhaustivo sobre los órganos de protocolo en las Comunidades autónomas, fijando, además, a modo de conclusiones, algunas que me parecen especialmente interesantes:

1.ª Que los Departamentos de Protocolo, al menos sobre el papel, se minusvaloran, pues no aparecen publicados en los ficheros de altos cargos.

2.ª Que, según se ha visto, su denominación no suele ser la correcta.

3.ª Que no están al servicio de la institución, sino de la persona que la preside.

Y acaba comentando que la Administración del Estado autonómico, que tanta importancia da a los asuntos protocolarios, parece que encubre a los cargos responsables del protocolo con eufemismos y circunloquios, en los que, por otra parte, «no existe homogeneidad ni en la nomenclatura, ni en el tratamiento de los mismos a niveles salariales o de rango.»

3. Administración Local. Tanto las Diputaciones provinciales como los Ayuntamientos han cuidado siempre el protocolo (al que han venido denominando ceremonial) en los actos organizados por tales corporaciones, conscientes de que con ello cooperaban a mantener una parte de su patrimonio cultural.

Por eso ha sido tradición en nuestras Diputaciones la existencia de una oficina de protocolo o ceremonial, con un jefe al frente, asistido de un número determinado de oficiales. Tal cosa se ha debido, en alguna manera, a que han sido las Corporaciones provinciales las encargadas de organizar buen número de actos públicos oficiales, cuando la provincia o la capital eran objeto de visitas por parte de altas autoridades del Estado.

Los Ayuntamientos, por otra parte, al tener montados en muchas poblaciones importantes los servicios de protocolo o ceremonial, se han cuidado en ocasiones de organizar y ejecutar no sólo los actos públicos a cargo de la propia corporación, sino también de los actos programados por otras instituciones ajenas, como consulados, entidades culturales, colegios profesionales y otras instituciones de prestigio de cada localidad, a las cuales prestaban ese servicio y colaboración. De ahí que los Ayuntamientos de las ciudades de mayor población en España suelen contar también con un jefe de protocolo o ceremonial y el correspondiente personal de apoyo. E incluso, en la mayor parte de las demás, ya existe un miembro de la propia Corporación o un funcionario, adscrito generalmente a la Presidencia, que asume la responsabilidad de cuidar de la organización de los actos públicos que se celebran en el municipio.

Las relaciones que, cada vez en mayor medida, se ven obligadas a mantener las Corporaciones mencionadas con otras, con la Administración autonómica y con la del Estado, han hecho que las oficinas de protocolo hayan proliferado y que las existentes hayan incrementado su actividad. Hoy, prácticamente, todas las Corporaciones locales de cierta entidad, incluidos Cabildos y Consejos insulares, cuentan con una oficina, o al menos, con una persona responsable de esta actividad, que, como he dicho antes, en ocasiones asume incluso algún miembro de la Corporación.

El Reglamento de Funcionarios de Administración Local, aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1952, decía que corresponde al secretario de la Corporación dirigir el protocolo, etiqueta y ceremonial, procurando conservar las costumbres tradicionales y las preeminencias que tenga la Corporación. Aunque en los ayuntamientos importantes y con reglamentos de orden interior solía atribuirse la dirección del protocolo al oficial mayor. Hoy, en el proceso de deterioro de la Administración local que ha propiciado en parte la legislación vigente, el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, ha privado de aquella relevante función a quienes la propia disposición denomina funcionarios con habilitación de carácter nacional, ello sin contar con la Ley de Modernización del Gobierno Local, a la que en las páginas venideras me referiré. En vista de ello, las facultades para organizar y dirigir los actos públicos patrocinados por las Corporaciones locales, así como su protocolo, han de corresponder ahora a los respectivos presidentes.

Normalmente, la oficina de protocolo en las Entidades locales se encuentra adscrita a la secretaría particular del Presidente, secretaría en la que también puede integrarse el gabinete o servicio de prensa. El montante de la oficina viene determinado por la disposición de medios económicos, que en los municipios españoles varía de unos a otros sensiblemente. Por eso, en las Corporaciones de municipios de escasa población y menos medios, el titular de la secretaría particular es quien se encarga también del protocolo.

4.2.  El protocolo en el sector privado

Ya sabemos que, cuando se habla de protocolo en el sector privado, estamos aludiendo al que se aplica a los actos públicos no oficiales. Este protocolo, en principio, no tiene la importancia que reviste en el sector público, pues el de éste es el protocolo por antonomasia. Pero, aun hecha esta afirmación, debe distinguirse el protocolo de los actos organizados por instituciones que, aunque incluidas en el sector privado, participan en alguna medida de la vida pública oficial (Corporaciones públicas), y el de los actos organizados por las demás entidades privadas.

Pertenecen al primer grupo el protocolo del Instituto de España y las Reales Academias, el protocolo de las Universidades y los Colegios y Cámaras oficiales, por citar las Corporaciones más conocidas. Forman parte del segundo las entidades privadas constituidas por las empresas, las fundaciones, las asociaciones en general y las órdenes y corporaciones nobiliarias.

Por lo general, las Corporaciones públicas, especialmente las que disponen de suficientes medios personales, dedican alguno de sus órganos a las funciones de protocolo, que se desarrolla a veces a imitación del oficial. Lo mismo puede decirse de la Iglesia católica, cuya estructura jerárquica y funcionamiento demandan en muchas ocasiones un ceremonial meticuloso y preestablecido, aunque siempre con características propias.

Por lo que atañe a las Entidades privadas, antes mencionadas, no pueden hacerse afirmaciones concretas pues la naturaleza de las mismas y la disponibilidad de medios determinarán la existencia o no de órganos dedicados al protocolo.

Las empresas, cada vez más sensibilizadas en estos temas, poseen por lo general un departamento dedicado al protocolo, que no siempre recibe la misma denominación (relaciones públicas, relaciones externas, relaciones institucionales...), y hoy día se aboga por «potenciar la figura del responsable de protocolo de empresa dentro del área de la comunicación» (FERNÁNDEZ DEL MORAL). El departamento, con dependencia directa de la Presidencia o Dirección de la empresa, no acostumbra a ser exactamente una oficina de protocolo ya que su cometido es más ambicioso (prensa, relaciones públicas). Pero, cuando el número de actos públicos a celebrar lo aconseje, en tal departamento debe destinarse una unidad administrativa o, al menos, un puesto de trabajo a las cuestiones de protocolo. En cualquier caso, el responsable de tal departamento u oficina debe ser seleccionado con sumo cuidado, pues, como se ha dicho, «la experiencia de los directores de relaciones externas es de vital importancia, ya que está en juego el prestigio, la categoría y la imagen de las empresas» (HURTADO).

Y lo mismo puede decirse mutatis mutandis de las fundaciones, de las asociaciones de interés general, entre las que incluimos los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones empresariales y profesionales y, en menor medida, puesto que suelen tener escasos medios y entidad, de las asociaciones voluntarias (culturales, recreativas, deportivas...) y de las órdenes y corporaciones nobiliarias.

En cualquier corporación o entidad el responsable de la oficina de protocolo necesita estar auxiliado por personal idóneo (oficiales, azafatas) o por personal administrativo, de no existir el primero. Pero, sobre todo, no debe ser nunca una oficina aislada. FELIO A. VILARRUBIAS se ha referido a las necesarias relaciones que deben darse entre las secretarías particulares y los departamentos de protocolo, aconsejando la celebración de reuniones periódicas de los jefes de estos últimos con los de otras instituciones, toda vez que ello «facilitará el intercambio de enseñanzas y experiencias.»

4.3.  Secretariado y protocolo

Aunque, como acabamos de decir, las Secretarías particulares y las Oficinas de protocolo guardan estrecha relación, conviene separar la labor propia de los Gabinetes o Secretariado de dirección de las funciones protocolarias.

En efecto, las autoridades o jefes de importantes unidades administrativas y los directivos de las entidades privadas pueden disponer de una persona que asuma el primer cometido, y pueden contar con persona distinta para las labores de protocolo. En este caso la Secretaría tiene poco que hacer en la última labor. Por lo tanto, la secretaria de alto nivel se ve obligada a ocuparse del protocolo en dos ocasiones: primero, cuando no exista al servicio de la organización persona responsable del mismo; segundo, cuando, aun habiéndola, se trata de asuntos de escasa entidad que sólo atañen al jefe y que, por tanto, su organización no se encomienda al responsable del protocolo  (4) .

Lo dicho es aplicable y tiene validez para las oficinas de secretariado cuyas titulares pueden ser consideradas como secretarias de alto nivel:

1.º Secretarias de ministros, de secretarios de Estado, de subsecretarios, de delegados del Gobierno y de jefes de grandes unidades administrativas del Estado.

2.º Secretarias de consejeros, de viceconsejeros, y de jefes de grandes unidades administrativas de las Comunidades autónomas.

3.º Secretarias de alcaldes y presidentes de diputación, de concejales o de diputados o de jefes de importantes unidades en la Administración local.

4.º Secretarias de presidentes de corporaciones, de sociedades, de fundaciones, de asociaciones, y de consejeros delegados, de directores generales y de jefes de unidades técnicas o administrativas de nivel similar.

En todos estos casos, la secretaria de alto nivel puede asumir dos tipos de funciones: la asistencia permanente al jefe y la organización de pequeños actos.

La asistencia permanente al jefe puede tener lugar en tres ocasiones bien concretas:

1.ª Cuando asista a algún acto al que sea invitado. Su cometido será entonces el de informarle de la fecha, lugar, hora del acto y atuendo requerido, y de que ha confirmado su asistencia, en su caso; de los datos de las personas que asisten, haciendo referencia a su nivel oficial, empresarial, profesional o social, cuando se le requiera; explicarle en qué consiste exactamente el acto, dándole noticia de su probable secuencia, si la conoce; informarle sobre el lugar que a su juicio y, teniendo en cuenta las normas de prelación, debe corresponderle; de la necesidad o, simplemente, conveniencia de ir acompañado del cónyuge; de la oportunidad de que pronuncie unas palabras, facilitándole datos al efecto. En caso necesario, habrá de solicitar o contrastar algunos datos con la persona que lleve la oficina de protocolo en la institución o entidad que ha remitido la invitación.

2.ª En sus relaciones habituales o esporádicas con autoridades o profesionales, sean colegas o no, y con personalidades. Su cometido será parecido al descrito anteriormente, aunque dependiendo siempre de la clase de relación de que se trate y de los deseos que muestre su jefe de recibir información.

3.ª En el tratamiento de las visitas. Aparte del filtrado de las mismas, como es lo habitual, desde el punto de vista del protocolo, lo importante es informar al jefe del nivel oficial, empresarial, profesional o social de la visita para actuar en consecuencia, y obrar de acuerdo con las normas que en el capítulo correspondiente de este libro se insertan.

La organización de pequeños actos, que puede asumir directamente la secretaria, ha de tener lugar cuando ella se vea capaz de hacerlo sin necesidad de acudir a los servicios de protocolo con que pueda contar la organización. Y, por supuesto, cuando esos servicios no existan. No hay que decir que hacerse cargo de estos modestos actos no exonera a la secretaria de tener que asesorar en todo cuanto se refiera a los mismos, en la forma que en el capítulo correspondiente quedará señalado, principiando por explicarle con detalle en qué consiste el acto proyectado, en caso de que esa explicación se solicitara.

Los actos cuya organización puede asumir la secretaria son de dos clases: unos, que se refieren a los que tienen su cabida en el ámbito profesional, y otros, que se producen en el ámbito social y que a veces pueden ser complementarios de los anteriores.

5.  CONTENIDO DE ESTA OBRA

5.1.  Las distinciones sociales

Como veremos más adelante, al analizar esta clase de distinciones, y ya adelantamos, tales distinciones sólo pueden reconocer su origen en dos motivos, pues los ciudadanos en una determinada comunidad solamente pueden diferenciarse unos de otros por lo que hacen o por lo que han hecho. Se distinguen por lo que hacen cuando los criterios clasificadores para establecer prioridades tienen en cuenta el rol social de los individuos, y se distinguen por lo que han hecho cuando, habiendo sido su quehacer esforzado o meritorio, la propia sociedad, a través de sus representantes legítimos, les otorga un título acreditativo de un esfuerzo intelectual o título habilitante para el ejercicio de funciones públicas, o les concede un signo de distinción o recompensa honorífica que reconoce sus méritos. Por tanto, en un país de hechura occidental y moderno, en el que, en principio, todos los hombres nacen iguales y deben ser acreedores a las mismas oportunidades, tan sólo estos dos motivos pueden justificar cualquier distinción: la función social que se ejerce, es decir, lo que se hace o un premio otorgado en virtud de lo que se ha hecho.

El primer grupo de causas de distinción social tiene, pues, como fundamento la función que los individuos realizan en la sociedad, ya que ésta, como dijera ORTEGA, «tiene una estructura propia, que consiste objetivamente, queramos o no, en una jerarquía de funciones». Dichas funciones deberían ser desempeñadas por quienes aparezcan mejor dotados y preparados para cada uno de los menesteres que exige el interés social, y atendiendo a la vocación que de muy diversas maneras pueden manifestar los ciudadanos.

En manos del Estado está, en primer lugar, el procurar que cada ciudadano tienda a desempeñar las funciones para las que esté más capacitado, mediante un sistema idóneo de reclutamiento de los titulares de los empleos públicos, y de publicar las normas adecuadas para que esa selección se realice con el mismo acierto en el sector privado.

Serán, pues, de una parte, las normas de derecho político y de derecho administrativo de cada Estado las que determinen las distintas funciones públicas que pueden o deben desempeñar sus ciudadanos, y de otra, las del derecho privado, las que faciliten las reglas aptas para determinar las funciones que en el sector privado pueden realizar los mismos. A todo ello podría añadirse el análisis de la normativa sobre los estudios superiores, que en gran parte pueden servir para conocer la situación social de las distintas profesiones de los ciudadanos, y que pueden desarrollarse tanto en el sector público como en el privado.

El segundo motivo que puede dar origen a distinciones entre los individuos lo constituyen las recompensas con que la sociedad premia a sus miembros destacados. Porque los actos meritorios de los ciudadanos han sido en todo tiempo objeto de premio o recompensa, asumiendo hoy día el Estado (y otras entidades legalmente constituidas) la función de atribuir a los méritos en cada momento las correspondientes distinciones de carácter honorífico. Las normas por las que se regula la concesión de tales distinciones han sido muy frecuentes, y ya hemos visto en páginas anteriores que su conjunto recibe la denominación de Derecho premial.

La doctrina tradicional ha incluido la concesión de premios entre la actividad de fomento de la Administración. Y así, al clasificarse los medios de tal actividad, atendiendo a las ventajas que otorgan, en medios honoríficos, medios económicos y medios jurídicos, se han incluido entre los primeros las distinciones y recompensas que se conceden como público reconocimiento a un acto o a una conducta ejemplar.

En mi opinión, la actividad premial del Estado sólo puede considerarse incluida en la actividad de fomento si partimos de la mencionada clasificación tradicional. En efecto, se ha afirmado que el fomento administrativo es la acción de la Administración encaminada a proteger o promover aquellas actividades, establecimientos o riquezas debidos a los particulares y que satisfacen necesidades públicas o se estiman de utilidad general, sin usar la coacción ni crear servicios (JORDANA DE POZAS). Como se ve, parece ser que tal actividad tiene forma residual, pues entiende por fomento lo que no es actividad de coacción o de servicio público. Pero, en cualquier caso, siempre se trata de la satisfacción de una necesidad pública.

El premio, sin embargo, no satisface nunca de manera directa necesidad pública alguna. A través de la actividad de fomento se invita a los particulares, mediante estímulos, a que realicen algo que es de interés general. Mediante la recompensa se agradece algo que se ha hecho. Por esa razón, sólo muy remotamente el particular se ve invitado a realizar alguna actividad, a la vista de un futuro e hipotético premio. Sería cierto lo que aquí cuestionamos si la Administración prometiera premiar siempre al que adoptase determinadas actitudes ciudadanas. Pero no sólo no es así, puesto que ninguna conducta tiene garantizado el premio, que se limita a ser una posibilidad prevista en la norma legal, sino que el premio se otorga mediante un acto de concesión discrecional o graciosa y que, en buen número de casos, ni siquiera obedece a méritos objetivos sino a motivaciones de muy distinto orden.

Más que a proporcionar razones para que el ciudadano se mueva a realizar actividades que coincidan con el interés general, las recompensas del Estado reconocen su base fundamental en el sentimiento del honor y la natural tendencia del hombre hacia la diferenciación y la distinción. Observa GARRIDO FALLA que la concesión de una recompensa estimula en este sentido el ejercicio de aquellas actividades particulares que el Estado considera premiables, precisamente por razones de interés público. Pero, por lo demás y respecto a ello, nos remitimos a lo dicho.

Podría señalarse aquí que el tipo de Estado que nace como consecuencia de la Revolución Francesa vio con recelo cualquier medida que condujera al establecimiento de distinciones entre los hombres, máxime cuando en el antiguo régimen la concesión de distinciones honoríficas conllevaba privilegios y, además, eran transmisibles. Hacer de un privilegio una propiedad transmisible, decía SIEYÈS, es trastocar todo principio, toda razón. Pero lo cierto es que fue la misma Revolución la que, obedeciendo a una ley histórica repetida indefectiblemente, creó su sistema propio de desigualdades. Y hoy no existe ningún Estado, sea gobernado por la ideología que sea, que no admita un sistema de recompensas. Lo único que varía es la naturaleza de éstas, pues algunas de ellas resultan incompatibles con los principios sustentadores de determinados regímenes políticos.

Por otra parte, y con excepción de los títulos nobiliarios, que son transmisibles, es característica de todas las distinciones su carácter personal, como corresponde a la concepción de una sociedad moderna en la que el status conseguido prima sobre el adscrito o heredado.

La recompensa es, según SULLEIRO, el premio a un beneficio, una virtud o un mérito. Por ello, su otorgamiento puede responder a distintos motivos y es posible que recaiga en distintas personas. Y así, atendiendo, entre otras cosas, a ambas circunstancias, las recompensas han sido objeto de la siguiente clasificación por Valdés, que recogemos en forma resumida.

a) Por el motivo de premio:

1. Méritos: cuando se conceden por relevantes aportaciones a la ciencia, beneficencia, arte, industria o actividad relacionada con el servicio al Estado o a la sociedad.

2. Servicios cualificados: cuando se conceden en atención a servicios extraordinarios prestados al Estado, sean o no realizados por personas ligadas a la Administración.

3. Circunstancias: cuando se otorgan en consideración a una especial situación del agraciado (distinciones nobiliarias de sangre, condecoraciones por cortesía o por reciprocidad).

b) Por el sujeto premiado:

1. Individuales: las que se conceden a una persona física.

2. Colectivas: las que se otorgan a una persona jurídica.

3. Familiares o de linaje: aquellas en que se perpetúa la memoria del que se hizo acreedor a ella en las personas de sus descendientes, uno de los cuales ostenta siempre la titularidad.

5.2.  La simbología de las distinciones

De nada servirían las distinciones sociales antes aludidas si éstas no pudieran manifestarse de alguna manera al exterior. Y ello no sólo porque el deseo del hombre de sobresalir respecto de los demás quedaría frustrado, sino porque la propia convivencia social, como quedará expuesto en su momento, así lo exige.

Las distinciones en el sector público, por ser una consecuencia del ejercicio de una función pública, aparecen rodeadas de una serie de signos externos, que constituyen su propia simbología. El hecho de que esas distinciones obedezcan a aquel ejercicio supone la existencia de una vinculación personal a una institución pública. De ahí que, en casi todos los casos, los símbolos utilizados por las personas que desempeñan funciones públicas se identifiquen con los que representan las instituciones a las que sirven. En estos casos, el uso de los símbolos suele ser preceptivo, sin que le esté permitido a la persona titular de las instituciones prescindir de ellos cuando actúe en el ejercicio de sus funciones.

Las distinciones en el sector privado cuentan también con simbología propia, aunque en muchos casos necesita el respaldo de los órganos públicos. En ocasiones, la simbología personal queda identificada con la de entes corporativos a los que un individuo pertenece. Pero donde la simbología, en el sector privado, se muestra con mayor libertad creadora es en el caso de las personas jurídicas privadas, siempre y cuando no adopten símbolos pertenecientes a entidades públicas.

La simbología que lleva aparejada la concesión de las recompensas aparece determinada en las normas por las que se rige la propia concesión. La importancia de los signos externos que toda recompensa comporta radica en el hecho de que, en la mayor parte de las ocasiones, el único derecho que su concesión confiere en la práctica es, precisamente, el uso de ese signo.

Los signos externos de los premios pueden tener una gran variedad, pues, como hemos dicho y más tarde ampliaremos, no sólo el Estado concede recompensas honoríficas. Lo que quiere decir que la entidad creadora de la recompensa es la llamada a crear, igualmente, el signo externo que acredite la concesión. Y debe tenerse en cuenta que no sólo las Entidades públicas infraestatales tienen la facultad de crear recompensas, sino todas las personas jurídicas, aunque sean de naturaleza privada.

La simbología de las distinciones es muy diversa como pasamos a ver, y en unos casos será de uso preceptivo, sobre todo en el sector público, y en otros no pasará de ser un derecho, del que puede hacerse uso o no.

Al estudiar cada uno de los símbolos externos que reflejan las distinciones, tendremos ocasión de incluir entre ellos distintos elementos simbólicos: unos serán acústicos (himnos), otros gráficos, otros serán prendas personales, etc.

El estudio de los símbolos externos de las distinciones comportará, por tanto, el análisis de los siguientes temas:


	
- Los himnos, las banderas y los estandartes. 

	
- Las figuras creadas por la heráldica. 

	
- La indumentaria personal. 



5.3.  Los honores inherentes a las distinciones

Decimos en el título de este epígrafe que los honores son inherentes a las distinciones, es decir, que son una consecuencia de ellas. Podríamos añadir que constituyen el acabado de la distinción, pues, a manera de lo que hemos expuesto al hablar de la simbología, de poco serviría que los individuos se encontraran instalados en un determinado estrato social si ello no conllevara alguna manifestación, por parte de los demás, que ponga en evidencia y reconozca la posición de los primeros. No puede olvidarse que toda distinción exige un pluralismo, la existencia previa de unas relaciones interindividuales, en las que se produzca una preeminencia de unos individuos sobre otros.

Si, como decimos, los honores nacen ligados a las distinciones, parece evidente que los honores correspondan tanto a las distinciones que generan las funciones sociales, ya en el sector público, ya en el sector privado, como a las que tienen su origen en la concesión de una determinada recompensa. Pero, en cambio, el origen o fundamento de la distinción va a determinar el tipo de los honores aplicables, pues, realmente, existen honores comunes a toda clase de distinción, y otros, que son privativos de distinciones determinadas.

Por supuesto que el bloque de distinciones al que se aplican mayor número de honores es el que reconoce su origen en las distinciones sociales en el sector público. Aunque todas las posiciones ocupadas por los individuos en una sociedad estratificada suponen el ejercicio de un rol social, resulta claro que, cuando aquéllas pertenecen al sector público, la necesidad de incentivar aquel ejercicio se hace más acuciante. Es indudable que es al sector público al que debemos dirigir nuestras miradas, cuando la sociología se hace eco de la conveniencia de crear atractivos para que los individuos cumplan los deberes que les impone la función que están llamados a desarrollar. Por nuestra parte, y refiriéndonos a la función pública en general, en más de una ocasión hemos puesto de manifiesto la importancia de regular debidamente los derechos honoríficos de los servidores de la Administración Pública.

Sigue al bloque citado el que integran las distinciones debidas a la posesión de recompensas, aunque la verdad es que tales distinciones van perdiendo cada vez más el derecho a ciertos honores, que, en algún tiempo, más que honores significaron el disfrute de determinados privilegios, hoy a todas luces desfasados.

Y, finalmente, son las distinciones en el sector privado las que cuentan con menor número de honores, que prácticamente quedan reservados para aquellos roles sociales que guardan alguna relación con las actividades del sector público (Corporaciones públicas), y para aquellos casos en los que los individuos obtengan recompensas con derecho a honores; pero, en este último caso, estaríamos en presencia del grupo anterior.

Quizá pueda hallarse la explicación de lo dicho, si se considera que las funciones que realizan los individuos en el sector privado no necesitan ser incentivadas con tanta intensidad como las del grupo anterior. Ello sin contar que, casi siempre, el móvil del ejercicio de tales funciones suele obedecer al deseo de lograr determinados intereses, generalmente económicos. La superación de estos móviles puede abrir el camino a la concesión de recompensas, con lo que entonces nos estamos refiriendo a supuestos ya considerados.

Para terminar de exponer este epígrafe, parece obligado formular la cita de los diversos honores inherentes a todas las distinciones, a la luz de la normativa vigente, a los cuales se hará referencia detallada en los capítulos correspondientes de esta obra. En este sentido, los honores pueden quedar reducidos a tres grupos, el tratamiento, la precedencia y otros.

El tratamiento es un honor al que son acreedoras determinadas personas y que se manifiesta a través de ciertas palabras o expresiones convencionales que utilizamos al dirigirnos a ellas, verbalmente o por escrito. Este honor tiene su mayor vigencia en las distinciones sociales en el sector público y en las debidas a las recompensas. Por lo que respecta a las distinciones en el sector privado, sólo entra en juego este honor cuando se trata de individuos que ejercen funciones en Corporaciones públicas.

Los honores que llevan consigo el goce de determinadas precedencias sobre los demás son honores típicos del sector público, y sólo del sector privado en la medida en que los individuos puedan pertenecer a órganos de gobierno de las Corporaciones públicas. Por lo demás, las funciones sociales en el último de los sectores citados, es decir, en la vida ocupacional o profesional del individuo, distinta de su vida privada, quedan sometidas en su dinámica a lo establecido por los usos sociales, que, en materia de precedencias, pueden imitar, y muchas veces lo hacen, las normas preceptivas que rigen en el sector público. Las precedencias respecto a las personas en posesión de recompensas, existentes hasta hace poco tiempo, han desaparecido por completo, y sólo pueden considerarse sometidas a los mencionados usos sociales.

Cuando nos hemos referido a otros honores, hemos querido incluir en este grupo todos aquellos que no están comprendidos en el tratamiento y en la precedencia. Son actitudes demostrativas de respeto o de reconocimiento de una posición superior, realizadas por una persona o un grupo de personas ante otra u otras o ante un símbolo (una bandera, una imagen) que representa una institución o unos determinados valores respetables. Generalmente, estos honores suelen estar a cargo de las fuerzas armadas y, por ello, reciben el nombre de honores militares. Con lo cual ya ha quedado dicho que tales honores quedan reservados para determinadas personas o instituciones en el sector público, o para algunos símbolos acreedores al respeto de todos los ciudadanos.

5.4.  La realización del protocolo

La aplicación o puesta en marcha de las normas de protocolo constituye la meta final de cuanto queda dicho en estas últimas páginas. Las distinciones sociales aludidas, su simbología y los honores inherentes a las primeras no tendrían ningún sentido si no se hicieran realidad con motivo de la celebración de actos públicos, que deparan la ocasión de que se encuentren distintas personas reunidas.

La realización de los actos públicos a los que asisten las autoridades del Estado y los representantes de las demás instituciones oficiales está sujeta a una serie de normas de protocolo, que, en esencia, consisten en hacer aplicación de los honores antes mencionados a cuantas personas asistentes tienen a ellos derecho. Por otra parte, el desarrollo de todo acto debe inexcusablemente obedecer a un orden predeterminado. La previsión de todo ello será, hablando en términos generales, la realización del protocolo.

Como se ve, la realización del protocolo demanda una programación previa, que depende, por una parte, de lo que dispongan las disposiciones vigentes sobre la materia, y por otra, de lo que en cada momento acuerden quienes aparezcan investidos de autoridad para decidir sobre la misma. Ya veremos en su momento cómo los actos públicos de carácter oficial, es decir, los que organicen los titulares de los órganos que constituyen el sector público, quedan sujetos a normas de protocolo contenidas en textos legales, a tradiciones y usos sociales; y cómo, cuando del sector privado se trate, el protocolo de sus actos públicos no aparecerá sometido a normas rígidas, salvo casos excepcionales, sino a los usos sociales.

En consecuencia, buena parte de esta obra estará dedicada a la descripción de los actos públicos oficiales, ya de carácter civil, ya de carácter militar, a los actos públicos que puedan tener un carácter oficial o no oficial y a los que puedan desarrollarse en el sector privado, finalizando con algunas nociones sobre el protocolo exterior y el llamado protocolo social.

5.5.  La actualización del protocolo

Hace tiempo que se viene observando que no existe reunión numerosa de profesionales del protocolo, en la que no se halle presente la llevada y traída cuestión de su actualización. El protocolo, se señala con machacona insistencia, debe adaptarse a los nuevos tiempos. Y, por lo que a España respecta, se traen a colación muy diversos temas, pero se insiste a todas horas en la necesidad de incluir en las normas del Estado que rigen la precedencia a mayor número de personas, so pretexto de haber sido olvidada inexplicablemente una serie de autoridades, muchas de ellas de nuevo cuño. Y últimamente se ha marcado el acento también en la necesidad de arrinconar los tratamientos honoríficos, por considerarlos obsoletos, porque nadie ya los utiliza y porque los ciudadanos de otros países no los entienden. O se postula, igualmente, la supresión de determinadas prendas de vestir -la corbata, por ejemplo- porque alguna personalidad relevante del mundo de la política se ha permitido prescindir de ella en un acto oficial.

Nadie duda de que al trabajo de los profesionales del protocolo deban incorporarse las nuevas tecnologías, y de que, por otra parte, se hayan producido cambios sociales -el papel de la mujer, por ejemplo- que demandan soluciones nuevas para supuestos antes inexistentes. Pero, todo ello, a mi entender, no justifica que se pretenda alterar el protocolo en sus aspectos sustanciales, ni que se imponga la necesidad de una actualización de aquél, al menos en los términos en que se plantean las cuestiones antes mencionadas.

Por tales razones, en esta obra se incluyen todos aquellos temas que se estima forman parte de nuestro protocolo, ya que las formas protocolarias todas -ceremonias, precedencias, tratamientos, indumentaria- constituyen el acervo cultural e histórico y buena parte de las costumbres de un pueblo, y éste, si no quiere traicionarse a sí mismo, debe esforzarse por conservarlas. Los pueblos antiguos -y España lo es- mantienen intactas muchas de sus costumbres, que son parte de su historia y que hoy, en la época del ordenador y de Internet, a otros pueblos -jóvenes y sin tantas tradiciones- pueden antojárseles sin sentido. Por eso las costumbres y los usos, cuando se han convertido en protocolo, no admiten más alternativas que la de suprimirlos o la de conservarlos. Pero, si por actualizarlo se entiende ir cercenando los aspectos externos que lo configuran y que reconocen razones históricas, estamos cayendo en una auténtica trampa.






	 (1) 

	Se citan en el texto los nombres que he considerado más significativos y que han aportado algo nuevo a los estudios de protocolo, pues, aunque hoy han aparecido buen número de textos, casi todos son meras copias de otros existentes o reimpresiones de los autores de sus propias obras. No puede ocultarse, sin embargo, que existe una cantera de jóvenes dedicados al estudio o práctica del protocolo, que, en plazo no muy lejano, han de producir trabajos de indudable mérito. También quiero advertir que no he mencionado autores de las denominadas disciplinas auxiliares, como las dedicadas al derecho premial, sobre el que existen magníficas obras que aparecen citadas reiteradas veces en este libro.
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	 (2) 

	Sobre estas materias, que recogen normas sobre el comportamiento social o «el saber estar», existen hoy innumerables libros, casi todos parecidos en su contenido y en su deficiente altura.
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	 (3) 

	Nadie debe escandalizarse si se llama la atención sobre la existencia de preceptos de nuestra Constitución, sistemáticamente infringidos precisamente por quienes la encomian públicamente y tienen el inexcusable deber de cumplirla y hacerla cumplir.
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	 (4) 

	Aunque en el texto hablo de secretarias, lo dicho resulta válido para ayudantes de dirección masculinos; en cualquier caso se trata de Secretariado de alto nivel.
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Estructuras del Estado 



1.  CONSIDERACIÓN PRELIMINAR

El estudio de la estructura del Estado se hace necesario para la debida comprensión de las instituciones que le sirven de soporte. Y el análisis de estas últimas resulta imprescindible para la determinación de las diversas funciones, ya en el sector público ya en el sector privado, llamadas a generar buena parte de las distinciones sociales.

De otro lado, el estudio de la estructura del Estado, como comunidad política vigente, alberga una serie de conocimientos elementales que han de ser previos al análisis de aquellas instituciones ya referidas a un Estado concreto. En efecto, el examen de la organización del Estado español, por demás tan compleja, es absolutamente imprescindible para conocer los quehaceres públicos existentes y los titulares de los órganos creados para llevarlos a cabo. Realmente, no podría asimilarse, al menos en el grado deseado, el contenido de los capítulos que siguen al presente si no se facilitara una serie de conceptos elementales, que han de ser tenidos en cuenta al estudiar aquel contenido.

Este capítulo pretende, por tanto, facilitar las ideas fundamentales sobre lo que es el Estado en general, su estructura y su funcionamiento, a fin de que puedan analizarse después, con algún detenimiento, la jefatura del Estado español, las instituciones que lo conforman, así como otras instituciones públicas de carácter menor que acompañan a las primeras, para estudiar después la estructura del sector privado, en el que inciden de una u otra manera casi todas las instituciones públicas.

Porque resulta evidente que los responsables del protocolo no sólo deben acercarse a las estructuras de las organizaciones públicas y privadas, sino también a los principios generales a que tales organizaciones obedecen y a las bases teóricas que le sirven de fundamento, extremos todos que exigen la adquisición de unos conceptos generales sobre lo que se conoce en la ciencia política con el nombre de Teoría del Estado. Dichos conceptos, por otra parte, servirán al estudioso, y sobre todo al profesional del protocolo, como cantera de conocimientos elementales muy aptos para el mantenimiento de esas relaciones sociales esporádicas, pero a veces comprometidas, con los dignatarios del Estado o de otras Entidades públicas a las que se verá frecuentemente abocado en su quehacer diario.

Éstas son las razones que me han movido a introducir este capítulo antes de proceder al estudio de la Corona, de las instituciones del Estado español, de las Entidades públicas infraestatales y de las estructuras sociales que componen el sector privado.

2.  LA COMUNIDAD POLÍTICA

2.1.  Origen histórico del Estado

El hombre ha formado grupos desde que existe. Pero no siempre las agrupaciones sociales de los hombres han exhibido las mismas características, sino que, como vienen señalando los sociólogos, dentro de la gran variedad de los grupos humanos, se han dado dos grandes formas de la vida social, que CHARLES COOLEY denomina grupos primarios y grupos secundarios. Los grupos primarios son «formaciones sociales de cariz emocional basadas en el sentimiento», y los grupos secundarios, «formaciones sociales basadas en intereses utilitarios» (SALVADOR GINER). Entre los primeros se encuentran la familia, la estirpe, la comunidad vecinal, hasta la nación. En los segundos, los valores anteriores se posponen a otros, a la asociación, que, como subraya FREYER, «descansa en un equilibrio de intereses y en un acuerdo racionales». El Estado, grupo secundario por naturaleza, es a menudo el fruto de un grupo primario, la nación (SALVADOR GINER).Pero el nacimiento del Estado, tal como hoy lo concebimos, reconoce un largo proceso. La doctrina ha descrito cómo de la era de libertad primitiva se pasa, a través de los siglos, a la forma de convivencia política, en que los hombres se someten a los hombres en tres fases: 1.ª que surge cuando los hombres se agrupan para defenderse de los peligros exteriores; 2.ª que se desarrolla cuando el hombre acude al trabajo para satisfacer sus necesidades; y 3.ª que se perfecciona cuando aparece la esclavitud, es decir, la sumisión de unos hombres a otros (CARRO MARTÍNEZ). Por eso OPPENHEIMER, al buscar el origen del Estado, manifiesta que tiene lugar cuando los pueblos pastores, más fuertes, vencen a los agricultores, sedentarios, que se hacen sus esclavos.

La palabra Estado fue utilizada por primera vez en el siglo XV por NICOLÁS MAQUIAVELO, en su conocida obra El Príncipe, alcanzando tal éxito que, tres siglos después, puede considerarse consagrada en la ciencia política. Pero ello no significa que, con anterioridad a aquella época, no existieran diferentes formas de organización social vigentes en un período que se ha dado en llamar preestatismo, por ser anterior al denominado régimen de Estado (CARRO MARTÍNEZ).

1. Preestatismo. Comprende este período las instituciones políticas orientales, la polis griega, la civitas romana y la civitas cristiana.

a) Las formas políticas orientales son despóticas y teocráticas. Despóticas, porque en ellas no existen garantías para el ciudadano, que es simplemente un instrumento del Estado; teocráticas, porque el poder político se identifica con el poder religioso. Fueron formas de enorme presión política (CARRO MARTÍNEZ) en las que «la influencia dominante fue religiosa, y las ideas que prevalecieron fueron creadas, sostenidas y destruidas por los sacerdotes» (GETTELL).

b) En la polis griega o ciudad-estado el individuo es ya un fin en sí mismo con un valor ético y moral, y no un mero instrumento del Estado, razón por la que interviene directamente en el ejercicio del poder, apareciendo así la democracia. Igualmente, se distingue ya, y por primera vez en el mundo, lo divino de lo humano, diferenciándose, por tanto, perfectamente lo espiritual de lo temporal.

c) La civitas romana se asemeja en un principio a la polis griega, pero, cuando se convierte en imperio, también por primera vez aparece en el mundo occidental la autoridad política (el imperium o majestas) concentrada en manos de una persona. La esfera privada de los ciudadanos se distingue ya de la pública, pues los romanos separan perfectamente el Estado de los individuos. Ello implica la regulación de relaciones entre las personas (no siempre con el poder público) y con ello el nacimiento del derecho privado, gran construcción de Roma que será luego imitado por otros pueblos.

d) La civitas cristiana de la Edad Media se caracteriza por la presencia del poder dividido entre los señores, la Iglesia y otros grupos, mientras desaparece la idea de Estado, de forma política única y bien organizada. El cristianismo es universal y no admite unidades políticas cerradas. El único vínculo político de la época es el personal y está representado por la fidelidad al monarca: es el tiempo de las instituciones feudales, de los fueros y de los privilegios. Por ello «resulta fácil al Papado mantener una preeminencia dominante sobre las endebles organizaciones existentes.»

2. Régimen de Estado. Al preestatismo sigue el régimen de Estado, que es el del Estado occidental bajo el que aún hoy se vive. La nueva forma política surge en la Edad Moderna como superación del pluralismo medieval, y es conocida, en su fase final, con el nombre de Estado absoluto. En él pueden distinguirse tres fases de elaboración doctrinal, al lado de su trayectoria histórica o real. Expresadas con sencillez, son las siguientes:

a) En el siglo XV MAQUIAVELO proclama la independencia del Estado de lo sobrenatural. El Estado queda abandonado a sus propias fuerzas y debe organizarse para no perecer. Realizaciones históricas de esta filosofía fueron las de los Reyes Católicos en España, LUIS XII en Francia y ENRIQUE TUDOR en Inglaterra.

b) En el siglo XVI BODINO da un paso más y afirma que el Estado necesita de la soberanía, es decir del poder ilimitado. Y la define como el poder absoluto y perpetuo de una república o de un Estado. La soberanía surge, pues, por un fenómeno de centralización del poder llevada a cabo por los monarcas. Realizadores históricos fueron CARLOS V en España, FRANCISCO I en Francia y ENRIQUE VIII en Inglaterra.

c) Finalmente, en el siglo XVII, la doctrina de la soberanía aparece configurada con mayor nitidez por HOBBES, para quien la soberanía o el poder civil, que él llama el Leviathan, es un poder sin ningún género de limitaciones. Y afirma que es preciso que ese poder irresistible sea atribuido a una persona para que provoque la sumisión a él de todos los demás dentro del Estado. Tal persona es el monarca. La doctrina de HOBBES cristaliza históricamente en la figura de LUIS XIV de Francia, que la proclama con la conocida frase de «el Estado soy yo.»

Al Estado absoluto sucede el Estado liberal. Éste pretende debilitar las fuerzas del monarca y pregona la limitación del poder del Estado, el cual debe molestar lo menos posible y reducir su misión simplemente a proteger al individuo mediante el empleo de medios jurídicos. El Estado liberal, al que también se llama Estado constitucional o de Derecho, nació con el triunfo de la Revolución Francesa en 1789, a partir de la cual fue proclamada la Declaración de Derechos del Hombre, acontecimiento histórico, el primero, que produce el golpe de muerte del Estado absoluto.

La realidad histórica contemporánea nos viene ofreciendo dos tipos de Estado: el totalitario y el contemporáneo de Occidente. El primero interviene todas las esferas de la vida privada del hombre mediante técnicas de planificación. Reconoce su origen en la doctrina de HEGEL y ha tomado dos vertientes, la del Estado nazi, ya desaparecido, y la del Estado comunista.

El Estado contemporáneo de Occidente no quiere desconocer las libertades, sino precisamente lograr el equilibrio entre el individuo y el Estado. Son sus notas características: el aumento de la importancia del poder ejecutivo, la limitación de los parlamentos a la función de control, el deseo de admitir la responsabilidad, a cuyo efecto existen órganos de control, y la transformación de las libertades individuales de signo negativo en derechos sociales de contenido positivo.

2.2.  Concepto y fines del Estado

Aunque son términos bien distintos, no cabe duda de que el concepto que se tenga del Estado determinará en alguna medida los fines del mismo.

1. Concepto del Estado. Se ha dicho que el Estado es la más compacta, lograda y perfecta de las comunidades humanas existentes en la actualidad (DUVERGER). Ya ARISTÓTELES había considerado a la polis como la sociedad perfecta, a diferencia de los demás grupos sociales. Ello explica, como ya hemos visto, que a su poder no se le reconozcan límites y que esté por encima de todos los demás poderes sociales.

Una de las definiciones más claras y sencillas que se han formulado del Estado es aquella que ve en él «un grupo social sedentario cuyas notas cualificadoras residen en que está organizado por un poder soberano que le permite exigir lealtad plena a los individuos y grupos que lo integran» (CARRO MARTÍNEZ). Analizando esta definición, observamos:

1.º Que se trata de un grupo social sedentario, es decir, de un grupo formado por hombres establecidos en un territorio concreto.

2.º Que está organizado por un poder soberano, esto es, por un poder que no depende de otro superior y que es ilimitado.

3.º Que exige lealtad plena, lo que significa que el Estado, a diferencia de otras organizaciones, puede exigir a sus miembros cuantos sacrificios estime necesarios para el cumplimiento de sus fines.

4.º Que esa exigencia de lealtad afecta a los individuos y grupos que lo integran, extremo que hace resaltar una característica del Estado moderno, a saber, que no sólo está constituido por personas físicas sino también por grupos (corporaciones, asociaciones, sindicatos...).

Con el fin de explicar la necesidad del Estado, SOLTAU hace ver cómo la naturaleza humana está montada sobre dos realidades: 1.ª el hombre no puede vivir solo, porque depende de los demás; 2.ª el hombre quiere vivir a su manera, tratando de imponer su voluntad. Frente a estas dos realidades contradictorias, surge el Estado como ente capaz de resolver los conflictos que puedan darse en el seno de la sociedad .

Entre la sociedad y el Estado existe una lógica interdependencia, pues la sociedad es necesaria al hombre y el Estado es necesario a la sociedad (FRAGA IRIBARNE). El problema estriba en establecer los límites de la intervención estatal en cada momento y en cada lugar.

2. Fines del Estado. Cuando se aborda el problema de los fines del Estado, la doctrina ha proporcionado muy diversas respuestas, que pueden incluirse en dos grandes grupos: teorías que defienden el fin único del Estado y teorías que atribuyen al mismo fines múltiples.

Las teorías que hablan del fin único del Estado se refieren a la felicidad, a la realización de la justicia o al bien común, prevaleciendo las que defienden este último fin. Pero la dificultad estriba en diseñar lo que es el bien común, ya que puede encerrar un concepto abstracto e ideal o concreto y real, esto es, el que debe realizar un determinado Estado en un momento histórico.

Las teorías que admiten los fines múltiples hacen una enumeración concreta de fines específicos para cada pueblo, cuyo número varía según la concepción que se tenga del Estado. De tal forma que, en una concepción individualista, los fines serán pocos y se dejará a la sociedad que se valga de sus propias fuerzas, mientras que, en una concepción socialista del Estado, éste asumirá muchos fines, subrogándose así en el puesto de la sociedad.

Hoy ya no es defendible el fin único del Estado, de este Estado moderno que todo lo planifica e interviene. Pero la duda nos asalta cuando intentamos concretar cuáles son los distintos fines a que el Estado debe atender. Por una parte, es posible argüir que cada Estado en concreto puede estimar que tiene una misión especial que cumplir en el concierto universal de las naciones, por razón de su etnografía, economía, cultura, historia, etc. Mas, por otra, hoy nadie duda que existe una serie de funciones a las que el Estado moderno no puede renunciar confiando en las fuerzas sociales, donde siempre prevalecen los intereses privados. Tales funciones son, por ejemplo, el orden público, la defensa nacional, la justicia, la política exterior, la enseñanza, la sanidad, etc. Hoy parece inevitable «la conformación estatal del orden social por medio de la intervención directa y por la participación activa del Estado u otro sujeto de la Administración pública en las funciones de la vida social» (FORSTHOFF).

2.3.  Elementos del Estado

Tradicionalmente se viene admitiendo que tres son los elementos esenciales del Estado: la población, el territorio y el poder.

1. La población. Es el elemento humano del Estado y constituye un grupo coherente, ligado por la dependencia a un mismo poder político, que es el vínculo más fuerte, ya que la condición de súbdito o conciencia de la obediencia común es la mejor fuente de coherencia para la población.

Según KELSEN, la población puede ser considerada con un criterio estadístico (como suma de individuos), con un criterio sociológico (cuando se agrupa por naciones) o con un criterio jurídico (límite personal de aplicación de normas jurídicas). En cuanto la población es sujeto de derechos, hablamos de ciudadanos, y en cuanto lo es de deberes, de súbditos.

La nación, por su parte, es un grupo de individuos con comportamientos semejantes o costumbres comunes. El concepto de nación comprende dos elementos: el primero, constituido por factores objetivos, a saber, la existencia de comunidad de tradición, cultura, origen y raza; el segundo, constituido por un factor subjetivo, esto es, la consciencia del grupo de que existen esos lazos de comunidad. De ahí que lo importante, en el concepto de nación, sea la voluntad común entre los miembros de estar unidos. Es el concepto de nación como empresa que concibiera ORTEGA: no se convive por estar juntos, sino para hacer juntos algo.

La nacionalidad, por tanto, es la condición de ciudadano de un país. Nace por el ius sanguinis (nacidos de padres nacionales) o por el ius soli (nacidos en territorio nacional). La legislación de cada Estado regula el sistema de adquirir y perder la nacionalidad, lo que puede dar origen a la existencia de personas que no tengan nacionalidad (apátridas) y de otras que tengan doble nacionalidad.

2. El territorio. Es el área geográfica en la que actúa el poder del Estado. Es el elemento más estable y más inerte, que en los tiempos modernos ha cobrado un relieve político colosal. De ahí que haya nacido una nueva ciencia, la Geopolítica, que analiza la influencia de todos los elementos territoriales sobre la población del Estado.

El territorio del Estado comprende el suelo, es decir, el territorio delimitado por sus fronteras, que pueden ser naturales o artificiales; el subsuelo, que abarca una figura cónica que va desde el suelo hasta el centro de la tierra; el espacio aéreo, integrado por la columna de atmósfera asentada sobre el territorio nacional, sin ningún límite; y el espacio marítimo, constituido por el mar adyacente que baña las costas de un país.

Se consideran también territorio del Estado, por una ficción, algunos lugares u objetos: las embajadas, los buques en alta mar, los buques de guerra y las aeronaves militares.

3. El poder. Constituye el elemento más importante del Estado, ya que, como advierte HAURIOU, no puede existir derecho, no puede existir Estado, no puede existir orden en una sociedad sin un poder que los cree. La ley, el derecho y la justicia deben ser respaldados por el poder, el cual consiste en que unas libertades individuales imperen sobre otras para lograr un orden estable, a través de la obediencia. Como señala CARRO MARTÍNEZ, la obediencia es la esencia del poder y supone sumisión y conformismo, pudiendo ser automática, cuando se obedece sin darnos cuenta, y reflexiva, cuando se piensa en las consecuencias de la desobediencia y se obedece por temor a la sanción.

El poder político exige lealtad plena, es decir, abarca la totalidad de facetas de la vida social, y lealtad inexcusable porque sus mandatos no pueden eludirse. El poder político, además, es un poder que no admite concurrencia, que se monta por encima de todos los poderes. Las notas de plenitud e inexcusabilidad convierten al poder en soberanía o poder ilimitado, que es ejercitable mediante la fuerza. Ésta es, por tanto, elemento típico del poder, el cual no es sólo fuerza, sino que es fuerza con consentimiento. Por eso se ha definido el poder como la energía o preeminencia moral que tienen algunos hombres para regir a los otros logrando su obediencia (P. MOLINA).

El poder que es capaz de crear un orden basado en la justicia deja de llamarse poder y se convierte en autoridad. Ésta es, por tanto, el poder legitimado (tiene el crédito del pueblo), institucionalizado (no reside en persona concreta sino en las instituciones) y limitado (a mandatos justos).

3.  EL ESTADO DE DERECHO

3.1.  Distribución funcional del poder

Fue el barón de MONTESQUIEU quien, en el siglo XVIII, habló por primera vez de los poderes del Estado en su obra notable El espíritu de las leyes, donde dedica el libro XI a describir la teoría de la división de poderes, de la que había sido verdadero precursor el inglés JOHN LOCKE. Estudiando la concepción inglesa de la libertad y del sistema gubernamental del Estado, durante el período que vivió en Inglaterra, MONTESQUIEU llegó a la conclusión de que en el Estado se dan tres clases de poderes: el poder legislativo, el poder ejecutivo de las cosas que dependen del derecho de gentes y el poder ejecutivo de las cosas que dependen del derecho civil. Por el primero, el príncipe hace las leyes, las modifica y las deroga; por el segundo, hace la paz o la guerra, recibe y envía embajadas y cuida de la seguridad del Estado; y por el tercero, castiga los crímenes y juzga las diferencias entre los particulares. Para que se dé la libertad política de los ciudadanos, es necesario que estos tres poderes no estén reunidos en la misma persona o en el mismo órgano; hace falta establecer un equilibrio entre ellos, es preciso que «el poder contenga al poder», pues «quién lo diría: incluso la virtud tiene necesidad de límites.»

La teoría de MONTESQUIEU fue seguida por toda la doctrina de los siglos XVIII y XIX, que la aceptaron como si de un dogma se tratara. Esta aceptación no sólo fue teórica sino práctica. Así, la Constitución norteamericana de 1787 está montada sobre la base de una distribución rígida de los tres poderes. Y en Francia, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano establece que ningún Estado tendrá Constitución si no tiene declaración de derechos ni división de poderes.

Según la teoría de la división de poderes, mediante el poder legislativo, el Estado declara las normas jurídicas a las que han de ajustar su conducta los residentes en su territorio, manifestándose ese poder a través de la aprobación de las leyes. Mediante el poder ejecutivo, el Estado aplica las leyes aprobadas por el legislador, ya dictando actos concretos de mando, ya dictando normas jurídicas de menor importancia que la ley (reglamentos), ya resolviendo las reclamaciones que le formulen los ciudadanos. Por el poder judicial, el Estado resuelve las controversias entre los miembros de la sociedad, aplicando el Derecho a un caso concreto o juzgando la conducta delictiva de las personas que residen también en su territorio.

A la división de poderes se le han dado varias interpretaciones, destacando entre ellas dos: la interpretación llamada parlamentaria y la interpretación presidencialista. En el régimen parlamentario, se da una interpretación flexible de la división de poderes, pues los poderes del parlamento predominan sobre los demás, ya que controla la política al no contentarse con legislar, sino que pretende gobernar mediante personas que gozan de su confianza. En el régimen presidencialista, se da una separación tajante y absoluta entre los poderes, ya que el legislativo no ejerce influencia sobre el ejecutivo y los ministros no entran en el parlamento. Es el régimen típico de Estados Unidos.

En nuestro siglo estamos asistiendo a lo que GONZÁLEZ NAVARRO ha calificado como un rechazo doctrinal del mito de la división de poderes, tanto por parte de autores extranjeros como de españoles. Quizá el más explícito de todos sea el francés CARRÉ DE MALBERG, que parte de la distinción entre poder, función y órgano. Según él, la potestad del Estado es una y se identifica con el poder que tiene de manifestar su voluntad y de imponerla, a través de sus órganos. Las funciones son «las diversas formas como se manifiesta la actividad dominadora del Estado». Órganos son las diferentes personas o cuerpos públicos encargados de desempeñar las distintas funciones del poder. Éste, por tanto, es uno; las funciones y los órganos, múltiples. Lo deseable, pues, es atribuir distintas funciones estatales a distintos ostentadores del poder u órganos estatales, ya que la distribución del poder entre diversos ostentadores significa limitación y control. Por eso GARRIDO FALLA ha llegado a la conclusión de que el principio de la división de poderes ha quedado «reducido a una simple tendencia, jamás lograda plenamente, que aspira a confinar cada función estatal como competencia propia del poder de su respectivo nombre.»

En resumen, podríamos concluir que el poder del Estado es único y está constituido por la facultad ilimitada (soberanía) de realizar cuanto necesite para obtener sus fines. Y para ello dispone de distintos órganos, cada uno de los cuales lleva a cabo determinadas funciones. El poder tiene un sentido político, la función es apolítica. La división de poderes es relativamente moderna, pero las distintas funciones del Estado han existido siempre. La función recuerda lo que se hace; el poder es quien lo hace.

3.2.  Notas del Estado de Derecho

Se ha dicho que no es problema nuevo, pero sí muy aireado a fines del siglo XIX y en los comienzos del XX, el de la limitación del Estado por el Derecho, que ha llegado a ser una de las fundamentales ideas del Derecho público moderno (CASTÁN TOBEÑAS).

Hoy la expresión Estado de Derecho, que fue utilizada por vez primera por el alemán ROBERT VON MOHL, se opone a la de Estado absoluto y totalitario, como Estado este último con poder ilimitado y no controlado jurídicamente. Y desde la Declaración de los Derechos del Hombre de 1789, se entiende que aquel tipo de Estado ha de garantizar los derechos fundamentales del hombre, así como la separación o división de poderes, con absoluta primacía de la ley.

Se trata, pues, como explica ELÍAS DÍAZ, del imperio de la ley positiva como base de toda construcción, prevaleciendo sobre todos los demás actos estatales (administrativos, judiciales y legislativos de inferior rango), que a ella deberán subordinarse.

El mismo profesor señala con detalle, como exigencias insoslayables a todo auténtico Estado de Derecho, las siguientes:

1.ª Imperio de la ley, entendida ésta como expresión de la voluntad general, esto es, de una asamblea de representación popular libremente elegida.

2.ª Separación de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, lo que significa que la creación de las leyes (función legislativa) ha de corresponder al poder legislativo y que la aplicación de las mismas (funciones ejecutiva y judicial) ha de encomendarse a los poderes ejecutivo y judicial, sin que ninguno de los tres poderes se inmiscuya en la función de los demás.

3.ª Legalidad de la Administración, esto es, regulación de la misma por la ley y sometida a control judicial. Lo que quiere decir que la Administración en su actuación deberá respetar y ajustar sus actos a la Ley, que constituye precisamente su límite, y además que, contra las posibles infracciones legales en que pueda incurrir, deberá establecerse un control jurisdiccional o sistema de «justicia administrativa.»

4.ª Derechos y libertades fundamentales, no sólo en su garantía jurídico-formal sino en su realización material. Es decir, el establecimiento jurídico-constitucional de los derechos fundamentales de la persona y la posibilidad de exigir su cumplimiento. Los principales de estos derechos son: a la vida e integridad física, a la libertad de pensamiento y de expresión, a la libertad religiosa, a la reunión y asociación, a la igualdad ante la ley, a la seguridad y garantía de la administración de justicia y a los derechos económicos y políticos.

De las anteriores notas, quizá la más visible, quizá la que con mayor frecuencia pueden acusar los ciudadanos, es la que se refiere al sometimiento de la actividad administrativa a la ley y su posterior control judicial. GONZÁLEZ PÉREZ señala que en un Estado de Derecho la Administración no puede actuar arbitrariamente, lo que quiere decir que en todo momento tienen que poder ser comprendidas sus pautas de comportamiento; que tiene que ser posible comprender por qué hace una cosa y no otra. Como dilucida una admirable sentencia del Tribunal Supremo, «en un Estado de Derecho la Administración debiera actuar con tan exquisito cuidado que la intervención de los tribunales se reduzca al mínimo indispensable», pues «la democracia -cuando se dejan a un lado las grandes frases- es eso: limitación, freno y control. Nada más. Pero nada menos que eso» (STS 17 abril 1990).

3.3.  Los poderes derivados

El poder, por propia expansión, tiende a ejercerse sobre el mayor ámbito posible, esto es, sobre todo el territorio del Estado. Pero existen intereses, tradiciones y peculiaridades que a veces impiden o hacen difícil el ejercicio del poder de forma igualitaria en toda la extensión territorial. De ahí que surja la necesidad de distribuir el poder del Estado entre entidades inferiores.

Cuando el poder se ejerce de forma igualitaria sobre la totalidad del territorio, se habla de Estado con poder centralizado, pero cuando el poder se ejerce sobre el territorio en forma desigual, respetando ciertas características, peculiaridades e intereses geográficos, o simplemente consintiendo que entes inferiores al Estado compartan poder, aparece un Estado con poder descentralizado.

La génesis de los conceptos de centralización y descentralización debe buscarse en la lucha que, a través de la historia de todos los países, se ha venido sosteniendo entre las poderosas monarquías unificadoras y los arraigados sentimientos que presiden la vida local, en un intento de conservar los municipios sus antiguas instituciones, un día protegidas por los propios monarcas para abatir el poder de los señores. La centralización es de origen francés y nació con la destrucción del feudalismo y el establecimiento de la monarquía absoluta, que concentró en manos del Estado las más importantes y numerosas funciones públicas. La descentralización es de origen inglés, pues en Inglaterra los poderes locales pudieron resistir el poder real, y salvarse durante la Edad Media del naufragio padecido en los Estados continentales.

La descentralización territorial se legitima, ante todo, por el hecho de que determinadas entidades de ese carácter han precedido a la existencia del Estado, pero, además, ha suscitado en su favor otras consideraciones: descongestiona el poder central, sirve de escuela de ciudadanía y hace más expedita y rápida la Administración local. Cuando aparece la descentralización frente al poder central, se da la existencia de una serie de poderes locales que actúan en esferas territoriales determinadas. Y ello ocurre porque así lo decide el propio Estado, el Estado soberano que cede algunos de sus poderes a entidades inferiores. De ahí que cuando hablamos de estas últimas nos refiramos a poderes derivados, pues, a diferencia de los del Estado, que son originarios, los derivados existen porque el Estado consiente que existan.

Los poderes derivados no son todos iguales, sino que en ellos se descubren escalones, ya que las parcelas de poder pueden transferirse a las regiones, a las provincias, a los municipios y hasta a determinadas Corporaciones públicas. Pero, en cualquier caso, el Estado a quien corresponde el poder originario se reserva la posibilidad de ejercer un determinado control, con el fin de asegurarse de que los poderes cedidos se ejerzan correctamente y no interfieran los del Estado, o los gobernantes que los ostenten no atenten contra los intereses de aquél.

4.  FORMAS DE ESTADO Y FORMAS DE GOBIERNO

4.1.  La Constitución

Toda asociación permanente, como lo es el Estado, necesita un principio ordenador conforme al cual se constituya y desenvuelva su actividad. Este principio será el que limite la situación de sus miembros dentro de la asociación y en relación con ella. Una ordenación o estatuto de esa naturaleza, y para el Estado, es lo que se llama Constitución.

La Constitución es, por tanto, «la organización fundamental de las relaciones del poder del Estado» (CARRO MARTÍNEZ), es decir, de los distintos órganos que ostentan los poderes del mismo. Y el principio ordenador referido que conlleva toda Constitución ha de ser declarado por el poder legislativo, declaración que puede ser hecha de una forma especial o, por el contrario, puede revestir cualquiera de las modalidades normales con las que el Estado expresa el Derecho. Por eso la Constitución puede ser considerada desde un punto de vista formal y desde un punto de vista material.

La Constitución formal no es sino el texto escrito que reviste forma especial en cuanto a su origen (emana del poder constituyente), en cuanto a su contenido (tiene declaración de derechos individuales y la estructura de los poderes del Estado) y por su expresión, que es siempre escrita. La Constitución material, en cambio, existe cuando la materia regulada es de importancia política fundamental.

En la estructura de la Constitución cabe distinguir dos partes: una parte dogmática, donde figuran las declaraciones programáticas del Estado, así como los derechos y deberes de sus ciudadanos; y una parte orgánica, en la que se regulan las relaciones del poder del Estado.

La importancia de las normas constitucionales hace que éstas deban ser objeto de control, para evitar el incumplimiento de sus preceptos, consiguiendo así que todos los poderes del Estado se ajusten a los mismos. Según los países, el control constitucional se lleva a cabo mediante distintos sistemas, que pueden ser reducidos a tres: a través de los tribunales de justicia (sistema judicial), mediante tribunales especiales (tribunales de garantías) y por medio de las cámaras legislativas (sistema legislativo).

Muchas son las clasificaciones que se han hecho de las Constituciones, todas ellas atendiendo a criterios muy diversos y que, aunque no tienen gran importancia, sirven para acabar de perfilar el concepto que estamos analizando. Dejando aparte la división, ya mencionada, de Constitución formal y material, se ha hablado, además, de:

a) Constitución flexible, que es aquella cuyo contenido puede modificarse mediante una ley ordinaria; Constitución rígida, cuya derogación o modificación requiere procedimientos legislativos especiales. La permanencia que demanda toda Constitución hace que la mayoría de ellas sean rígidas, ya porque exigen que su modificación o derogación se haga por órganos especiales (asamblea constituyente), ya porque se precise para ello un procedimiento legislativo más complejo (mayoría de votos cualificados, por ejemplo).

b) Constitución escrita, como son la mayoría; Constitución consuetudinaria, o no escrita, que incluye textos legales y convenciones o costumbres.

c) Constitución política, que se refiere al poder político y a los derechos individuales; Constitución social, que comprende, además, los derechos económicos y sociales de los ciudadanos.

d) Constitución pactada, resultante de un pacto entre el monarca y el pueblo, es decir, entre la soberanía del rey y la del pueblo, pues se parte de la base de que la soberanía es compartida por ambos; Constitución otorgada, o concedida unilateralmente por el rey, por estimarse que es éste el depositario del poder constituyente; Constitución impuesta al monarca por el pueblo, que se considera titular de la soberanía a través de su representación en el parlamento.

La Constitución es una norma jurídica fundamental (norma normarum) en un doble sentido, pues, por una parte, su contenido constituye el punto de arranque para el desarrollo legislativo del total ordenamiento jurídico del Estado, y por otra, constituye el primer escalón en el ordenamiento jerárquico de las fuentes del Derecho y, por tanto, tiene rango y valor de superley (GARRIDO FALLA).

4.2.  Formas de Estado

La ciencia política ha distinguido entre la forma de Estado y la forma de gobierno. La primera está determinada por la posición que ocupan y las relaciones que guardan entre sí el pueblo, el territorio y el poder, los tres elementos del Estado. La forma de gobierno, en cambio, viene determinada por la posición que ocupan y las relaciones que guardan entre sí los diversos órganos constitucionales del Estado. Por eso no es posible estudiar en abstracto las formas de gobierno, sino que deben ser consideradas en el marco concreto de una forma determinada de Estado.

La forma de Estado puede variar en función de uno de sus elementos, el territorio, o en función de la organización del poder.

a) Atendiendo a su estructura y a la función predominante del territorio, los Estados se han dividido en dos grandes categorías: simples y compuestos. El Estado simple o unitario «concentra en un ente único el poder sobre todo el territorio nacional sin divisiones internas, salvo las de naturaleza administrativa (municipios, provincias, departamentos)» y su estructura aparece dada por un solo ordenamiento jurídico (LUCAS VERDÚ). El Estado compuesto está formado por dos o más Estados que no pierden su condición estatal, aunque forman una organización superior, también estatal.

Sobre los Estados compuestos se han formulado varias divisiones. Para DIENA los Estados compuestos pueden ser uniones o federaciones, subdividiendo las primeras, a su vez, en uniones personales y uniones reales. Existe unión personal cuando varios Estados independientes se encuentran ligados por tener un jefe común, conservando personalidad y ordenamiento constitucional propios, (CARLOS I en España y V en Alemania). Se da la unión real, en cambio, cuando los Estados están unidos por disposiciones expresas de su Constitución para ejecutar un acuerdo, conservando plena autonomía en sus relaciones internas, aunque su personalidad ante terceros queda absorbida por los del ente colectivo. Las uniones de Estados tienen casi siempre carácter transitorio, y están destinadas a desaparecer para dar paso a un Estado unitario o a varios Estados completamente independientes.

Existe una federación cuando varios Estados se asocian de un modo permanente con el objeto de ejercer en común sus derechos de soberanía a fin de promover mejor su interés. Según el grado de intensidad de los ligámenes entre los Estados federales, se habla de confederación de Estados o bien de Estado federal. En los primeros, cada uno de los Estados conserva su propia personalidad incluso en sus relaciones con terceros Estados. En los Estados federales su ligamen es tan estrecho que corresponde al poder central federal la representación frente al extranjero de los miembros, que pierden su personalidad jurídica internacional.

b) Atendiendo a la organización del poder, las formas de Estado hoy pueden quedar reducidas, en opinión de BURDEAU, a dos: las de los regímenes autoritarios y la de los regímenes democráticos.

Dentro de los regímenes autoritarios se señalan tres subtipos: el cesarismo empírico, en el que el Jefe va resolviendo con cualquier forma los problemas que cada día surgen; la dictadura ideológica, que pretende justificar las facultades excepcionales del Jefe; y el régimen de poder individualizado, que es la teocracia moderna (Alemania en el III Reich). En cualquier caso, las instituciones pasan a ocupar un segundo puesto, ya que en primer término se coloca a un hombre.

Como indica JIMÉNEZ DE PARGA, en la democracia se aspira al reino de todos. Según él las democracias admiten varios subtipos: el régimen presidencial, que supone que la misma persona es, a la vez, jefe del Estado y jefe del gobierno; el régimen de asamblea, en el que el gobierno es un mero comisionado de la cámara representativa; y el régimen parlamentario, típico de la colaboración de los poderes, en el que existe un jefe de Estado (rey o presidente de la República) políticamente responsable y un parlamento que controla la gestión gubernamental.

Para el mismo catedrático, las organizaciones que algunos autores denominan «democracias progresivas», o «económicas» o «democracias marxistas» deben ser incluidas en las llamadas monocracias, en las que no existe la concurrencia abierta de partidos.

4.3.  Formas de gobierno

La cuestión de las formas de gobierno ha ocupado a la doctrina de antiguo. Ya ARISTÓTELES distinguió los gobiernos puros, que son los que persiguen el bien común, de los gobiernos impuros, que persiguen el bien particular de los gobernantes. Las formas puras eran la monarquía, la aristocracia y la democracia; la degeneración de estas formas daba lugar a las impuras, esto es, a la tiranía, a la oligarquía y a la demagogia.

Los tres términos aristotélicos -monarquía, aristocracia y democracia- son sustituidos por MAQUIAVELO por el binomio monarquía y república, que subsiste hasta hoy. MONTESQUIEU, en su mencionada obra, distingue las siguientes formas: la república, en la que las leyes se inspiran en la virtud pública; la monarquía, en la que las leyes se imponen en virtud del sentimiento del honor; y el despotismo, en donde las leyes sólo responden al principio de la fuerza y del temor.

En realidad, debe admitirse que «siempre que una forma de gobierno es pura e intenta conseguir el bien común, esa forma de gobierno es válida» (CARRO MARTÍNEZ). Y que, como se ha afirmado, la cuestión de las formas de gobierno no es trascendental aunque haya apasionado a los políticos de todos los tiempos (BRYCE).

En la actualidad sólo puede hablarse de dos formas de gobierno, es decir, de la monarquía y de la república, dos tipos ideales de gobierno que, en opinión de KELSEN, no han llegado a existir nunca en la realidad. Según se ha subrayado, «la forma de gobierno, cuya desvaloración presente es obvia, parece referirse, principalmente, al carácter electivo o no electivo del jefe del Estado, a que sea vitalicio o temporal el ejercicio de las facultades que le atribuye la Constitución y, además, en el caso de permanencia, a que el ejercicio de la suprema magistratura estatal se pueda transmitir o no por sucesión vinculada a una familia (dinastía) que goza de un status público especial en el Estado» (LUCAS VERDÚ).

Lo dicho es la descripción de la monarquía, que se distingue por su carácter vitalicio y hereditario, si bien en el pasado han existido monarquías electivas. En la república, en cambio, el jefe del Estado es elegido por los ciudadanos, por el parlamento o por éste y otros miembros que se le suman en el momento de las elecciones, con intervención de los partidos políticos. El presidente de la República ejerce un mandato temporal, de mayor o menor duración, no transmite su cargo a nadie ni designa sucesor.

Son características de la monarquía las siguientes: la minoría regia, período en que el rey no puede reinar, fijado en la Constitución; la regencia y la tutela, instituciones que suplen la deficiencia del monarca en su minoría de edad; la dotación o asignación que en los presupuestos del Estado se señala a la familia real (lista civil); la extinción, que puede tener lugar voluntariamente por abdicación o a la fuerza mediante la revolución; y la restauración, que aparece cuando se vuelve a instaurar la monarquía derribada. Por otra parte, atendiendo al sistema de designación del titular, las monarquías pueden ser electivas y hereditarias. Y por razón del funcionamiento del régimen que sostengan, absolutas o limitadas.

La forma republicana fue en principio utilizada para canalizar la forma de gobierno monárquica. Suele distinguirse entre repúblicas aristocráticas y democráticas, aunque las primeras ya no existen. Las segundas, en cambio, pueden ser puras, cuando los gobernantes y gobernados son las mismas personas; representativas (todas hoy día) en las que se designan representantes a través de elecciones; y mixtas, aquellas en las que existe representación electoral e intervención directa de los ciudadanos a través del referéndum o iniciativa popular. Puede haber repúblicas con presidente o sin presidente, y la elección de éste puede realizarse por plebiscito o por el parlamento, sistema este último que predomina en Europa. Finalmente, en las respectivas Constituciones se prevén la capacidad, el período, la reelección, la sustitución y la responsabilidad de los presidentes.

5.  LAS INSTITUCIONES POLÍTICAS

5.1.  Los partidos y el parlamento

Son ambas las instituciones que, en cierta manera, inician en el tiempo la organización del Estado y que dan lugar a la existencia de los órganos constitucionales.

1. Los partidos políticos. Son los grupos de naturaleza política por excelencia (JIMÉNEZ DE PARGA). Por eso se ha definido al partido como «toda agrupación de individuos que, profesando los mismos puntos de vista políticos, se esfuerzan en hacerlos prevalecer y buscan, a la vez, la reunión del mayor número posible de ciudadanos y la conquista del poder o, al menos, influir en sus decisiones» (BURDEAU). Definición mucho más sencilla, e igual de clara, es la de FERNÁNDEZ DE LA MORA, para quien un partido político es simplemente «un conjunto de personas que se unen para conquistar y conservar el poder», añadiendo que «las demás notas que suelen aducir los estasiólogos no son esenciales.»

Los partidos políticos, precisamente por los trascendentales fines que persiguen, exhiben notas sui generis respecto de su estructura y funcionamiento, que los diferencian sobremanera de las demás asociaciones. Estas notas son las siguientes:

1.ª Destaca el papel pasivo de sus miembros, pues suele existir entre ellos un núcleo de dirección activa, unos correligionarios con papel esencialmente pasivo y el resto de los miembros, que juegan un papel de objeto (MAX WEBER). Por eso se ha dicho que «los partidos son cualquier cosa menos asociaciones de electores» (SCHATTSCHNEIDER).

2.ª Consecuentemente, los socios no eligen a los directivos en asambleas generales, sino que, como observa MAX WEBER, el liderazgo viene de arriba abajo, toda vez que «es el jefe político el que gana sus adeptos y conquista a la masa por medio de la demagogia.»

3.ª La organización de los partidos políticos es oligárquica (DUVERGER) y «rigurosamente autoritaria» (MAX WEBER). Como pone de manifiesto VIRGA, aquéllos «tienden a asumir una estructura oligárquica o francamente autocrática, que contrasta extrañamente con las ideologías programáticas que los propios partidos profesan en relación con la organización estatal.»

4.ª Son un instrumento de dominio con relación a la base, pues constituyen una «organización que da origen al dominio de los elegidos sobre los electores, de los mandatarios sobre los mandantes, y de los delegados sobre los delegadores» (MICHELS).

El derecho de asociación política aparece reconocido en las Constituciones de los países cuyo régimen se autodenomina democrático, que otorga a los ciudadanos el derecho a intervenir en las funciones públicas a través de los partidos, a los que se ha tratado de identificar con la democracia política, aunque lo cierto es que ésta no exige necesariamente el sistema de partidos, como cabría suponer, sino que más bien favorece la representación de intereses de grupos, no siempre coincidentes con los intereses de la sociedad, que son los únicos que justifican no sólo la existencia del asociacionismo político, sino la del propio Estado. Ello no ha impedido que el sistema de partidos haya pasado a ser el sistema político que cuenta con más adeptos.

En los partidos pueden descubrirse distintas categorías de miembros: los electores, que no son propiamente miembros, aunque el partido tiene que contar con ellos para triunfar; los simpatizantes, electores que participan en alguna actividad indirecta del partido; los adheridos, sólo existentes en los partidos contemporáneos; y los militantes, esto es, los afiliados que llegan a serlo a través de un sistema rígido y severo (CARRO MARTÍNEZ).

Distintos de los partidos políticos son los grupos de presión, que aparecen cuando un grupo de interés incide en la vida política con el propósito de que los poderes públicos o la opinión pública se orienten en un sentido determinado. Por eso se ha dicho que «un grupo de presión es un grupo de interés actuando políticamente» y que, aunque no todos los grupos de interés se convierten en grupos de presión, éstos sí son, en cambio, grupos de interés (JÍMENEZ DE PARGA).

Los grupos de presión pueden clasificarse en dos grandes categorías: grupos de presión económica (organizaciones patronales, colegios profesionales, sindicatos obreros, etc.); y grupos de presión de base ideológica, de carácter mucho más diversificado, con objetivos sociales o morales (organizaciones juveniles...), con objetivos políticos de carácter particular (asociaciones pacifistas...), con objetivos de índole religiosa (movimientos de apostolado...) y asociaciones artísticas o intelectuales .

2. El parlamento. La función legislativa del Estado se ejerce a través de los parlamentos, cuya organización puede ser monocameral o bicameral, según consten de una o dos cámaras, existiendo argumentos para la defensa de una y otra modalidad. En el segundo supuesto, se habla de cámara baja y de cámara alta.

Se ha sostenido que las ventajas del sistema bicameral superan a las del monocameral. En efecto, el primero permite meditar las leyes dos veces, da lugar a la representación de intereses sectoriales (económicos, sociales, profesionales), y constituye una garantía contra los abusos de la cámara cuando es única. Existe un bicameralismo imperfecto, que se produce cuando la llamada cámara alta tiene menos atribuciones que la otra y no goza de facultades para otorgar la investidura al presidente del Gobierno. En los Estados federales la cámara baja se elige por votación popular y directa, y la alta (senado o consejo) por los parlamentarios representantes de los Estados miembros de la federación.

Las cámaras legislativas o parlamentos tienen como atribución principal la discusión y aprobación de las leyes. A tales efectos, y para mantener su independencia, disponen de autonomía reglamentaria, financiera y administrativa, así como de autojurisdicción. Pero, además de legislar, los parlamentos controlan la política general de la nación  (1) . Y en ocasiones celebran reuniones conjuntas para el ejercicio de competencias muy concretas.

Los trabajos parlamentarios tienen lugar en pleno o en comisiones, que es una forma de descentralización de la función legislativa. Las comisiones pueden serlo de una sola cámara o bicamerales, así como permanentes o temporales, estas últimas para el estudio o resolución de un problema concreto, tras lo cual son disueltas. Pueden ser, además, preparatorias o decisorias, ambas de evidente importancia para el mantenimiento de las relaciones políticas entre el parlamento y el Gobierno.

5.2.  El Gobierno y la burocracia

La función ejecutiva del Estado corre a cargo del Gobierno, que se auxilia, en su cometido, de la burocracia.

1. El Gobierno. Puede ser monista, esto es, formado por un órgano (como la presidencia de los Estados Unidos) o dualista, cuando existe un jefe de Estado y un órgano colegiado que lo comparten.

El jefe del Estado personifica la unidad y la continuidad del aparato estatal y es órgano en el que pueden residir poderes extra iuris ordinem. Su nombramiento varía según la forma de gobierno adoptada por los Estados: en las monarquías tiene lugar por sucesión hereditaria, y en las repúblicas, por elección del parlamento. En las monarquías sus acuerdos se completan con el refrendo de un miembro del Gobierno, lo que le exime de responsabilidad política, que le afecta de lleno en las repúblicas.

El Gobierno está formado por un presidente y los ministros. El presidente, o primer ministro (presidente del consejo o canciller), líder del partido mayoritario, es nombrado por el jefe del Estado y el parlamento. Sus atribuciones son, en esencia, la dirección política del Gobierno, así como la orientación y coordinación de la actividad de los ministros.

Los ministros suelen ser nombrados por el jefe del Estado a propuesta del presidente del Gobierno, entre miembros del parlamento del grupo mayoritario o del grupo de coalición. Su misión es la de dirigir un área de la Administración que le confíe el presidente, y sus funciones son políticas y administrativas. Cuentan con colaboradores inmediatos denominados secretarios de Estado o subsecretarios. En cualquier caso, el presidente puede reservarse algún área de la Administración para dirigirla personalmente, así como nombrar vicepresidentes que le asistan en su labor.

Entre el parlamento y el Gobierno existe cierta colaboración. De una parte, el parlamento ejerce funciones de orientación al Gobierno mediante actos legislativos y, de otra, ejerce el control político sobre el programa de aquél. Este control tiene lugar de diversas formas: 1.ª mediante preguntas orales a un ministro o escritas al Gobierno sobre un hecho; 2.ª mediante interpelaciones sobre la postura del Gobierno o de un ministro en asuntos determinados, y que abren un debate general; 3.ª mediante la creación de comisiones permanentes o temporales de encuesta; y 4.ª mediante la designación del ombudsman .

2. La burocracia. El Gobierno está obligado a servirse de la burocracia, que brota en la Edad Moderna, con el proceso centralizador de las monarquías, primero haciendo de la nobleza feudal una nobleza cortesana, para aparecer después, según van naciendo las funciones públicas, la nobleza de toga.

Hoy la burocracia «es el cuerpo de técnicos que ayudan a gobernar con sus informes y con su conocimiento especializado de las cosas», esto es, «el gran equipo de servidores profesionales del Estado» (CARRO MARTÍNEZ). Aunque debe admitirse que en nuestros días también se conoce con aquel nombre el poder de las oficinas, y con cierto matiz peyorativo, lo que no quita que la burocracia resulte imprescindible para la buena estructuración y marcha del Estado moderno.

Son notas características de la burocracia su organización marcadamente jerárquica, el hecho de que está formada por personal profesional que presta servicios de manera continuada, y que los burócratas constituyen un estamento social diferenciado por los honores de que están investidos, por sus atribuciones y por sus deberes.

La burocracia es actualmente el principal soporte de la política del Estado, aunque ha querido ser independizada de la misma, produciéndose con ello una evidente mejoría de la calidad del burócrata. Pero, ya profesionalizada y asentada sobre bases más objetivas, en los Estados contemporáneos se le demanda, por lo general, que sea fiel a los principios mantenedores de sus regímenes políticos.

Se ha observado que la burocracia crece a un ritmo que no hay posibilidad de detener. De ahí que un inglés haya formulado la existencia de la ley que lleva su nombre, la Ley Parkinson, en virtud de la cual el número de funcionarios crece con independencia de las necesidades reales de su trabajo. Frente a esta ley, y para contrarrestar sus efectos perniciosos, viene prodigando considerables esfuerzos la mayoría de las Administraciones públicas.

5.3.  Los tribunales y las instituciones de control

La ejecución de las leyes corresponde de una parte al Gobierno y de otra a los tribunales de justicia. Éstos, además, tienen a su cargo el control de los actos y disposiciones que dicta el poder ejecutivo. Pero, como pasamos a ver, no son los únicos órganos del Estado que ejercen un control legal.

1. Los tribunales de justicia. Los tribunales encarnan el poder judicial del Estado, un tercer poder, y son los órganos de aquél que ejercen la función jurisdiccional. Entendiendo por jurisdicción «la potestad del Estado para la realización de los fines de justicia que le competen» (FENECH). Se trata de una función de la soberanía del Estado y, por tanto, exclusivamente suya, y que es realizada por los tribunales como representación del órgano encargado por aquél de realizar la función jurisdiccional.

La jurisdicción o administración de justicia es, por consiguiente, «una actividad ejercida por órganos independientes, no sometidos en su función a ningún otro poder, de derecho o de hecho, del propio Estado» (GÓMEZ ORBANEJA). Pues ni siquiera el juez de grado inferior se encuentra sometido, cuando administra justicia, a los jueces y tribunales superiores. Y aún es más neta la autonomía de la función judicial frente a los poderes administrativos.

Pero la independencia judicial va todavía más lejos. El juez no aparece sometido tampoco al legislador, pero sí a su voluntad formalmente expresada, o sea, está sometido a la ley. La separación de ambas esferas de actividad, esto es, producir la ley y aplicar la ley, viene asegurada por la nota de generalidad de la función legislativa. El juez aplica siempre la ley a un supuesto concreto.

En los tribunales de justicia suelen reconocerse tres grados o instancias. Un primer grado, en que los jueces entienden y deciden los asuntos por primera vez. Un segundo grado, en el que otro juez, superior al primero, decide de nuevo sobre los asuntos fallados en primera instancia. Y un tercer grado, constituido por un tribunal único, llamado de casación, y con competencia en todo el territorio nacional, con la misión de evitar que todos los demás jueces puedan violar la ley, bien al juzgar, bien al proceder. Este último tribunal no representa propiamente una tercera instancia, pues ya no juzga otra vez las pretensiones de las partes, sino el proceder de otros jueces.

Tal es la explicación de que se haya dicho que «la institución de la casación responde originaria y primordialmente a una finalidad política: la separación de los poderes o de las funciones de la soberanía», pues, «si los jueces en sus fallos no se acomodaran a la voluntad legislativa, invadirían indirectamente la función legislativa; subrepticiamente, harían obra de legisladores» (GÓMEZ ORBANEJA). Los jueces de una nación aseguraba MONTESQUIEU, no son sino la boca que pronuncia las palabras de la ley. Por eso los creadores de este recurso llamaron al tribunal de casación «salvaguardia» y «centinela» de la ley (GÓMEZ ORBANEJA).

La jurisdicción, como función soberana, es única, si bien pueden distinguirse en ella tantos aspectos como sean necesarios para su misión de justicia. Se habla, ante todo, de jurisdicción ordinaria y de jurisdicciones especiales, entendiendo por la primera la que se ejercita por los tribunales que intervienen en un proceso normalmente y como regla general. Las jurisdicciones especiales se ejercen por autoridades judiciales que actúan en casos singulares y concretos previstos en la ley, que ésta ha sustraído a la ordinaria. Y dentro de ésta, deben diferenciarse los órganos judiciales que se ocupan de resolver las cuestiones suscitadas entre particulares (jurisdicción civil), los que juzgan comportamientos delictivos (jurisdicción penal) y los que resuelven los conflictos que puede generar la infracción de las leyes por parte de los órganos del poder ejecutivo (jurisdicción contencioso-administrativa).

2. Instituciones de control. De lo dicho ya se infiere que los tribunales de justicia, en la medida en que pueden revisar las resoluciones dictadas por los órganos del poder ejecutivo, son órganos de control de la legalidad. Pero, además, la mayor parte de los Estados continentales suele contar con instituciones llamadas a ejercer determinados controles. Las más importantes son los tribunales de garantías y los tribunales de cuentas.

Los primeros tribunales tienen como finalidad garantizar la constitucionalidad de la actuación política, para que ningún poder constituido pueda atacar los principios reconocidos por la Constitución. Se crean, en efecto, para velar por que no se produzcan ataques o violaciones a la ley fundamental o Constitución, tarea que se sustrae del conocimiento de los jueces ordinarios y a quienes se confía en los países anglosajones. No en vano se llegó a afirmar que en los Estados Unidos se vivía bajo el gobierno de los jueces (LAMBERT) y aún hoy el control de la acción política sigue siendo importante  (2) .

En el continente, más formalistas que los anglosajones, admitida la revisión de la constitucionalidad de las leyes, se defendía que los tribunales podían no aplicar las leyes inconstitucionales, pero no anularlas, pues ello supondría una injerencia del poder judicial en el legislativo. Por eso en los Estados continentales se han establecido órganos especiales, que son los tribunales de garantías constitucionales, cuyo origen se remonta al año 1920 con la Constitución austríaca, que los creó con matiz híbrido, judicial y político, aunque predominando este último carácter.

El control de estos tribunales suele tener lugar mediante la interposición de un recurso de inconstitucionalidad, que las leyes ponen en manos de las autoridades judiciales o políticas, de los parlamentarios y, en ciertas circunstancias, de los propios ciudadanos.

Los tribunales de cuentas, en cambio, son los encargados de fiscalizar y, en su caso, enjuiciar la actividad económica y financiera de los órganos del Estado. Se trata, generalmente, de un tribunal constitucionalizado, que depende del parlamento y que realiza el examen de las cuentas generales del Estado. Ejerce, en consecuencia, una función fiscalizadora y un enjuiciamiento contable, siempre y cuando no roce con la competencia de los tribunales de justicia. Es un órgano de control externo, ya que el llamado control interno es realizado por el propio poder ejecutivo mediante otros órganos establecidos ad hoc y que actúan de manera permanente. Además del control que, como acabamos de ver lleva a cabo este tribunal especializado, no hay que olvidar que el parlamento ejerce una vigilancia directa sobre la ejecución de los presupuestos del Estado, mediante sus técnicas habituales de control de los gobiernos y mediante la aprobación de lo que en España llamamos la cuenta general del Estado, pero se trata de un control de contenido esencialmente político.

5.4.  Los cuerpos intermedios

En todo Estado existe, entre él y los individuos, una serie de grupos que exhiben enorme variedad (familias, asociaciones, iglesias, sindicatos...). El momento histórico, en cada ocasión, ha determinado la tolerancia o intolerancia de su existencia, por lo que su actividad no ha sido siempre la misma. Por eso la óptica angosta de las ideas del antiguo régimen no se avino a admitir que, entre los individuos y el Estado, hubiera otros grupos formados por aquellos que no fueran la suprema comunidad política o las entidades públicas reconocidas por ella.

Se ha hecho notar que uno de los rasgos de la sociedad moderna es la preeminencia en ella de los grupos secundarios (SALVADOR GINER), así como que «el fenómeno por excelencia de nuestro tiempo es la socialización» (FRAGA IRIBARNE), que la primera socialización es la del hombre «aplicada al hombre mismo» (CASTÁN TOBEÑAS) y que aquella socialización necesariamente «conduce a una tendencia a la asociación» (FRAGA IRIBARNE). De ahí que casi todos los derechos reconocidos a los hombres tienden hoy a ejercitarse a través de organizaciones supraindividuales, donde el hombre se halla inserto no pocas veces coactivamente, hasta el punto de que, en ocasiones, el ejercicio de aquellos derechos viene condicionado por la integración en tales organizaciones.

Por esos motivos se ha subrayado que «en las democracias modernas, que tienen que adaptarse a un mundo económico y social complejo, el papel del individuo no se concibe más que a través de los organismos de todas clases que lo encuadran, lo sostienen y, llegado el caso, lo protegen» (BURDEAU).

De todo lo cual ya se infiere la importancia que debe concederse a los llamados cuerpos intermedios. Tanta, que su existencia se ha vinculado a la libertad. Como asegura M.ª CARMEN IGLESIAS, «la existencia real de los poderes intermedios garantiza el establecimiento de un gobierno moderado y éste es la garantía de la libertad de los ciudadanos.»

Las asociaciones, tomadas en su concepto más genérico, constituyen en la práctica casi la totalidad de los cuerpos intermedios. Por eso se ha predicado de ellas que son una zona intermedia entre la esfera pública y la esfera privada. Y así es, pues la evolución de la sociedad va derribando barreras entre esos dos ámbitos, al tomar conciencia de que la asociación no es sólo una suma de intereses privados, sino la expresión de una voluntad colectiva para realizar un proyecto común, que dota a la institución de una existencia autónoma y diferente de los miembros que la componen. En este sentido, las asociaciones actúan como catalizadores de los verdaderos intereses de la sociedad, no siempre debidamente representados por los partidos políticos, organizaciones sindicales o Corporaciones públicas de intereses. Ellas son las que encauzan muchas veces las aspiraciones reales de los diferentes grupos sociales, fomentan en el individuo el uso de su libertad y la asunción de responsabilidades, constituyendo instrumento inapreciable de innovación, por su vitalidad y su dinamismo.

En la medida en que representan intereses colectivos, las asociaciones coadyuvan al interés general mediante tres tipos de funciones, que han sido analizadas por CHEVALLIER. En primer lugar, defendiendo intereses específicos amenazados frente al poder, por lo que sus relaciones con éste suelen ser conflictivas. En segundo término, las asociaciones son solicitadas cada vez más por el Estado para participar, es decir, para tomar parte en los circuitos de decisión política y hacer oír su voz en las distintas fases de la acción de las Administraciones públicas. Y por último, las asociaciones llamadas de gestión se vienen ocupando de todas aquellas actividades que no puede asumir directamente el Estado, o que no responden a un carácter mercantil para que la sociedad se interese por ellas.

Finalmente, debe señalarse que el asociacionismo, como bien observara TOCQUEVILLE, por ser opuesto al aislamiento de los hombres, constituye la garantía más segura contra el despotismo. Porque «no hay país donde las asociaciones sean más necesarias, para impedir el despotismo de los partidos o el arbitrio del príncipe, que aquellos cuyo Estado social es democrático.»
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	Las vías de control suelen ser la investidura o nombramiento del ejecutivo, la acción de las comisiones permanentes, las preguntas y ruegos, las interpelaciones, las mociones de censura y las cuestiones de confianza.
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	El gobierno de los jueces se produjo en la primera mitad del siglo pasado, durante una época en la que el juez Marshall fue presidente de la Corte Suprema de los Estados Unidos, e impuso su criterio al poder legislativo y al ejecutivo.
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La Corona 



1.  LA MONARQUÍA ESPAÑOLA

1.1.  Genealogía del Rey

De acuerdo con nuestra Constitución, España se halla constituida en un Estado social y democrático de Derecho, cuya forma política es la monarquía parlamentaria (art. 1.1 y 3), y a la cabeza de la cual se encuentra el Rey.

El Rey de España es nieto del último monarca que reinó con el nombre de ALFONSO XIII, hijo de don ALFONSO XII y de su segunda esposa doña MARÍA CRISTINA DE HABSBURGO-LORENA, archiduquesa de Austria.

Don ALFONSO XIII reinó en España desde el mismo día de su nacimiento, el 17 de mayo de 1886, hasta el 14 de abril de 1931, en que, por voluntad propia, suspendió el ejercicio de su poder real, fijando su residencia en Roma, bajo el título de duque de Toledo. El 15 de enero de 1941 abdicó en su hijo don JUAN DE BORBÓN Y BATTENBERG, falleciendo en la ciudad eterna el 29 de septiembre del mismo año.

Don ALFONSO XIII contrajo matrimonio el 31 de mayo de 1906 con doña VICTORIA EUGENIA DE BATTENBERG, hija de don ENRIQUE DE BATTENBERG-HESSE y de doña BEATRIZ DE SAJONIA COBURGO-GOTHA, princesa real de la Gran Bretaña. Fueron hijos del rey y de doña VICTORIA EUGENIA los siguientes:

1.º Don ALFONSO, nacido en 1907, Príncipe de Asturias, que renunció a sus derechos al trono en 1933, y tomó el título de conde de Covadonga.

2.º Don JAIME, nacido en 1908, infante de España y duque de Segovia, que casó en Roma en 1935 con doña MANUELA DE DAMPIERRE Y RÚSPOLI.

3.º Doña BEATRIZ ISABEL, nacida en 1909, infanta de España, que casó en 1935 con don ALEJANDRO DE TORLONIA, príncipe de Civitella-Cessi.

4.º Doña MARÍA CRISTINA, nacida en 1911, infanta de España, y casada en 1940 con don ENRIQUE-EUGENIO MARONE CINZANO, I conde de Marone.

5.º Don JUAN, Infante de España, conde de Barcelona, nacido en el Real Sitio de San Ildefonso en 20 de junio de 1913, y casado en Roma en 1935 con su prima doña MARÍA DE LAS MERCEDES DE BORBÓN-ORLEANS, princesa de las Dos Sicilias, hija de don CARLOS MARÍA DE BORBÓN-DOS SICILIAS y de doña LUISA FRANCISCA DE ORLEANS.

6.º Don Gonzalo, infante de España, nacido en Madrid en 1914.

Hijos de los condes de Barcelona son doña MARÍA DEL PILAR (n. 1936), don JUAN CARLOS (n. 1938), doña MARGARITA (n. 1939) y don ALFONSO (1941-1956).

Su Majestad el Rey es, pues, don JUAN CARLOS DE BORBÓN Y BORBÓN, hijo de don JUAN DE BORBÓN Y DE BATTENBERG, conde de Barcelona, y de doña MARÍA DE LAS MERCEDES DE BORBÓN-DOS SICILIAS Y DE ORLEANS, princesa de las Dos Sicilias. Nació en Roma el 5 de enero de 1938 y contrajo matrimonio en Atenas, el 14 de mayo de 1962, con la princesa doña SOFÍA DE GRECIA, hija del rey PABLO DE GRECIA y de la reina FEDERICA, princesa de Hannover.

1.2.  El Rey, Jefe del Estado

El jefe del Estado se encuentra en la cúspide del poder, participando, en consecuencia y en cierto sentido, de cada una de las funciones en que aquél se desmiembra, es decir, en la legislativa, en la ejecutiva y en la jurisdiccional. Por eso sanciona y promulga las leyes, nombra a los miembros del ejecutivo y en su nombre se administra justicia.

1. Jefe del Estado. Según la Constitución, el Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones y asume la más alta representación del Estado español en las relaciones internacionales. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona (art. 56.1 y 2)  (1) .

La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S.M. Don JUAN CARLOS I DE BORBÓN, legítimo heredero de la dinastía histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y representación, siendo preferible la línea anterior a las posteriores; en la línea, el grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, la persona de más edad a la de menos (art. 57.1 CE).

Extinguidas todas las líneas llamadas en derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona en la forma que más convenga a los intereses de España (art. 57.3 CE).

En los casos de minoría de edad del Rey y cuando éste se inhabilite para el ejercicio de su autoridad, la Constitución prevé la institución de la Regencia, que en el primer caso asumirá el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad más próximo a suceder en la Corona, y en el segundo supuesto el príncipe heredero, si fuera mayor de edad (ver art. 59.1 y 2 CE).

Don JUAN CARLOS DE BORBÓN Y BORBÓN, siendo Príncipe de España, prestó juramento ante la sesión conjunta del Pleno de las Cortes Españolas y del Consejo del Reino el día 22 de noviembre de 1975, y fue proclamado Rey.

Corresponde al Rey, según la Constitución:

a) Sancionar y promulgar las leyes.

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución.

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución.

d) Proponer el candidato a Presidente de Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos previstos en la Constitución.

e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente.

f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a las leyes.

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, a petición del Presidente del Gobierno.

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas.

i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales.

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias (art. 62).

El Rey, en su calidad de Jefe del Estado y en relación con lo establecido en el apartado f) del artículo anterior de la Constitución, es el Gran Maestre de todas las Órdenes civiles y militares, otorgando como tal las condecoraciones u otorgándose, en algunos casos, en su nombre.

2. Jefe de las Fuerzas Armadas. Antes de promulgarse la Constitución, por Decreto-ley 16/1975, de 20 de noviembre, el Consejo de Regencia, que ese mismo día asumió los poderes con motivo del fallecimiento del Jefe del Estado español, promovió al empleo de Capitán General de los Ejércitos de Tierra, Mar y Aire a quien entonces era Su Alteza Real Don JUAN CARLOS DE BORBÓN Y BORBÓN, príncipe de España, con todos los honores, privilegios y prerrogativas que a tan alta jerarquía corresponden.

Promulgada la Constitución, ésta dispuso en su artículo 62, ya citado, que corresponde al Rey, entre otras varias funciones, la del mando supremo de las Fuerzas Armadas.

Por su parte, la Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, dispone que corresponde al Rey el mando supremo de las Fuerzas Armadas y las demás funciones que en materia de defensa le confiere la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico.

1.3.  Simbología real

Con esta expresión, que utilizamos para homologarla con la que más adelante se usa para todas las demás personas y a la que nos hemos referido ya en la Introducción, queremos expresar cuantos signos sirven para anunciar la presencia real. Unos signos son tradicionales, pertenecientes al Rey por razones personales o dinásticas, y otros han sido establecidos por una norma legal más moderna, aunque también con base en la tradición.

Ese conjunto de signos externos, a los que no puede resultar ajena la heráldica real, son los que a continuación se exponen:

1. Armas del Rey. Son éstas las que tradicionalmente le corresponden por motivos dinásticos, y que se ajustan a las leyes heráldicas a que más tarde se alude. La descripción del escudo real figura en el Real Decreto 1511/1977, de 11 de enero, por el que se aprobó el Reglamento de Banderas y Estandartes, y se encuentra incluida en él cuando se hace descripción del Guión del Rey del que, a continuación, nos ocupamos.

2. Corona real. El coronel que refleja la condición real ha cambiado a través de la historia patria, aunque pocas veces sustancialmente. La corona real se encuentra también descrita en el mismo lugar que hemos citado del Real Decreto 1511/1977.
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Corona real 

3. Guión de Su Majestad el Rey. Aparece regulado en la Regla número 1 del Título II del Reglamento que hemos citado anteriormente, y que lleva por rúbrica «Guiones y Estandartes.»

Será un pendón cuadro, todo él rodeado de un cordoncillo de oro, del que arranca un fleco de hilo del mismo metal.

El fondo será de color azul oscuro, y bordado sobre él, en su centro, escudo cuartelado: primero, de gules, con un castillo de oro, almenado de tres almenas y donjonado de tres torres, cada una con tres almenas de lo mismo mazonado de sable y aclarado de azur, que es de Castilla; segundo, de plata, con un león rampante de gules coronado de oro, lampasado y armado de lo mismo, que es de León; tercero, de oro, con cuatro palos de gules, que es de Aragón; cuarto, de gules, con una cadena de oro puesta en orla, en cruz y en aspa, con un punto de sinople en abismo, que es de Navarra; entado en punta, de plata, con una granada al natural rajada de gules, sostenida, tallada y hojada de dos hojas de sinople, que es de Granada. En escusón de azur y fileteado de gules, tres flores de lis de oro, que es de Borbón.

Lleva acolada al escudo la cruz roja de Borgoña y, a diestra y siniestra de la punta del mismo, el yugo de gules en su posición natural con cintas de lo mismo, y el haz de cinco flechas de gules, con puntas hacia abajo y cintas de lo mismo.

El todo rodeado del Toisón de Oro y rematado de corona del mismo metal y pedrería, con ocho florones, visibles cinco, y ocho perlas intercaladas, cerradas con ocho diademas guarnecidas también de perlas y rematadas con una cruz sobre un globo, que es la Real de España.

Su confección será con tafetán de seda, bordada por ambas caras en sus esmaltes.

4. Estandarte de Su Majestad el Rey. Se encuentra previsto en el Reglamento anterior, constituyendo su regulación la Regla número 2, del mismo Título.

Será una bandera cuadra de igual color que el Guión y con su misma composición, sin el cordoncillo de oro ni fleco. El Estandarte es de color azul oscuro y el escudo lleva sus correspondientes esmaltes. Será de tejido fuerte de lanilla o de fibra sintética, estampado o con sobrepuestos por ambas caras.

El Estandarte se utiliza en palacios, campamentos y aeródromos, buques, aviones y vehículos terrestres, dependiendo de su uso el que se utilice y elija algunos de los cinco tipos que están previstos.

5. Indumentaria real. Nada reciente hay establecido sobre esta cuestión, pero de lo dicho en páginas anteriores parece evidente que el Rey puede vestir el traje y utilizar los atributos propios de las autoridades legislativas, judiciales y académicas, cuando asiste a los actos solemnes celebrados en la correspondiente sede, así como los uniformes de Capitán general de los tres Ejércitos, en los de carácter militar. Lo propio puede decirse respecto de las Reales Academias nacionales, cuyo patronazgo ostenta por mandato constitucional. Igualmente, asiste al Soberano el derecho de usar el Toisón de oro sobre los uniformes o trajes de etiqueta civil, y el de exhibir las insignias de cualquier condecoración civil o militar en su condición de Gran Maestre que es de todas ellas.

6. Simbología del Príncipe de Asturias. El Real Decreto 284/2001, de 16 de marzo, creó su guión y su estandarte. Uno y otro se asemejan sobremanera a los establecidos para el Rey, con algunas diferencias: el color azul de la bandera del Principado de Asturias, como fondo, en vez del azul oscuro; el color púrpura del león rampante del segundo cuartel, en vez del color de gules; las cuatro diademas en la corona, en vez de ocho.

El príncipe viste, además, los uniformes de los tres Ejércitos con las divisas del empleo que en cada momento ostente, luce el Toisón de Oro y las condecoraciones que el Soberano le haya concedido.

2.  LA FAMILIA REAL

2.1.  Miembros de la familia

Cuando se habla de Familia Real hay que entender las personas que, con arreglo a la legislación vigente, tienen derecho a la sucesión. Concepto que marca la distinción de la misma con el de familia del Rey, constituida por todas las demás personas unidas al monarca por vínculos de sangre o de parentesco.

La normativa en vigor, cuando alude a la Familia Real, no es tan estricta, pues se refiere a unos familiares muy concretos, que incluyen personas de ambas familias. Así, por ejemplo, cuando el Ordenamiento General de Precedencias y el Reglamento de Honores Militares se refieren a la Familia Real, citan ambos, exclusivamente, al Rey y a la Reina, al Príncipe de Asturias y a los Infantes de España. El Ordenamiento General incluye, además, el Consorte de la Reina y la Princesa de Asturias. Por otra parte, el Real Decreto regulador del Registro Civil de la Familia Real, al que a continuación me referiré, habla del Rey de España y de su consorte, de sus ascendientes de primer grado y de sus descendientes. Como se ve, esta disposición amplía en alguna medida el concepto de Familia Real, aunque siempre refiriéndose a la línea directa. Y el Real Decreto 1368/1987, de 6 de noviembre, sobre régimen de títulos, tratamientos y honores de la Familia Real y de los Regentes, menciona, además de las personas anteriores, a los consortes de los hijos del Rey, los hijos de los Infantes, los padres y las hermanas del Rey, así, genéricamente miembros de Su Familia.

En relación al Príncipe heredero, establece la Constitución que, desde su nacimiento y desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento, tendrá la dignidad de Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España (art. 57.2). El mismo mandato se contiene en el Real Decreto acabado de citar (art. 2). El actual Príncipe heredero es Don FELIPE DE BORBÓN Y DE GRECIA, que, además de Príncipe de Asturias, lo es de Gerona y de Viana, duque de Montblanch, conde de Cervera y Señor de Balaguer, casado con Doña LETICIA ORTIZ ROCASOLANO. Su carrera militar está regulada por el Real Decreto 1461/1999, de 17 de septiembre, que dispone que el heredero de la Corona será promovido al empleo inmediato superior, siempre que vaya a obtenerlo cualquiera de los miembros de los Cuerpos generales de los Ejércitos de su empleo que, en cada momento, figuren a continuación de aquél en sus respectivos escalafones. El ascenso se producirá por Real Decreto y en forma simultánea en el Ejército de Tierra, en la Armada y en el Ejército del Aire.

El primer titular del Principado fue ENRIQUE DE TRASTÁMARA (1388), hijo de JUAN I DE CASTILLA y LEONOR DE ARAGÓN, luego Rey ENRIQUE III el Doliente, de Castilla. Hoy el título de Príncipe de Asturias se confiere por Real Decreto, y el heredero, cumpliendo el mandato de la Constitución, jura fidelidad a la misma en presencia de las Cortes, que reciben este juramento en la persona del Presidente del Congreso de los Diputados. La ceremonia con motivo de la concesión de esta dignidad ha ido sufriendo cambios a lo largo de la historia, y la última vez tuvo lugar en un sencillo acto, consistente en la imposición de la Cruz de la Victoria por el Presidente de la Diputación de Oviedo, como sucesor histórico de la Junta General del Principado.

El resto de la Familia Real está formado por la Reina, por el consorte de quien sea Príncipe o Princesa de Asturias, que gozará de la misma dignidad, por los demás hijos del Rey y los del Príncipe o Princesa de Asturias, que serán Infantes de España, así como los hijos de estos últimos, que tendrán la consideración de Grandes de España. Hoy, por este motivo, son Infantas doña LEONOR Y doña SOFÍA DE BORBÓN Y ORTIZ, doña ELENA y doña CRISTINA DE BORBÓN Y DE GRECIA, cuyos consortes, según el Real Decreto, mientras lo sean o permanezcan viudos, tendrán el tratamiento y los honores que el Rey, por vía de gracia, les conceda en uso de la facultad que le atribuye la Constitución (arts. 3.1 y 4).

Añade al Real Decreto que quienes ejerzan la Regencia tendrán iguales honores que los establecidos para el Príncipe de Asturias, a no ser que les correspondan otros de mayor rango. E, igualmente, que el Rey podrá agraciar con la dignidad de Infante a aquellas personas a las que juzgue dignas de esta merced, por la concurrencia de circunstancias excepcionales. De ahí que puedan existir infantes que no sean los mencionados  (2) . Por otra parte, el uso de títulos de nobleza, pertenecientes a la Casa Real, solamente podrá ser autorizado por el titular de la Corona a los miembros de Su Familia, y la atribución del uso de tales títulos tendrá carácter graciable, personal y vitalicio.

Por lo que hace referencia a la familia del actual monarca, se estableció que el padre de Su Majestad, don JUAN DE BORBÓN Y BATTENBERG, hoy fallecido, continuaría vitaliciamente en el uso del título de conde de Barcelona, igual que su madre, doña MARÍA DE LAS MERCEDES DE BORBÓN Y ORLEANS, también fallecida. Las hermanas del Rey serán Infantas de España, y los miembros de Su Familia que en la actualidad tuviesen reconocido el uso de un título de la Casa Real podrán conservarlo con carácter vitalicio, pero no sus consortes ni descendientes.

Como consecuencia de todo lo anterior, el Real Decreto acaba disponiendo que ninguna persona podrá titularse ni recibir tratamientos y honores que correspondan a las dignidades antes mencionadas.

No conocemos disposiciones recientes que hablen de la simbología referida a los miembros de la Familia Real, si bien no cabe duda de que tienen derecho al uso de una serie de signos externos que, con arreglo a nuestra tradición legal, les han correspondido y siguen correspondiendo.

Los escudos de Armas de los miembros de la Familia Real son los pertenecientes a sus distintos apellidos y cuyo uso se adecua a lo ordenado por las leyes heráldicas. A ellas se hará referencia más adelante. Tales escudos irán timbrados de las respectivas coronas, según se trate del heredero o de los demás. La Corona de Príncipe de Asturias es igual a la real española, ya descrita, pero con cuatro diademas solamente, de ellas, tres vistas. Y la corona utilizada por los Infantes de España es igual a la real, pero sin diadema alguna.
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2.2.  Registro Civil de la Familia

El Real Decreto de 22 de enero de 1873, completado por diversas disposiciones posteriores, estableció el Registro del Estado Civil de la Familia Real de España, el cual subsistió hasta el año de 1931.

Esta institución tradicional de la monarquía española fue restablecida por Decreto-Ley 17/1975, de 20 de noviembre, autorizándose al Gobierno para dictar un texto refundido de las disposiciones promulgadas para regular dicho Registro. En uso de esta autorización, se dictó el Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, por el que se reguló el Registro Civil que nos ocupa.

Según el último de los Decretos, en el Registro Civil de la Familia Real se inscribirán los nacimientos, matrimonios y defunciones, así como cualquier otro hecho o acto inscribible con arreglo a la legislación sobre Registro Civil, que afecten al Rey de España, a su Augusta consorte, sus ascendientes de primer grado, sus descendientes y al Príncipe heredero de la Corona.

Este Registro estará a cargo del Ministro de Justicia, asistido como secretario por el Director general de los Registros y del Notariado. El Registro se lleva en un solo Libro especial, confeccionado al efecto y con todas sus hojas en blanco, y los asientos se practican sucesivamente, sin distinción de Secciones. El índice del Libro se lleva por orden de asientos.

Las certificaciones sólo podrán expedirse a petición del Rey o Regente, de los miembros de la Familia Real con interés legítimo, del Presidente del Gobierno o del Presidente del Congreso de los Diputados, y se extenderán de oficio y en papel especial.

Una disposición adicional del Decreto ordenaba al Ministro de Justicia a proceder a la apertura inmediata del Libro del Registro Civil de la Familia Real, que se encabezará con la inscripción de nacimiento de Su Majestad el Rey.

3.  LA CASA DEL REY

3.1.  Misión de la Casa

Todos los Jefes de Estado cuentan con una infraestructura de apoyo, que utilizan en el ejercicio de las altas funciones que les corresponden, y que se configura con carácter independiente de todos los demás órganos del Estado. En España esta infraestructura recibe el nombre de Casa de Su Majestad el Rey. La Casa del Rey había sido creada por el Real Decreto 2942/1975, de 25 de noviembre, recién proclamado Rey de España Don JUAN CARLOS, y reorganizada en distintas ocasiones.

Según el Real Decreto hoy vigente, la Casa de Su Majestad el Rey es el organismo que, bajo su dependencia directa, tiene como misión servirle de apoyo en cuantas actividades se deriven del ejercicio de sus funciones como Jefe del Estado.

Dentro de esta misión general, y además de desempeñar los cometidos de carácter administrativo y económico que correspondan, la Casa del Rey deberá atender especialmente:

1.º A las relaciones del Rey con los organismos oficiales, entidades y particulares.

2.º A la seguridad de Su Persona y Real Familia.

3.º A la rendición de honores reglamentarios y a la prestación del servicio de escoltas cuando proceda.

4.º A la organización y al funcionamiento del régimen interior de la residencia de la Familia Real.

De conformidad con lo establecido en la Constitución, el Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de Su Familia y Casa, y distribuye libremente la misma. De igual manera, el Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa.

3.2.  Estructura de la Casa

Señala el preámbulo del Real Decreto regulador que la reestructuración de la Casa pretende evitar en lo posible, por razones de economía, la creación de órganos de funciones paralelas a los de la Administración del Estado, al establecer que sean los de ésta quienes presten los debidos asesoramientos y apoyos a aquélla.

La Casa de Su Majestad el Rey está constituida, según la disposición mencionada, por: 1 Jefatura. 2 Secretaría General. 3 Cuarto Militar y Guardia Real. Sólo quienes ostenten los tres primeros cargos tendrán la consideración de personal de alta dirección de la Casa de Su Majestad, a los efectos que en derecho procedan; los demás la tendrán de personal de dirección. Tanto uno como otro personal será nombrado por Real Decreto.

1. Jefe de la Casa. Con nivel y retribución de ministro, tiene las funciones y responsabilidades que aseguren el normal funcionamiento de la Casa, así como el cumplimiento de las misiones asignadas a la misma. De él dependen todos sus servicios, cuya dirección e inspección ejerce, igual que las unidades en las que se estructura. Establece, además, las normas de coordinación precisas entre la Guardia Real y el Servicio de Seguridad. Depende también directamente del Jefe de la Casa la Oficina de Intervención, a cuyo frente está un Interventor que ejerce las funciones de control de la gestión económico-financiera, presupuestaria y contable.

2. Secretario General. Con nivel de secretario de Estado, es el Segundo Jefe de la Casa de Su Majestad, sustituyendo, en caso de ausencia o enfermedad, al Jefe de la misma. Tiene a su cargo la tramitación de los asuntos que corresponden a la actividad y funciones de la Casa, así como su resolución o propuesta y el despacho de los temas que requieran superior decisión. Desempeña además, la jefatura del personal de la Casa y asume la inspección de sus dependencias.

La Secretaría General se estructura en las siguientes unidades, cuyos titulares tienen el nivel de director general y la consideración de personal de dirección de la Casa: Gabinete de Planificación y Coordinación, Secretaría de su Majestad la Reina, Secretaría de su Alteza Real el Príncipe de Asturias, Servicio de Seguridad, Protocolo, y Administración, Infraestructura y Servicios.

El Servicio de Seguridad es responsable permanente de la seguridad inmediata de la Familia Real y, conforme a las instrucciones dictadas al efecto, mantendrá el oportuno enlace con los órganos del Estado que ejerzan su competencia en esta materia. Estará constituido por una Jefatura y Fuerzas de Seguridad del Estado.

El Ministerio del Interior, y el de Defensa en lo referente a la Guardia Civil cuando proceda, prestarán los apoyos de todo orden que precise el Servicio de Seguridad para el cumplimiento de su misión.

3. Cuarto Militar. Constituye la representación de honor de la Institución Militar al servicio inmediato del Rey, dentro de la Casa, y estará formado por:

- Un Oficial General, que será Primer Ayudante de Su Majestad el Rey y Jefe del Cuarto Militar, y de quien dependerá la Guardia Real, por delegación del Jefe de la Casa.

- Nueve ayudantes de campo de Su Majestad el Rey, de los empleos militares de Coronel o Capitán de Navío, Teniente Coronel o Capitán de Fragata, Comandante o Capitán de Corbeta, de los cuales cuatro serán del Ejército de Tierra, dos de la Armada, dos del Ejército del Aire y uno del Cuerpo de la Guardia Civil.

Asimismo, se integrarán en el Cuarto Militar los Ayudantes de Campo que se designen a Su Alteza Real el Príncipe de Asturias.

- Un Gabinete.

Tanto el Jefe del Cuarto Militar como los demás Ayudantes de Campo de Su Majestad el Rey, y los Ayudantes de Campo del Su Alteza Real el Príncipe de Asturias, al cesar en el cargo, conservarán el carácter de Ayudantes Honorarios.

4. Guardia Real. Tendrá como cometidos esenciales:

- Proporcionar el servicio de guardia militar, rendir honores y dar escoltas solemnes a S.M. el Rey y a los miembros de su Real Familia que se determinen.

- Prestar análogos servicios a los Jefes de Estado extranjeros cuando así se ordene.

Estará constituida por una Jefatura y por Unidades a pie, a caballo y motorizada, así como por los servicios correspondientes, y el Ministerio de Defensa le prestará los apoyos de todo orden que precise para el cumplimiento de sus misiones. Al mando de la Guardia Real se encuentra un Coronel.

La Guardia Real está constituida por casi dos mil hombres y mujeres, con sede en El Pardo, en Madrid, y está integrada por distintas unidades: escuadra de gastadores, unidad de música (con pífanos y tambores), compañía de fusiles, escuadrón de escolta real (con sección de lanceros) y compañía mixta (secciones de alabarderos, motos y guías de perros). Pero quizá las unidades más representativas sean las de lanceros, alabarderos, coraceros y motos.

DISPOSITIVO PARA INTEGRAR EN LA COMITIVA A LA GUARDIA URBANA CON LA ESCOLTA SOLEMNE DE LA GUARDIA REAL 
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DISPOSITIVO PARA ESCOLTA SOLEMNE DE LA GUARDIA REAL, SECCIÓN DE MOTOS 
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La sección de lanceros pertenece al escuadrón de la escolta real. Su uniforme es el de los lanceros de la Caballería de los tiempos de ALFONSO XII y ALFONSO XIII, cubriéndose con cascos con llorones de crin de búfalo de color blanco y portando lanza de bambú.
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Catedral de la Almudena y Guardia Real 

La sección de alabarderos mantiene la tradición del Real Cuerpo de Alabarderos, creado por FERNARDO EL CATÓLICO en 1504, y destinado a la custodia de las reales personas y guardia interior de los palacios donde residan los monarcas.

La sección de coraceros es unidad montada, de escolta real, que usa uniforme también de la época de ALFONSO XII y ALFONSO XIII, compuesto de coraza, casco de plumas blancas, calzones blancos y botas de montar de charol negro.

La sección de motos se encarga, igual que el escuadrón real, de las escoltas solemnes a los reyes y a jefes de Estado extranjeros de visita en España. Sus miembros van equipados con una réplica del uniforme de la Caballería de ALFONSO XIII.

De conformidad con lo prevenido en la Ley 17/1989, de 19 de julio, se aprobó el Real Decreto 994/1992, de 31 de julio, que dictó normas reglamentarias de integración de la Escala de la Guardia Real, que la declara a extinguir, en el Cuerpo de la Guardia Civil.

DISTINTIVO DE LA CASA DE S.M. EL REY 
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6. Distintivo de la Casa. Por Real Decreto 2157/1977, de 23 de julio, se creó el distintivo de la Casa de Su Majestad, que acompañaba en anexo la propia disposición. El distintivo consistirá en un óvalo de latón cuyo eje mayor, en posición vertical, tendrá 35 milímetros de longitud y 30 milímetros de eje menor. El anverso estará esmaltado en azul prusia, rodeado de un borde dorado de un milímetro de ancho en todo su contorno, y en el centro llevará el escudo de Su Majestad el Rey. Se utilizará colocado en el lado derecho del pecho de la prenda de uniforme y por encima de su bolsillo superior.

Tendrá derecho al uso del distintivo el personal militar destinado en la Casa, durante el tiempo que preste sus servicios, y podrán adquirir el derecho a usarlo con carácter permanente los militares que estén destinados en la Casa durante dos años consecutivos o tres discontinuos, y lo soliciten. Asimismo, adquirirán igual derecho, y con el mismo carácter, el personal militar de alta dirección y de dirección de la Casa, igual que el coronel Jefe de la Guardia Real, desde el momento de su nombramiento. Igualmente, la última modificación del Real Decreto extendió el uso del distintivo de la Casa al personal funcionario civil y a los miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad que hayan servido en ella. Su utilización sobre los uniformes que se indiquen se hará de acuerdo con lo especificado en el Reglamento de Uniformidad de la Casa.

Cuando se haya cesado en el servicio activo de la Casa y se tenga derecho a ello, el distintivo se llevará colocado en la parte superior izquierda del pecho de la prenda de uniforme, por encima del lugar correspondiente a los pasadores de condecoraciones o condecoraciones, en su caso.

La concesión de este distintivo con carácter permanente, así como la autorización para su uso, serán otorgadas por el Ministro de Defensa, con informe favorable del Jefe de la Casa de Su Majestad, a cuyo efecto los interesados elevarán instancia de petición, por conducto reglamentario, al Ministro, quien solicitará del Jefe de la Casa el informe mencionado. Las concesiones y autorizaciones otorgadas se publicarán en el «Boletín Oficial del Ministerio de Defensa»  (3) .

4.  HONORES DE LA CORONA

4.1.  Saludo y tratamiento

Como es natural, el Rey como Jefe del Estado ha sido siempre objeto de determinados honores, entre los que deben mencionarse, ya en primer lugar, el saludo y el tratamiento honorífico.

El saludo que las personas deben ofrecer al Rey no está previsto en las leyes civiles, por lo que los usos sociales han de ser los aplicables en esta materia. Normalmente, los monarcas españoles, así como sus consortes y el Príncipe de Asturias e Infantes, en las familias reinantes, han sido objeto de muestras de respeto, que se han hecho ostensibles a través del saludo con determinadas formalidades. Hoy es usual esperar a que el Rey o la persona de sangre real extienda su mano a quien va a saludarle. Los caballeros responden tendiendo la suya y haciendo una leve inclinación de cabeza, cuando se trata del Rey o del Príncipe de Asturias, y hacen el ademán de besar la mano, cuando el saludo se dirija a la Reina o a las Infantas  (4) .

Por lo que se refiere al saludo del personal militar, las cosas están mucho más claras. Las Reales Ordenanzas de los tres Ejércitos contienen un precepto terminante: todo militar saludará militarmente a Sus Majestades los Reyes, a su Alteza Real el Príncipe de Asturias y a los Infantes de España, en la forma y de acuerdo con lo reglamentariamente dispuesto. El saludo militar es el habitual de todos conocido, pero, tratándose del Rey, el saludo debe ir acompañado de una inclinación de cabeza, incluso cuando el saludo se realiza con sable.

Con relación al tratamiento del Rey y de los miembros de la Familia Real, también es notorio el que corresponde a estas personas, pues, aunque no ha existido hasta hace poco una disposición legal que lo estableciera, siempre la legislación y el uso han dado como vigentes los tratamientos tradicionales que ha recibido en todo tiempo la Familia Real española.

Hemos dicho «hasta hace poco», porque también los textos de las Reales Ordenanzas de los tres Ejércitos han ratificado de manera muy clara la norma siguiente: los Reyes de España tienen el tratamiento de Majestad, el Príncipe de Asturias y los Infantes de España el de Alteza Real.

Con posterioridad a la publicación de las Reales Ordenanzas, se dictó el Real Decreto 1368/1987, de 6 de noviembre, ya mencionado, cuyo contenido, de carácter general y, por tanto, no limitado al ámbito militar, regula con toda nitidez la cuestión de los tratamientos de la forma siguiente:

1.º El titular de la Corona se denominará Rey o Reina de España, y recibirá el tratamiento de Majestad.

2.º La consorte del Rey de España mientras lo sea o permanezca viuda, recibirá la denominación de Reina y el tratamiento de Majestad. Pero al consorte de la Reina, también mientras lo sea o permanezca viudo, corresponderá la dignidad de Príncipe y tratamiento de Alteza Real.

3.º El heredero de la Corona tendrá la dignidad de Príncipe o Princesa de Asturias, los honores que como tal le corresponden y el tratamiento de Alteza Real, igual que su consorte.

4.º Los restantes hijos del Rey, así como los del Príncipe de Asturias, recibirán el tratamiento de Alteza Real, y sus consortes tendrán el tratamiento y los honores que el Rey, por vía de gracia, les conceda. Los hijos de los Infantes, de quienes ya hemos dicho que tienen la consideración de Grandes de España, el tratamiento de Excelencia.

5.º Quienes ejerzan la Regencia tendrán el tratamiento de Alteza e iguales honores que los establecidos para el Príncipe de Asturias, a no ser que les correspondan otros de mayor rango.

El Real Decreto incluye, además, las oportunas disposiciones por las que el padre y la madre del Rey don JUAN CARLOS I tendrán el tratamiento de Alteza Real y honores análogos a los que corresponden al Príncipe de Asturias, y por las que sus hermanas, que, como sabemos, son Infantas, conservarán el tratamiento de Alteza Real, pero no sus consortes ni hijos. De la misma manera, los miembros de la Familia del actual monarca que en la actualidad tuviesen reconocido el uso de un título de la Casa Real y el tratamiento de Alteza Real, podrán conservarlo, como ya se ha dicho, con carácter vitalicio, pero no sus consortes ni descendientes. Ninguna otra persona podrá ostentar títulos ni recibir tratamientos ni honores que correspondan a estas dignidades.

El tratamiento al Rey y a la Reina se usa diciendo Su Majestad o Vuestra Majestad, y los parlamentos, así como las exposiciones escritas, a los Soberanos, se inician con las palabras Señor o Señora. En cualquier caso, al aludir a sus personas, debe hablarse de Su Majestad el Rey o de Su Majestad la Reina. El tratamiento de Alteza se utiliza diciendo Su Alteza o Vuestra Alteza, y los discursos o los documentos dirigidos a las personas que lo tienen atribuido empiezan con la palabra Alteza, Señor o Señora. Y cuando nos referimos a ellas, debe decirse: Su Alteza Real el Príncipe de Asturias (o el Príncipe), Su Alteza Real la Infanta doña... También ha sido usual dirigirse a los Príncipes, hijos de los Reyes, dándoles el tratamiento de Serenísimo Señor.
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4.2.  La precedencia

Las normas sobre precedencia en los actos públicos atinentes al Rey y a su Familia aparecen contenidas, igual que las relativas a todas las demás autoridades, en el Ordenamiento General de Precedencias, que no sólo comprende expresión de la precedencia que corresponde a la Corona, sino que, además, establece algunas normas de singular interés en la materia de precedencia real.

Debe adelantarse antes que nada, ya como primera norma, que el Rey ocupa siempre el primer lugar en toda clase de actos que se celebren en cualquier parte del territorio nacional. Y que siguen al soberano, en orden de prelación, la Reina consorte, el Príncipe de Asturias y los Infantes de España.

Respecto a la precedencia en actos oficiales del personal de la Casa de Su Majestad el Rey, el Real Decreto regulador de la misma nos remite al Ordenamiento General. Y según éste, debe distinguirse que los actos de carácter general se celebren en la Villa de Madrid en su condición de capital del Estado, o en el territorio propio de una Comunidad autónoma.

En el primer caso, el Jefe de la Casa de Su Majestad ocupa el número 17, después del Alcalde de Madrid, y el Jefe del Cuarto Militar y el Secretario General de la Casa, el lugar 27, después del Jefe de la Región Militar Central, el Almirante Jefe de la Jurisdicción Central y el Jefe de la Región Aérea con sede en Madrid. Hoy será la autoridad que corresponda, según veremos más adelante.

En el caso de que los actos se celebren en el territorio de una Comunidad autónoma, el Jefe de la Casa se coloca en el lugar 20, detrás del Alcalde del Municipio del lugar, y el Jefe del Cuarto Militar y Secretario General en el lugar 29, detrás de los Jefes de la Región Militar, de la Zona Marítima y de la Región aérea. Hoy será también la autoridad que corresponda.

Como se ve, en los dos casos anteriores aparece citado el Jefe del Cuarto Militar antes que el Secretario General. A los efectos de precedencia, y aunque ambos ocupen el mismo lugar, debe tenerse en cuenta que, como ha quedado dicho, el Secretario General es el segundo Jefe de la Casa y que siempre aparece mencionado antes que el Jefe del Cuarto Militar en la última reestructuración de aquélla.

Con referencia a otras normas establecidas por el Ordenamiento General, y que guardan relación con la Corona, deben destacarse las siguientes:

1.ª El alto personal de la Casa de Su Majestad el Rey, cuando acompañe a los Reyes en actos oficiales, se situará en lugar especial y adecuado, de acuerdo con las características y circunstancias de cada caso, sin interferir el orden general de precedencias, con la proximidad necesaria a las Reales Personas, para que puedan cumplir, cerca de ellas, la misión que les corresponde.

2.ª La precedencia real queda exceptuada de la norma general, en el sentido de que será respetada siempre, aún en el caso de que en nombre del Rey asista un representante, lo que no debe entenderse que pueda ser de aplicación a las demás personas de la Familia Real  (5) .

3.ª La Casa Real, por orden de Su Majestad el Rey, comunicará oportunamente a la Jefatura de Protocolo del Estado (hoy Departamento de Protocolo de la Presidencia del Gobierno) los miembros de la Familia Real que asistan en cada caso al acto oficial de que se trate, a efectos de su colocación, de acuerdo con el Orden General de Precedencias.

Finalmente, el mencionado Real Decreto 434/1988, de 6 de mayo, dispone que las unidades de la Guardia Real ocuparán el primer lugar entre las unidades militares, en los actos oficiales a los que asistan en cumplimiento de las misiones que les correspondan.

4.3.  Honores Militares

El Reglamento de Honores Militares establece los que corresponden al titular de la Corona, a la Reina consorte o al consorte de la Reina, al Heredero de la Corona, a la Princesa o al Príncipe de Asturias consortes y a los Infantes de España.

1. Titular de la Corona. Al Rey o Reina de España le corresponden los honores militares de arma presentada e himno nacional en versión completa. En su caso, también salva de veintiún cañonazos y siete voces de ¡Viva España!.

Se le rendirán honores:

- Al ser proclamado Rey o Reina.

- En la despedida y recepción de sus viajes de carácter oficial al extranjero.

- A la llegada a cualquier población del territorio nacional, siempre que sea posible disponer de una fuerza de entidad adecuada y así se determine.

- En los actos militares y en los de carácter civil que se determinen.

- Al visitar oficialmente unidades de las Fuerzas Armadas.

Para la recepción y despedida al Rey se cumplirán, salvo orden expresa en contra, las siguientes normas:

1.ª. Los honores serán rendidos por una compañía o unidad equivalente, con bandera, escuadra de gastadores, banda y música. Dicha unidad pertenecerá al Ejército de Tierra, a la Armada o al Ejército del Aire, o será de carácter conjunto, en razón al lugar del recibimiento o despedida y de la disponibilidad de la fuerza.

2.ª. En el caso de su salida al extranjero y a su regreso a territorio nacional, la compañía de honores tendrá preferentemente carácter conjunto. El mando de dicha compañía, la bandera, la escuadra de gastadores, banda y música serán designados en razón del lugar donde se efectúe la rendición de honores y de la disponibilidad de la fuerza.

3.ª. De existir en la localidad medios para saludo al cañón, la salva se coordinará con la interpretación del himno nacional. Si el Rey llegase en un buque de la Armada, la salva se iniciará al segundo disparo de dicho buque.

4.ª. Si llegase por vía terrestre o aérea a una población marítima en cuyo puerto se encontraran buques de la Armada con posibilidad de hacer el saludo al cañón, se designará uno de ellos para hacer el mismo saludo que en la plaza iniciando la salvas al segundo disparo de ésta. Si la plaza no contara con medios para hacer el saludo al cañón, estos honores serán rendidos solamente por el buque designado.

Si el Rey embarcase en un buque de la Armada se cumplirán, si así se determina, las siguientes normas:

1.ª. Tanto en el momento de su llegada a bordo como al desembarcar se rendirán los honores militares, realizándose el saludo a la voz y al cañón.

2.ª. Cuando el buque estuviese fondeado se harán dos salvas; la primera, al llegar el Rey al muelle o embarcadero y la segunda, al embarcar en el buque.

3.ª. Al desembarcar será despedido de igual forma. Al desatracar la embarcación que conduzca a tierra al Rey se hará el saludo a la voz y al cañón por los buques de la Armada presentes, incluido el que arbole su estandarte, arriándose éste al dispararse el último cañonazo. Este buque hará una nueva salva de veintiún cañonazos al llegar al muelle la citada embarcación.

A la Reina consorte, o al consorte de la Reina le corresponden los honores militares de arma presentada e himno nacional en versión completa. Se le rendirán cuando presida actos militares y visite oficialmente unidades de las Fuerzas Armadas. También se le rendirán en los de carácter civil que se determinen, así como en la despedida y recepción de sus viajes oficiales al extranjero, salvo orden expresa en contra.

2. Príncipes de Asturias e Infantes. Al heredero de la Corona, Príncipe o Princesa de Asturias le corresponden los honores militares de arma presentada e himno nacional en versión breve. En su caso también salva de diecinueve cañonazos y cinco voces de ¡Viva España!.

Se le rendirán honores cuando, al alcanzar la mayoría de edad, preste el juramento al que se refiere el artículo 61.2 de la Constitución, así como en los demás supuestos en que se le rinden al Rey.

En las despedidas y recepciones serán de aplicación las normas establecidas en el Reglamento de Honores Militares para las del Rey.

A la Princesa o al Príncipe de Asturias consortes le corresponde los honores militares de arma presentada e himno nacional en versión breve. Se les rendirán cuando presidan actos militares y visiten oficialmente unidades de las Fuerzas Armadas. También se le rendirán en los de carácter civil que se determinen, así como en la despedida y recepción de sus viajes oficiales al extranjero, salvo orden expresa en contra.

A los Infantes de España les corresponden los honores militares de arma presentada e himno nacional en versión breve. Se les rendirán en los actos militares que presidan, así como en los de carácter civil que se determinen.

3. Rendición de honores. Los honores militares a la Corona tendrán lugar en la forma que dispone el Reglamento para todas las autoridades, con las salvedades siguientes:

1.ª. En la revista a la fuerza, el Rey y, en su caso, los miembros de la Familia Real y los Infantes de España serán acompañados también por el Jefe del Cuarto Militar.

2.ª. El saludo a la voz y al cañón al estandarte del Rey y al del Príncipe de Asturias será efectuado, tanto en puerto como en la mar, por los buques de la Armada que dispongan de los medios apropiados para ello. En los demás casos el saludo lo efectuará el buque que arbole la insignia de mayor categoría.

3.ª. A la vista de los estandartes del Rey y del Príncipe de Asturias, no se izarán en los buques más insignias que las de aquellas autoridades que tengan mando sobre la fuerza naval; siempre se izarán en buque distinto del que arbole el estandarte del Rey, y en ningún caso se les rendirán honores.

4.ª. El buque que arbole el estandarte del Rey o el del Príncipe de Asturias no devolverá el saludo a los barcos nacionales en ningún caso. Si recibiera el saludo el cañón de un buque de armadas extranjeras devolverá el saludo de disponerlo así el Rey o el Príncipe de Asturias.

4. Honores fúnebres. Establece el Reglamento de Honores que la naturaleza y extensión del luto oficial como consecuencia del fallecimiento del titular de la Corona se regularán por las normas que dicte el Gobierno, pero al margen de tal prevención el propio Reglamento dispone la adopción de una serie de medidas, que van acompañadas de un cierto ceremonial. Son las siguientes:

1.ª. Al conocerse la noticia oficial, se dispondrá que a las bandares y estandartes de las unidades se les ponga una corbata negra y que sea izada a media asta la bandera en las unidades de las Fuerzas Armadas.

2.ª. Se ordenará que, por una batería de cada plaza en que exista artillería y por uno de los buques de la Armada fondeados en cada puerto nacional, se efectúe una salva de cinco cañonazos.

3.ª. Mientras el cadáver esté de cuerpo presente, las baterías en tierra y a flote citadas en el párrafo anterior harán cada día una salva de cinco cañonazos a las 8 horas y otras al ocaso.

4.ª. El día del entierro, por una de las baterías de la plaza donde haya de verificarse éste y por un buque si se trata de plaza marítima, se hará una salva de veintiún cañonazos en el momento de la salida del cortejo.

5.ª. El Ministerio de Defensa coordinará la participación de las fuerzas que cubran la carrera, y designará, además, la fuerza de escolta, que estará constituida por unidades del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire.

6.ª. Las fuerzas pertenecientes a la Guardia Real, con bandera, escuadra de gastadores, banda y música, constituirán la guardia de honor y serán las encargadas de rendir honores militares a los restos mortales. De estas fuerzas se designará un piquete de ocho guardias reales, que se colocarán a ambos lados del féretro.

7.ª. Los restos mortales serán conducidos en un armón de artillería, acompañados por dos oficiales generales de cada Ejército designados por el Ministro de Defensa entre los de mayor antigüedad. La fuerza de escolta formará a la cabeza del cortejo; la guardia de honor lo hará a retaguardia.

8.ª. En el momento de la inhumación se hará otra salva de veintiún cañonazos, y la guardia de honor efectuará una descarga de fusilería

El Reglamento se ocupa también de los honores fúnebres que se tributarán al fallecer la Reina consorte o el consorte de la Reina, que serán los mismos que los del titular de la Corona, así como los que se tributan al heredero de la misma y a los Infantes de España.

Los honores fúnebres del heredero de la Corona y de la Princesa o del Príncipe de Asturias consortes serán los mismos. Y en ambos casos iguales a los del titular de la Corona, con las siguientes variantes:

1.ª. Las salvas de las baterías en tierra y a flote serán de cuatro cañonazos y en el momento de la inhumación, de diecinueve.

2.ª. Los restos mortales conducidos en un armón no serán acompañados por oficiales generales.

Si el fallecido fuera Infante de España, se aplicarán las mismas disposiciones que rigen para el heredero de la Corona, con excepción de las salvas de cañonazos, que se suprimirán.

5.  RELACIONES CON LA CORONA

5.1.  Relaciones institucionales

Parece obvio que no pocas veces las más altas instituciones del Estado aparezcan obligadas a mantener relaciones con la Corona. Tal cosa sucede como consecuencia del papel de árbitro y moderador del funcionamiento regular de las instituciones que la Constitución confía al monarca, y de las concretas funciones que el propio texto legal le encomienda (ver arts. 56.1, 62 y 63). De ello se infieren las relaciones que normalmente sostiene el soberano con el Presidente del Gobierno, con las Cortes Generales y, en otras ocasiones, con el poder judicial o con las Reales Academias.

Por otra parte, en el desarrollo de su cometido, las distintas dependencias de la Casa del Rey se ven obligadas a mantener determinadas relaciones con las restantes de la Administración del Estado. El Real Decreto regulador de aquélla se refiere concretamente al Ministerio del Interior y al de Defensa. Pero resulta evidente que, atendidas las funciones del Rey en cuestiones internacionales, el Ministerio de Asuntos Exteriores debe ser otro de los que aquí han de ser mencionados.

Con el fin de conseguir una mayor fluidez y más perfecta claridad sobre el grado en el que dichas relaciones se mantienen, ya hemos visto cómo el Real Decreto vigente regula los niveles que han de reconocerse a los titulares de los órganos superiores de dirección de la Casa, con la excepción de los correspondientes al Cuarto Militar y Guardia Real, por tratarse de destinos exclusivos para el personal militar que, como tal, presta sus servicios, y a los que es de aplicación su legislación específica.

Las relaciones del Rey con las instituciones no acaban ciertamente con las descritas. Existen, en efecto, otras muchas que obedecen a motivos meramente de cortesía o protocolarios, sin otro valor institucional que el que les confiere siempre la presencia de la persona del monarca o de algún miembro de la Familia Real. Me estoy refiriendo concretamente a las visitas que Su Majestad o persona real puedan realizar a la sede de una Comunidad autónoma o de una Entidad local españolas, por causa de la celebración de actos públicos oficiales o de actos organizados precisamente en honor a sus personas. Sin duda, estos acontecimientos proporcionan a la Familia Real la ocasión de relacionarse con las autoridades locales e incluso con los ciudadanos.

5.2.  Relaciones de carácter privado

Aunque esta denominación no es probablemente la más adecuada, quiero expresar con ella, de manera convencional, dos tipos de relaciones de la Corona, en las que su contacto con los ciudadanos es mucho más directo: unas, que tienen lugar cuando autoridades locales o entidades, empresas o particulares solicitan ser recibidos en audiencia por un miembro de la Familia Real, y otras, que se producen cuando las mismas entidades o personas les dirigen alguna petición concreta.

La solicitud de audiencia tiene por objeto, como es obvio, que el Rey reciba a una o varias personas por algún motivo concreto. Las demás peticiones, en cuanto al protocolo concierne, suelen pretender que el Soberano acepte la presidencia en algún acontecimiento singular o el otorgamiento de una distinción o, simplemente, que asista a un determinado acto. En cualquier caso, las peticiones se harán siempre por el interesado o por la persona más cualificada de la entidad u organización de que se trate, y se dirigirán al Jefe de la Casa de Su Majestad el Rey. En la solicitud de audiencia, se expresarán las razones de la misma, y se acompañará una relación de las personas que desean ser recibidas. En las demás peticiones, se adjuntará noticia de la entidad o empresa de que se trate (cuando no sea oficial o sea desconocida), un avance del programa que permita conocer finalidad y detalles del acto o acontecimiento, con propuesta de fechas, así como la identificación de los miembros que forman parte de la junta, del comité o del grupo organizador.

El mismo procedimiento se seguirá para dirigir las peticiones anteriores a la Reina, al Príncipe de Asturias y a las Infantas.

6.  COMENTARIO CRÍTICO

La única reflexión que, con una mínima coherencia, cabe formular sobre la Corona en un libro como éste es la que pueda ofrecer algún interés para el protocolo. Y, en este sentido, sí vale no echar en olvido que la figura del Rey de España nos recuerda que nuestra nación, como Estado, es el más antiguo de Europa, y que los españoles tenemos un importante pasado común, lleno de símbolos y ceremonias, que no siempre están en la memoria de todos. Fue José Ortega y Gasset quien, ya en su tiempo, advirtió que nuestro estado democrático es más inteligente que el estado absoluto, pero con menos sentido de responsabilidad histórica, y que son precisamente las clases más cultas quienes padecen una ignorancia histórica increíble.

En nuestra Constitución se proclama que el Estado español es una monarquía parlamentaria, y que el Rey es el símbolo de la unidad y permanencia del Estado (arts. 1 y 56). Y estamos hablando de una monarquía depositaria de una tradición centenaria y de unos ciudadanos, los españoles, que «somos tributarios, con sus luces y sus sombras, de un bagaje histórico compartido» (GARCÍA-MERCADAL). Las mayorías parlamentarias se alternan, los gobiernos cambian, pero la Corona permanece como símbolo de continuidad, como centro neurálgico de derechos, deberes y lealtades, distante del debate político, ejerciendo una función conciliadora, arbitral, moderadora que el legislador constitucional le ha confiado. Y ante tales consideraciones, algún experto especialista se ha preguntado cómo se ha administrado y se administra en España ese capital simbólico atribuido a la Corona, que viene desempeñando su función con prudencia, con autoridad moral, que ha generado lazos de complicidad y de simpatía entre el Rey y su pueblo (GARCÍA-MERCADAL). Y la respuesta no puede ser muy positiva, como señalan las siguientes razones:

1.º La Casa Real española, la más veterana de las reinantes en Europa, es la gran desconocida de los españoles, ignorada en amplios sectores de nuestras Administraciones públicas. Coopera a ello, sin duda, la legislación obsoleta y confusa sobre la Corona y miembros de su familia.

2.º España padece un innegable déficit simbólico, con carencias y desajustes en materia emblemática y ceremonial de Estado. Basta observar la legislación sobre la bandera española (incumplida muchas veces, ante la pasividad de nuestros gobernantes), la temerosa disposición sobre el Himno Nacional, la pobreza con que se celebran algunas de las fiestas nacionales y la desgana con que a ellas asisten (cuando asisten) quienes tienen obligación de hacerlo.

3.º Obsoleta y confusa también es la legislación sobre títulos nobiliarios, unida al desbarajuste absoluto de las normas sobre recompensas honoríficas civiles, que se conceden arbitrariamente y casi a hurtadillas y de las que, en ambos supuestos, sólo tienen noticia quienes leen el Boletín Oficial del Estado, es decir, nadie. Se echa de menos en este aspecto una ceremonia pública y periódica, presidida por el Rey o algún miembro de su familia, que haga entrega de las correspondientes distinciones a quienes realmente las merezcan. Sabido es que hoy se hacen entregas aisladas por quien de hecho las concede, a veces para potenciar su imagen, silenciando siempre la figura del Soberano, que es a quien corresponde otorgar los honores, según la Constitución.

4.º Por esta última razón, esto es, porque la Corona es constitucionalmente la única fons honorum, causa extrañeza que no exista una norma, con rango de ley, que regule y unifique los criterios para proponer al Soberano la concesión de cualesquiera honores dimanantes del Estado (títulos, condecoraciones, tratamientos, etc.) desde una Cancillería única, que señale con claridad los límites de las distinciones que concedan las entidades públicas infraestatales. Todo ello en evitación del desprestigio creciente que están experimentando todos esos honores.

En resumen, debería hacerse un ejercicio de reflexión sobre el reforzamiento del papel de la Corona como símbolo de la autoridad y unidad del Estado, así como fuente de la concesión de todos los honores.
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	Al conjunto de estos títulos se denomina "título grande" y comprende los siguientes: Rey de España, de Castilla, de León, de Aragón, de las Dos Sicilias, de Jerusalén, de Navarra, de Granada, de Toledo, de Valencia, de Galicia, de Mallorca, de Menorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdoba, de Córcega, de Murcia, de Jaén, de los Algarves, de Algeciras, de Gibraltar, de las Islas Canarias, de las Indias Orientales y Occidentales, de la India y continente oceánico, archiduque de Austria, duque de Borgoña, de Brabante y de Milán, conde de Habsburgo, de Flandes, del Tirol y de Barcelona, señor de Vizcaya y de Molina, etc.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Actualmente, el Rey ha otorgado tal dignidad a Don Carlos de Borbón-Dos Sicilias y Borbón-Parma, duque de Calabria, que en 1956 contrajo matrimonio con Doña Ana de Borbón-Orleans y de Orleans-Braganza, princesa de la Casa de Orleans.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	La concesión a empresarios o empresas del honor de "Proveedor de la Real Casa" por motivos excepcionales se vino produciendo desde la época de Carlos III hasta el Reinado de Alfonso XIII, pero hoy parece estar en desuso.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	El saludo, en las monarquías modernas, se ha ido convirtiendo en un acto cada vez más informal, en el que sólo cuentan las buenas maneras y el respeto que todo jefe de Estado debe inspirar. No obstante, es una vieja tradición existente en la monarquía española que las señoras saluden a los Reyes y a los Príncipes de Asturias, cuando éstos les tienden la mano, retirando la pierna derecha hacia atrás, agachando ligeramente el cuerpo y sin dejar de mirar al rostro de quien se saluda.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	El Ordenamiento General tampoco cita a la Reina, pero entiendo que, por analogía, podría hacerse aplicación aquí de la misma norma.


	 Ver Texto 








Instituciones del Estado 



1.  CONSIDERACIÓN PRELIMINAR

Las distinciones sociales en el sector público reconocen su génesis en las funciones que las personas realizan, dentro del cuerpo social, al frente de las instituciones públicas. La afirmación sociológica referida a «la exigencia con que se enfrenta toda sociedad de distribuir sus individuos a lo largo y a lo ancho de las diversas posiciones sociales de que se compone la estructura social» cobra aquí todo su valor, siendo en realidad «muy decisivo quién ocupa qué posiciones», ya que «algunas requieren talento o preparación especial y unas son funcionalmente más importantes que otras» (SALVADOR GINER). De ahí que se haya sostenido que el papel público, es decir, el lugar ocupado en la vida pública, es la base fundamental, si no exclusiva, de todas las antiguas distinciones, porque «el ejercicio de las funciones políticas, de la profesión militar y de las funciones religiosas, confiere a quien las desempeña y al grupo al que pertenecen un lugar especial en la sociedad» (PIERRE LAROQUE).

Las distinciones sociales aludidas suponen siempre la existencia de un grupo político organizado y con unas estructuras definidas. Porque hoy nadie duda de que «la vida en sociedad sería imposible si no existiera el Estado y el poder político que lo encarna» (GONZÁLEZ NAVARRO). La organización de la sociedad, convertida merced a la norma jurídica en Estado, en ese Estado contemporáneo que, como señalara ORTEGA, «es el producto más visible y notorio de la civilización», confiere a sus componentes, sean personas o grupos, un lugar singularizado en la propia organización, en la que pueden distinguirse siempre jerarquías precisas.

ESTRUCTURA DEL ESTADO 
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Cuando se habla de distinciones sociales en el sector público, parece inevitable, pues, referirse en primer término a todos quienes participan en las funciones del Estado. Y todo el mundo conoce que quien protagoniza en mayor medida el ejercicio de aquellas funciones es la llamada clase política. Por eso el estudio de las distinciones que aquí nos ocupan va a comprender la totalidad de los puestos que pueden desempeñar los políticos, en la mayor parte de los casos de nivel relevante, pues, según afirma AMANDO DE MIGUEL, «la política suele ser una avenida de movilidad social». A tales puestos habrán de añadirse todos aquellos que los complementan y son desempeñados por profesionales, que hacen posible la realización de la acción política.

CLASIFICACIÓN DE LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO
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Presidente del Gobierno

Consejo de Ministros
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Delegado del Gobierno
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Interventor en Delegación de Hacienda






Queda dedicado, pues, este capítulo al examen de las estructuras del Estado español, que aparecen diseñadas, en líneas generales, en la Constitución y en leyes que han desarrollado sus preceptos. Otras se encuentran reguladas en disposiciones legales de menor rango.

Como puede deducirse de lo que antecede, mi propósito es proceder al análisis de las estructuras orgánicas referidas, de manera sectorial, ya que no será preciso acometerlo globalmente, sino en la medida en que resulte útil para poder establecer una adecuada ordenación de los individuos e instituciones dentro de una organización. Con ello queda aclarada y, sobre todo, justificada la óptica con la que los epígrafes que siguen van a ser objeto de consideración, que va a detenerse más en lo orgánico, y en los niveles jerárquicos que ello comporta, que en las funciones.

Insistiendo en lo que acabo de decir, las estructuras más importantes en el sector público deben buscarse, en primer lugar, en la Constitución, que, al lado de su contenido dogmático, cuenta con seis títulos dedicados a los aspectos orgánicos: de la Corona, de las Cortes Generales, del Gobierno y de la Administración, del Poder Judicial, de la Organización territorial del Estado y del Tribunal Constitucional. Muchos de estos aspectos han sido ya desarrollados por las correspondientes leyes aprobadas por las Cortes, casi todas leyes orgánicas, que se irán mencionando a través de este capítulo.

En consecuencia, en las páginas que siguen se examinan las repetidas estructuras, distinguiendo en ellas los diversos niveles orgánicos, que van a proporcionarnos una ordenación adecuada de los titulares de los distintos órganos, que asumen el poder legislativo, el poder ejecutivo y el poder judicial, así como todos aquellos que guardan estrecha dependencia de cada uno de ellos. Por razones de sistemática y de simple analogía, se estudia el Tribunal Constitucional junto a los órganos del poder judicial, aunque, como se dice en su lugar, la diferencia de funciones entre uno y otros es clarísima. Por idénticos motivos, se examina, a continuación de los tribunales, el Ministerio Fiscal, cuya disimilitud con ellos resulta también nítida. Se dedica un epígrafe aparte a las Fuerzas Armadas, pues la importancia que en ellas tienen las estructuras jerárquicas justifica un tratamiento diferenciado, sin contar el protagonismo que están llamadas a ejercer en el mundo de los honores. Parecidas razones, y la naturaleza militar o de instituto armado, en cada caso, nos ha impelido a consagrar otro epígrafe a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

2.  PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

2.1.  El Presidente del Gobierno

La figura más representativa de la Nación, después de Su Majestad el Rey y su Familia, es la del Presidente del Gobierno. La distinción entre el monarca y la figura del Presidente del Consejo de Ministros data del Estatuto Real, aprobado por Real Decreto de 10 de abril de 1834, y desde entonces se mantendrá, aunque interrumpida en alguna etapa histórica reciente.

Hoy día no puede decirse propiamente que el Presidente del Gobierno sea un superior jerárquico de los Ministros, aunque, como observa GUAITA, tampoco sería exacto afirmar que es simplemente un primum inter pares, es decir, un primero entre los iguales, de una parte, porque en ocasiones ostenta verdaderos poderes jerárquicos (cuando dirige circulares a los Departamentos ministeriales p. e.) y de otra, porque posee verdaderos poderes de supremacía (facultad de dirección y coordinación). Con mayor claridad se expresa PARADA VÁZQUEZ cuando afirma que administrativamente el Presidente lo es al fin y a la postre de un órgano colegiado y, por tanto, formalmente un primero entre los iguales, aunque, de acuerdo con la realidad política, «en la figura del Presidente se concreta todo el poder del Gobierno.»

El Presidente del Gobierno es nombrado por el Rey mediante el sistema previsto en el artículo 99 de la Constitución, es decir, mediante la obtención previa de la confianza del Congreso de los Diputados, por mayoría absoluta de sus miembros, al candidato que propone el monarca, tras la consulta a los grupos políticos con representación parlamentaria.

El Presidente puede y debe ser considerado desde una doble vertiente, pues, por una parte es cabeza visible del poder ejecutivo y ostenta la representación del Gobierno en sus relaciones con el Rey y los demás poderes del Estado, y por otra, es un órgano individual equiparable a otro ministro. En su primera condición, además de la representación mencionada, dirige la acción del Gobierno y coordina la actuación de sus miembros, convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, refrenda los actos del Rey y somete a éste, para su sanción, las leyes aprobadas por las Cortes Generales. Y como órgano individual, tiene atribuidas determinadas funciones administrativas, que ejerce a través del Ministerio de la Presidencia. Sus funciones han sido enumeradas con todo detalle por la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, según la cual las disposiciones y actos cuya adopción le venga atribuida revisten la forma de Real Decreto del Presidente del Gobierno.

2.2.  Los Vicepresidentes del Gobierno

Aunque la existencia de una Vicepresidencia del Gobierno se deducía ya implícitamente del Real Decreto de 1823, de creación del Consejo de Ministros, en el que FERNANDO VII indicaba a su primer Secretario de Estado que, cuando él no asistiera, sería éste el encargado de presidirlo, será necesario aguardar al Real Decreto-Ley de 3 de diciembre de 1925 para que este órgano tome cuerpo de forma expresa (ENTRENA CUESTA). Hoy, tanto a la luz de los preceptos constitucionales como de la normativa legal aplicable, la Vicepresidencia del Gobierno es un órgano de existencia no obligatoria.

El Vicepresidente o Vicepresidentes, pues, se encuentran previstos en la Constitución y en la Ley del Gobierno como órganos de existencia no preceptiva. Su creación y número dependen de la voluntad del Presidente, al que sustituirán en los casos de vacante, ausencia o enfermedad, de acuerdo con el correspondiente orden de prelación. Cuando existan, les pertenece el ejercicio de las funciones que les encomiende el Presidente, y el Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento ministerial ostentará, además, la condición de Ministro.

Las Vicepresidencias son creadas por Real Decreto y el nombramiento de sus titulares recae generalmente en miembros del Gobierno. Por lo común, suelen ser dos: una Vicepresidencia primera, que, por delegación del Presidente, asume la presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios; y una Vicepresidencia segunda, a la que frecuentemente corresponde, también por delegación, la presidencia de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos. Ambas Vicepresidencias ejercen, además, las funciones que les encomiende el Presidente del Gobierno.

La mayor o menor asignación de cometidos determinará, en consecuencia, que el Vicepresidente se configure, a voluntad del Presidente del Gobierno, como un Vicepresidente fuerte o Vicepresidente débil o «hibernado» (ALBA NAVARRO), que se daría en el caso extremo de que se limitase exclusivamente a funciones de sustitución.

Cada uno de los Vicepresidentes cuenta con un Director de Gabinete, con rango de Subsecretario, y un máximo de nueve asesores, uno de ellos con rango de Director general, y los demás con rango de Subdirector general.

2.3.  Estructura de la Presidencia

La estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno aparece mencionada en la citada Ley 50/1997, según la cual corresponde al Presidente la aprobación de aquella estructura. En consecuencia, cada nuevo presidente adopta la organización administrativa que estima oportuna, a través de normas con rango de Real Decreto.

Según las normas aludidas, y otras que resultan concordantes, en el desempeño de sus funciones, el Presidente del Gobierno está especialmente auxiliado por los Vicepresidentes y por el Ministro de la Presidencia. Y, de manera inmediata y permanente, por los órganos que, como se ha dicho, puede establecer para que le asistan.

De conformidad con lo dicho, la Presidencia suele contar con dos órganos importantes, cuyos titulares tienen rango de Secretario de Estado: son el Gabinete de la Presidencia y la Secretaría general.

El Gabinete de la Presidencia, órgano de asistencia política y técnica del Presidente del Gobierno, tiene un director, ya aludido, y un director adjunto, con rango de subsecretario. Para el desarrollo de las funciones específicas que le corresponden, en el Gabinete existen diversos Departamentos, cuyos titulares tendrán la categoría de Director General. Los Departamentos son de carácter sectorial, y su denominación alude a las materias objeto de la asistencia al Presidente.

La Secretaría general de la Presidencia se estructura en una Vicesecretaría general y Departamentos, una y otros con nivel de Dirección general, que atienden más bien a asuntos internos y administrativos. Uno de ellos es el Departamento de Protocolo, al que ya se ha hecho alusión en páginas anteriores.

No es infrecuente que la estructura de la Presidencia disponga de una Oficina relacionada con asuntos económicos, con el rango que el Presidente decida, que suele ser también el de Secretaría de Estado.

3.  CORTES GENERALES

LAS CORTES GENERALES 
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3.1.  Las Cámaras

Las Cortes Generales, reguladas en el Título III de la Constitución, representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado. La Constitución ha establecido, pues, un sistema bicameral, advirtiendo que nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de Comunidad autonómica con la de diputado al Congreso.
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Solemne sesión de apertura de una legistlatura. 

La Ley Electoral determina las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los diputados y senadores, añadiendo que ninguno de ellos estará ligado por mandato imperativo.

Por representar al pueblo español, las Cortes Generales constituyen el poder más importante, que se ejerce a través de un órgano complejo, colegiado y deliberante, representativo y sometido a la Constitución (APARICIO). Se dice que es complejo, porque está formado por dos cámaras y por otros órganos menores.

El Congreso se compone de 350 diputados, elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto. A cada provincia, que es la circunscripción electoral, le corresponde un mínimo inicial de dos diputados, y las poblaciones de Ceuta y Melilla están representadas cada una de ellas por un diputado. Los restantes diputados se distribuyen en las provincias en proporción a su población, conforme a lo dispuesto en la ley.

El Senado es la Cámara de representación territorial. En cada provincia se eligen cuatro senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes de cada una de ellas. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores -Gran Canaria, Mallorca, Tenerife- y uno a cada una de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos senadores.
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Sesión de investidura del Presidente del Gobierno. 

Las Comunidades autónomas designarán, además, un senador y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado superior de la Comunidad autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.

Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Los primeros ejercen, en nombre de aquéllas, todos los poderes administrativos y facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Las Cámaras funcionan en Pleno y por Comisiones, las cuales pueden ser Comisiones legislativas permanentes, en las que aquéllas podrán delegar la aprobación de algunos proyectos o proposiciones de ley; Comisiones mixtas, compuestas de igual número de diputados que de senadores; y Comisiones de investigación, sobre cualquier asunto de interés público. Además, en cada Cámara habrá una Diputación permanente compuesta de un mínimo de 21 miembros, que representarán a los grupos parlamentarios en proporción a su importancia numérica. Estarán presididas por el Presidente de la respectiva Cámara, y asumirán las facultades de las Cámaras en caso de que hayan sido disueltas o hubiese expirado su mandato, así como las de velar por los poderes de las Cámaras, cuando éstas no estén reunidas.

Aparte de la regulación básica que contiene la Constitución sobre ambas Cámaras, los Reglamentos de éstas han desarrollado con detalle los preceptos contenidos en aquélla, y que a continuación citamos, en lo que concierne a su organización.

Del Reglamento del Congreso de los Diputados se deduce la organización de la Cámara, que es, en esencia, la siguiente:

1. La Mesa, constituida por el Presidente del Congreso, cuatro Vicepresidentes y cuatro Secretarios.

2. La Junta de Portavoces, constituida por los portavoces de los Grupos parlamentarios.

3. Las Comisiones permanentes y no permanentes, que tendrán un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios.

4. El Pleno, formado por todos los diputados.

5. La Diputación permanente, ya citada, que elegirá entre sus miembros dos Vicepresidentes y dos Secretarios.

Según el Reglamento del Senado, la organización de la Cámara es como sigue:

1. La Mesa, órgano rector del Senado, que actúa bajo la autoridad y dirección de su Presidente, y que estará asistida y asesorada por el Letrado Mayor. La forman el Presidente, dos Vicepresidentes y cuatro Secretarios.

2. La Junta de Portavoces, integrada por el Presidente de la Cámara y los Portavoces de los Grupos parlamentarios.

3. La Diputación Permanente, ya mencionada.

4. Las Comisiones, que pueden ser permanentes (legislativas y no legislativas) y de investigación o especiales. Tendrán un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios.

El Congreso de los Diputados cuenta con una Secretaría general con su titular, el Letrado Secretario general, con un Secretario general adjunto, con Directores de carácter sectorial, un Interventor y Departamentos (uno de ellos de Protocolo), que se estructuran en Servicios. En el Senado existe un Letrado Mayor, un Letrado Mayor adjunto, Directores sectoriales y un Interventor.

Tanto el Congreso como el Senado disponen de funcionarios cualificados, que aportan su colaboración técnica a las labores legislativas de ambas Cámaras. Son los Letrados de las Cortes Generales.

3.2.  El Defensor del Pueblo

El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales y designado por éstas para la defensa de los derechos fundamentales comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes.

Se rige esta institución por la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, y por el Reglamento de Organización y Funcionamiento, aprobado por las Mesas del Congreso y del Senado.

El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un período de cinco años, y se dirigirá a las Cámaras a través de los Presidentes del Congreso y del Senado, respectivamente.

El Defensor del Pueblo está auxiliado por un Adjunto Primero y un Adjunto Segundo, en los que podrá delegar sus funciones, y que le sustituirán por su orden en los supuestos de imposibilidad temporal y en los de cese. Serán nombrados y separados previa conformidad de las Cámaras. A tal efecto, los Adjuntos serán propuestos por el Defensor del Pueblo a través del Presidente del Congreso, a fin de que las Comisiones del mismo y del Senado encargadas de relacionarse con el Defensor otorguen su conformidad previa al nombramiento.

El Defensor del Pueblo podrá estar asistido por un Gabinete Técnico, bajo la dirección de uno de los Asesores, que designará y cesará libremente. Corresponde al Gabinete organizar y dirigir la Secretaría particular del Defensor, realizar los estudios e informes que se le encomienden y ejercer las funciones de protocolo.

Es órgano colaborador del Defensor del Pueblo la Secretaría general, cuyo titular designa el mismo, y a quien podrá auxiliar un asesor. La Secretaría general se estructura en dos Servicios y el personal al servicio de la institución del Defensor del Pueblo estará compuesto por los asesores-responsables de área, asesores-técnicos, administrativos, auxiliares y subalternos.

3.3.  El Tribunal de Cuentas

TRIBUNAL DE CUENTAS 
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Dependiendo directamente de las Cortes Generales, existe el Tribunal de Cuentas, como órgano supremo fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica del Estado, así como del sector público. Se rige por la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, que completa la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

Según la Ley Orgánica por la que se rige, la estructura de este Tribunal es la siguiente:

1. El Presidente.

2. El Tribunal en Pleno, integrado por doce Consejeros de Cuentas, uno de los cuales será el Presidente, y el Fiscal.

3. La Comisión de Gobierno, constituida por el Presidente y los Consejeros de Cuentas Presidentes de Sección.

4. La Sección de Fiscalización y la Sección de Enjuiciamiento.

5. La Fiscalía, dependiente judicialmente del Fiscal General del Estado, e integrada por el Fiscal y los Abogados Fiscales.

6. La Secretaría general.

El Presidente del Tribunal de Cuentas será nombrado de entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en Pleno y por un período de tres años.

Los Consejeros de Cuentas serán designados por las Cortes Generales, seis por el Congreso de los Diputados y seis por el Senado, mediante votación por mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras, por un período de nueve años, entre Censores del Tribunal de Cuentas, Censores jurados de Cuentas, Magistrados y Fiscales, Profesores de Universidad y funcionarios públicos pertenecientes a Cuerpos para cuyo ingreso se exija titulación académica superior, abogados, economistas y profesores mercantiles, todos ellos de reconocida competencia, con más de quince años de ejercicio profesional. Los Consejeros son independientes e inamovibles.

La Sección de Fiscalización se organizará en departamentos sectoriales y territoriales, al frente de cada uno de los cuales estará un Consejero de Cuentas.

La Sección de Enjuiciamiento se organizará en Salas integradas por un Presidente y dos Consejeros de Cuentas, y asistidas por uno o más Secretarios.

La Secretaría general desempeña las funciones conducentes al adecuado ejercicio de las competencias gubernativas del Presidente, del Pleno y de la Comisión de Gobierno en todo lo relativo al régimen interior del Tribunal de Cuentas.
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